UNIVERSITY    OF   NORTH   CAROLINA 


^ 


BOOK   CARD 

Please  keep  this  card  ¡n 
book  pocket 


«n  S 

en  £ 


[ 
1 


3C 


THE  LIBRARY  OF  THE 

UNIVERSITY  OF 

NORTH  CAROLINA 


ENDOWED  BY  THE 

DIALECTIC  AND  PHILANTHROPIC 

SOCIETIES 


HD1158 
.V4 

C6 


UNIVERSITY  OF  N.C.  AT  CHAPEL  HILL 


00020209819 


DATE  DUE 


«*• 


3»EFÜ^2£86 


PRINTED  IN  U.S.A. 


Digitized  by  the  Internet  Archive 
in  2013 


http://archive.org/details/consultasdelasucOOmend 


i  o  u 


DOCTORAS 
UUAN  d.  MENDOZA 
ti  OSE  SANTIAGO  RODRIOUEZ 
PEDRO  M.  ARCAYA, 
RAF.  MAX.  VALLADARES, 
JULIO  BLANCO  UZTARIZ  y 
A.  MACHADO  HERNÁNDEZ. 
L.  A.  OLAVARRIA  MATOS  y 
G.  MANRIQUE  PACAN1NS, 


CONSULTAS 

DE  LA 

SUCESIÓN  GUZMAN  BLANCO 

ACERCA   DE  LOS 

EJIDOS  DE  CARACAS 


(Publicadas  en  la  'Revista   Universitaria^'  *   Número   Extraordinario 
Noviembre  de  1918) 


TIPOGRAFÍA  AMERICANA 
GARACAS 


Consulta  acerca  de  los  Ejidos  de  Caracas 


Caracas:  15  de  julio  de  1918. 

Señor  Diego  Guzradn  Blanco. 

Presente. 
Mi  distinguido  amigo : 

Respondo  gustoso  y  hasta  donde  lo  permiten  mis  cortos 
conocimientos  a  las  cuatro  cuestiones  que  se  ha  servido  usted 
someter  a  mi  dictamen  en  su  carta  de  18  de  majo  último. 

lv — A  qué  clasificación  de  bienes  pertenecen  jurídicamen- 
te los  Ejidos,  tanto  bajo  el  régimen  de  la  legislación  española 
como  bajo  el  imperio  de  las  diversas  legislaciones  que  los  han 
regido  en  Venezuela. 

Importa  ante  todo  establecer  la  diferencia  que  existe  entre 
ejidos  propiamente  dichos  y  bienes  propios  o  de  « Propios » 
que  existía  en  las  leyes  españolas.  No  todas  las  tierras  con- 
cejiles son  ejidos  :  éstos  no  son  sino  la  extensión  limitada  de 
tierra  que  está  a  la  salida  de  la  población,  que  no  se  labra 
ni  se  edifica  y  cuyo  uso  es  común  de  todos  los  vecinos.  Uno 
de  los  usos  principales  era  el  de  lugar  de  recreación  de  los 
moradores,  al  paso  que  los  propios  eran  bienes  con  cuyas 
rentas  el  Municipio  hacía  en  parte  sus  gastos.  En  tal  concepto 
el  ejido,  en  la  acepción  restringida  que  le  atribuían  las 
leyes  españolas  y  que  brevemente  acabo  de  expresar,  debe 
ser  clasificado  entre  las  cosas  comunes  (Ley  XXIII,  Título  32, 
Partida  3^) 


Las  Leyes  de  ludias  reproducen  el  mismo  concepto  tanto 
en  cuanto  a  la  significación  del  ejido  como  en  cuanto  a  su 
naturaleza  de  cosa  común  como  puede  deducirse  de  los  textos 
que  siguen  de  la  Kecopilación  de  Indias  (Tít.  VII,  Libro  IV) ; 

Ley  I . 

y   quando    hagan  la  planta  del  Lugar,  repártanlo  por 

sus  plazas,  calles  y  solares  a  cordel  y  regla,  comenzando  desde 
la  plaza  mayor  y  sacando  '¡desde  ella  las  calles  a  las  puertas 
y  caminos  principales,  y  dexando  tanto  compás  abierto,  que 
aunque  la  población  vaya  en  gran  crecimiento  se  pueda  siem- 
pre proseguir  y  dilatar  en  la  misma  forma. 

Ley  VII «Saqúese  primero  lo  que  fuere 

menester  para  los  solares  del  Pueblo  y  exido  competente  y 
dehesa  en  que  pueda  pastar  abundantemente  el  ganado  que 
han  de  tener  los  vecinos,  y  más  otro  tanto  para  los  propios 
del  lugar.  El  resto  del  territorio  que  tienen  se  haga  quatro 
partes  :  la  una  de  ellas  que  escogiere,  sea  para  el  que  está 
obligado  a  hacer  el  Pueblo  y  las  otras  tres  repártanse  en 
suertes  iguales  para  los  pobladores». 

Ley  XI « Repártanse   los   solares    por 

suertes  a  los  pobladores  continuando  desde  los  que  corres- 
ponden a  la  plaza  mayor,  y  los  demás  queden  para  Nos 
hacer  merced  de  ellos  a  los  que  de  nuevo  fueren  a  poblar,  o 
lo  que  fuere  nuestra  voluntad :  y  ordenamos  que  siempre  se 
lleve  hecha  la  planta  del  Lugar  que  se  ha  de  fundar». 

Ley  XIII «Los  exidos  sean  en  tan  com- 
petente distancia,  que  si  creciere  la  población  siempre  quede 
bastante  espacio  para  que  la  gente  se  pueda  recrear  y  salir 
los  ganados  sin  hacer  daño». 

Ley  XIV «Habiendo  señalado  compe- 
tente cantidad  de  tierra  para  exido  de  la  población  y  su  cre- 
cimiento en  conformidad  de  lo  proveído,  señalen  los  que 
tuvieren  facultad  para  hacer  el  descubrimiento  y  nueva  po- 
blación dehesas  que  confinen  con  los  exidos  en  que  pastar 
los  bueyes  de  labor,  caballos  y  ganados  de  la  carnicería  y 
para  el  número  ordinario  de  los  otros  ganados,  que  los  pobla- 
dores por  ordenanza  han  de  tener,  y  alguna  buena  cantidad 
más  que  sea  propios  del  Concejo,  y  lo  restante  en  tierras  de 
labor,  de  que  hagan  suertes,  y  sean  tantas  como  los  solares 
que  puede  haber  en  la  población  ;  y  también  terrenos  de  re- 
gadío, asimismo   se   hagan    suertes   y   repartan  en    la  misma 


proporción  a  los  primeros  pobladores,  y  las  demás  queden 
valdías  para  que  Nos  hagamos  merced  a  los  que  de  nuevo 
fueren  a  poblar  y  de  estas  tierras  hagan  los  Virreyes  separar  las 
que  parecieren  convenientes  para  propios  de  los  Pueblos  que 
no  los  tuvieren,  de  que  se  ayude  a  la  paga  de  los  salarios 
de  los  Corregidores,  dexando  exidos,  dehesas  y  pastos  bas- 
tantes como  está  proveído  y  así  lo  executen». 

(Tít.  XIII  del  Libro  IV)  Ley  I «Los  Virreyes 

y  Gobernadores  que  tuvieren  facultad  señalen  a  cada  Villa  y 
Lugar  que  de  nuevo  se  fundare  y  poblare  las  tierras  y  solares 
que  hubiere  menester  y  se  le  podrán  dar,  sin  perjuicio  de 
tercero,  para  Propios  y  envíennos  relación  de  lo  que  a  cada  uno 
hubieren   señalado,  y  dado,  para  que  le  mandemos  confirmar». 

Ley  III,  Tít.  13 «Ordenamos  y  manda- 
mos, que  las  Rentas  y  Propios  de  las  ciudades,  cuyo  arrenda- 
miento toca  a  la  Justicia  y  Regimiento  se  rematen  y  den  en 
arrendamiento  a  los  que  más  dieren  por  ellas  y  los  arrenda- 
dores del  tiempo  antecedente,  no  las  puedan  tomar  por  el 
tanto,  procurando  que  siempre  se  rematen  en  el  mayor  postor». 

CONCLUSIÓN. 

Del  examen  de  las  disposiciones  legales  que  preceden  apa- 
rece que,  aparte  de  los  solares  urbanos  dados  a  cada  poblador, 
los  terrenos  adyacentes  a  las  nuevas  fundaciones  se  dividían  en 
cuatro  clases  :  los  que  se  daban  a  los  mismos  vecinos  para  el 
mantenimiento  de  ellos  y  sus  familias  :  los  ejidos  propiamente 
dichos  y  la  dehesa  de  pastos  comunes  :  los  que  se  reservaban 
para  el  natural  incremento  de  la  población  ;  y  los  que  debían 
quedar  baldíos  para  que  el  Eey  hiciese  merced.  Es  obvio  que 
de  esas  diferentes  clases  de  tierras  sólo  el  ejido  y  la  dehesa 
eran  de  uso  común. 

DISTINCIÓN. 

En  los  primeros  tiempos  de  la  República,  vigente  aún 
la  Legislación  española,  existía  el  mismo  criterio  legal ;  pero 
es  cierto  que,  sin  entrar  en  análisis  minuciosos  de  la  legis- 
lación patria  y  por  lo  que  se  refiere  solamente  a  la  ciudad  de 
Caracas,  las  tierras  concejiles  han  venido  siendo  enajenadas 
sin  distinción,  en  virtud  de  diferentes  ordenanzas  debido  sin 
duda  a  que  desaparecido  de  las  costumbres  el  uso  común  de 
la  dehesa,  de  la  era  y  del  lugar  de   recreación,  el  ejido  en  su 


primitivo  concepto  no  respondió  ya  a  ninguna  realidad.  Debió 
considerarse  y  con  razón,  que  las  tierras  de  uso  común  eran 
las  calles,  las  plazas,  los  paseos,  las  cloacas  y  otros  de  igual 
naturaleza.  En  los  últimos  tiempos  las  Leyes  de  tierras  baldías 
y  Ejidos  y  la  Ordenanza  Municipal  sobre  Ejidos  han  vuelto 
hacia  el  criterio  español ;  pero  no  pudiendo  sobreponerse  a 
la  naturaleza  de  las  cosas  incurren  en  una  chocante  contra- 
dicción :  quieren  hacer  inalienables  los  ejidos  por  ser  de  uso 
común,  pero  admiten  que  pueden  ser  dados  en  arrendamiento  ! 
Como  si  el  uso  de)  arrendatario  no  excluyese,  el  de  los 
demás ! 

En  conclusión  :  durante  la  colonia  y  durante  los  prime- 
ros años  de  la  República,  los  ejidos  propiamente  dichos  fueron 
bienes  de  uso  común.  En  Caracas  y  durante  largos  años  el 
Municipio  enajenó  sus  tierras  sin  distinción  alguna,  y  en  los 
últimos  años  se  ha  establecido  de  nuevo  la  clasificación  de 
bienes  de  uso  común  para  los  ejidos. 

29 — Si  el  hecho  de  que  alguna  de  las  Leyes  Españolas 
o  Coloniales  atribuyera  a  los  ejidos  el  carácter  de  inaliena- 
bles, pudo  imponer  a  los  anteriores  Legisladores  de  la  Repú- 
blica igual  clasificación,  o  lo  que  es  lo  mismo,  si  aquella  los 
coartaba  a  declarar  inalienables  los  Ejidos.  §  De  lo  mismo  ex- 
puesto en  el  número  anterior  se  deduce  que  nada  hay  en  la 
naturaleza  de  los  ejidos  que  los  haga  inalienables :  ellos  lo 
son  por  destino  simplemente  y  por  tanto  nada  impide  a  una 
legislación  determinada  declarar  de  acuerdo  con  la  naturaleza 
de  las  cosas  que  ese  destino  ha  cambiado  con  el  tiempo.  Lo 
que  fue  útil  y  aún  necesario  en  la  época  remota  de  la  fun- 
dación de  nuestras  ciudades  puede  ser  contraproducente  en 
nuestros  días  y  lo  es  en  efecto,  en  lo  relativo  a  los  ejidos 
como  estorbador  del  incremento  de  las  poblaciones  e  inútil 
desde  el  punto  de  vista  del  objeto  a  que  estaban  destinados. 
En  tesis  general  el  legislador  no  está  ligado  nunca  por  la  ley 
anterior,  la  cual  puede  el  siempre  modificar,  cambiar  a  dero- 
gar libremente,  salvo,  por  supuesto,  en  lo  que  a  la  Constitu- 
ción se  refiere,  y  no  sería  explicable  una  excepción  en  lo 
relativo  a  la  inalienabilidad  de  los  ejidos,  sobre  todo,  cuando  ya 
éstos  no  tienen  el  destino  que  en  otras  épocas  justificó  su 
inalienabilidad :  Concluyo,  pues,  que  la  inalienabilidad  de  los 
ejidos  establecida  por  determinada  legislación  no  es  regla 
que  se  imponga  necesariamente  a  las  legislaciones  posteriores. 


39 — Qué  consecuencia  de  derecho  se  deduce  respecto  a 
los  Ejidos,  del  hecho  de  que  éstos  pasen  en  todo  o  en  parte, 
del  uso  público  a  que  están  destinados  en  su  origen  al  uso 
urbano  o  rural  en  provecho  de   particulares  ? 

Desafectados  los  Ejidos,  transformados  de  bienes  de  uso 
común  en  bienes  patrimoniales  del  Municipio,  éste  puede,  con 
requisitos  del  caso,  disponer  de  ellos  en  provecho  de  particu- 
lares ;  y  desde  ese  momento  estarán  sujetos  al  régimen  civil 
ordinario  de  la  propiedad. 

49 — Podrá  oponerse  la  inexistencia  de  un  justo  título  o 
prescripción  otorgado  o  consumada  bajo  el  imperio  de  Ley 
u  Ordenanza  posterior  al  título  o  al  cumplimiento  de  la  pres- 
cripción adquisitiva  ? 

Establecido  el  principio  de  que  el  Legislador  no  está 
ligado  por  las  leyes  anteriores  y  de  que  es  aplicable  al  caso 
de  la  inalienabilidad  de  los  ejidos ;  establecido  que  al  pasar 
a  manos  de  particulares  caen  bajo  el  régimen  civil  ordinario 
de  la  propiedad,  no  hay  duda  de  que  las  reglas  del  Código 
respecto  de  títulos  traslativos  de  dominio  y  respecto  de  pres- 
cripción, como  parte  que  son  del  régimen  legal  de  la  propie- 
dad, les  sean  aplicables  ;  de  manera  que  todo  el  que,  bajo  el 
imperio  de  una  ley  que  autorice  la  enajenación  de  los  ejidos, 
haya  obtenido  un  ejido  por  título  o  lo  haya  ganado  por 
prescripción  tiene  un  derecho  definitiva  e  irrevocablemente 
adquirido  que  lo  pone  a  cubierto  de  cualquiera  reivindicación 
fundada  en  el  carácter  de  inalienables  que  una  ley  u  orde- 
nanza posterior  atribuya  nuevamente  al  ejido.  Esta  conclu- 
sión se  impone  en  virtud  del  principio  que  constitucional  y 
civilmente  rige  entre  nosotros  de  que  las  leyes  no  obran 
retroactivamente ;  principio  que,  por  ser  constitucional,  ni  el 
mismo  Poder  Legislativo  puede  infringir. 


Paso  ahora  a  tratar  el  último  punto  de  su  consulta,  o 
sea  la  aplicación  del  criterio  anterior  a  los  títulos  que  en 
copia  se  ha  servido  acompañarme  de  la  hacienda  «  La  Cuadra  » 
o  «  La  Yerbera  »,  de  la  estancia  «  El  Tejar  »  y  de  las  vegas 
del  Guaire,  advirtiendo  que  no  he  podido  ver  el  informe  del 
Doctor  Arroyo  Parejo  a  que  usted  se  refiere. 

Los  títulos  que  usted  me  ha  presentado  en  copia  son 
traslativo  de  deminio  y  no  adolecen  de  vicio  alguno  de  forma  ; 


y  dadas  sus  fechas  de  registro,  creo  poder  concluir  que  al  tenor 
de  las  disposiciones  de  los  Códigos  Civiles  que  nos  han 
regido  desde  1873  para  acá  están  cubiertos  por  la  prescrip- 
ción   decenal. 

Y  no  me  parece  posible  que  pueda  oponerse  a  esos 
títulos  y  a  esas  prescripciones  la  Ordenanza  del  Goberna- 
dor Osorio,  ya  por  el  razonamiento  expuesto  en  el  número  49, 
ya  porque  el  nombrado  Gobernador  señala  límites  generales 
en  los  cuales  se  hallan  comprendidas  las  diferentes  clases 
de  tierras  a  que  me  he  referido  en  el  número  primero, 
debiendo  por  lo  tanto  demostrar  aquel  a  quien  le  interese 
que  las  que  motivan  la  consulta  de  usted  eran  ejidos  pro- 
piamente dichos  y  no  propios  o  baldíos  de  los  que  el  Rey 
se  reservaba  para  hacer  merced. 

Finalmente,  como  quiera  que  el  monarca  tenía  el  po- 
der legislativo  no  parece  dudoso  que  lo  que  ordenó  hacer 
por  Eeal  Cédula  al  Gobernador  Osorio  pudiera  deshacerlo 
luego  total  o  parcialmente  por  otras  Reales  Cédulas.  Es 
de  observar,  por  ser  cosa  que  interesa  muy  principalmente 
en  esta  materia,  que  en  las  Leyes  de  Indias  arriba  cita- 
das se  dispone  especialmente  que  al  fijar  los  ejidos  se  atienda 
a  dejar  margen  para  el  crecimiento  de  las  poblaciones  por 
grande  que  se  le  presuponga ;  de  manera  que  al  interpre- 
tar la  Ordenanza  de  Osorio  no  debe  pensarse  que  quisiera 
encerrar  a,  la  naciente  ciudad  en  un  círculo  de  hierro  cer- 
cándola en  sus  estrechos  límites  de  la  época  con  una  ancha 
faja  de   tierras  que   «no   se   pudiera  labrar  ni  fabricar». 

Creo  haber  satisfecho  todas  las  cuestiones  que  me  pro- 
pone en  su  carta  ;  pero  si  deseare  usted  alguna  ampliación  o 
aclaración  en  alguno  de  sus  puntos,  queda  a  sus  gratas  órdenes . 

Su   atto.   S.  S.  y   amigo, 

(Fdo. )        Juan  J.  Mendoza. 


Informe  del  "Doctor  José  Santiago  Rodríguez 

en  contestación  a  la  consulta  que 

le  fué  hecha  f>or  la  sucesión  Guzmán  Blanco 

sobre  Ejidos 


Caracas  :  Io  de  agosto  de  1918. 
Señor  Diego  Guzmán  Blanco. 

Presente. 
Mi  estimado  señor  : 

Paso  a  contestar  los  puntos  a  que  se  refiere  la  con- 
sulta que  usted  se  ha  servido  hacerme  en  su  carta,  fecha 
18  de  mayo  pasado,  la  cual  no  había  contestado  más  antes 
por  las   razones  que   verbal  mente   le  expuse. 

Pbimeb  punto. — «A  qué  clasificación  de  bienes  pertene- 
cen, jurídicamente,  los  ejidos,  tanto  bajo  el  régimen  de  la 
Legislación  Española,  como  bajo  el  imperio  de  las  diversas 
legislaciones  que  los  han  regido  en  Venezuela». 

Este  punto  podría  quedar  en  cortas  palabras  contestado 
^sí:  históricamente,  en  la  Legislación  Española,  los  ejidos 
pertenecen  a  la  clasificación  jurídica  de  bienes  del  dominio 
público,  porque  estaban  destinados  a  servir  ai  aso  común 
de  los  pobladores  de.  un  lugar.  Bajo  el  imperio  de  las  diver- 
sas Legislaciones  que  ha  tenido  la  Kepública,  ese  carácter 
histórico  no  se  ha  conservado  de  un  modo  invariable ;  y 
la   expresión   ejidos   ha  servido,  a   veces,  para  calificar  bienes 
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que  no  pertenecen  al  dominio  público,  sino  al  dominio  pri- 
vado de  la  Nación  o  de  alguna  Sección  suya  o  Municipio : 
De  donde  se  deduce  que  el  carácter  de  inalienables  que 
históricamente  tienen,  se  ha  perdido,  jurídicamente,  cada 
vez  que  el  Legislador,  sacándolos  de  su  propia  órbita,  los 
ha  hecho  alienables,  que  es  tanto  como  comprenderlos  en 
la    categoría   de    bienes    patrimoniales. 

Basta  leer  la  Ley  Primera,  Título  Séptimo,  Libro 
Cuarto,  Tomo  Segando  de  la  Recopilación  de  Leyes  de  las 
ludias  ;  la  Ley  Séptima,  Ordenanza  90  del  mismo  Título  ; 
la  Ley  Undécima,  Ordenanza  127  del  mismo  Título ;  la  Ley 
Decimatercera ;  la  Ley  Decimacuarta  del  mismo ;  la  Ley 
Primera  del  Título  Decimotercio,  y  la  Ley  Tercera  de  este 
mismo  último  Título,  para  reconstituir,  sin  esfuerzo,  el  pro- 
ceso de  la  fundación  de  la  ciudad  colonial.  Hacíase  la  planta 
del  lugar  y  se  fijaba  la  extensión  que  debía  tener  la  plaza 
mayor ;  de  aquí  se  trazaban  y  sacaban  las  calles  y  cami- 
nos principales,  con  la  mira  siempre  puesta  en  el  ensanche 
y  crecimiento  de  la  población,  de  manera  que  el  trazo  de 
bía  hacerse  «dejando  tanto  compás  abierto»  que  pudiera 
siempre  proseguirse  y  dilatar  la  ciudad  en  la  misma  forma. 
Dábase  luego  a  cada  poblador  un  solar  con  el  objeto  de 
que  edificase  su  vivienda ;  y  se  separaba  luego,  a  distancia 
conveniente  de  la  población,  teniendo  siempre  en  cuenta  su 
desarrollo  para  que  no  la  invadiese,  una  zona,  una  pradera, 
una  extensión  abierta  de  tierras,  donde  pudiesen  pastar  en 
comunidad  los  ganados  de  todos  los  pobladores,  y  donde, 
a  la  vez,  estos  mismos  pobladores  pudiesen  recrearse.  Estas 
praderas,  estos  sitios  de  esparcimiento — distantes  de  la  ciu- 
dad— pero  de  un  destino  jurídico  igual  al  que  tenían  la  plaza 
mayor,  las  calles  y  caminos,  era  lo  que  se  llamaba  Ejidos  ; 
y  como  para  todos  y  cada  uno  de  los  pobladores  servían 
y  como  todos  y  cada  uno  de  ellos  podían  aprovechar- 
los, y  como  no  habían  sido  adjudicados  a  ningún  po- 
blador en  particular,  y  como  el  Eey  mismo  no  se  reser- 
vaba ni  la  totalidad  ni  parte  de  ellos  para  hacer  merced 
a  nuevos  pobladores  o  a  personas  merecedoras  de  su  real 
voluntad,  esas  dehesas,  esas  tierras  cubiertas  de  pastos,  esos 
campos  abiertos,  por  lo  mismo  que  eran  de  todos  per- 
tenecían a  la  categoría  de  cosas  públicas  y  comunes,  de 
donde  resultaba  que  no  eran  ni  alienables  ni  susceptibles 
de  apropiación  particular. 


Otra  porción  de  tierra,  igual  a  la  de  los  ejidos,  debía 
separarse  para  ser  adjudicada  a  la  colectividad,  considerada 
ya  como  persona  moral :  el  Concejo  ;  pero  no  para  que  de 
ella  se  sirvieran  todos  los  pobladores,  como  pasaba  con  los 
ejidos,  sino  para  que  con  el  producto  de  su  arrendamiento 
se  ayudase  a  la  paga  de  salarios  de  los  Corregidores,  del 
propio  modo  que  a  los  pobladores,  a  quienes  ya  se  les  había 
asignado  tierras  para  que  edificaran  sus  abrigos,  se  les  daba 
también :  primero,  los  solares  que  debían  tocarles  en  el  re- 
parto de  las  tres  cuartas  partes  de  las  tierras  que  quedaban 
vacantes  después  que  había  tomado  su  cuarta  parte  el  oblir 
gado  a  hacer  el  pueblo ;  y  segundo,  tierras  de  labor  para 
que  pudiese  cultivarlas  y  vivir  de  los  frutos  naturales  que 
estas  tierras  podían  darles.  Como  el  Concejo  no  cultivaba 
esas  tierras  que  se  llamaban  Propios,  se  le  daban  para  que 
sacara  de  ellas  los  frutos  civiles  del  arrendamiento  .'En  re- 
sumen, pues,  bajo  el  imperio  de  la  Ley  que  creó  los  Ejidos 
en  Venezuela,  éstos  se  distinguían  de  los  Propios  en  que 
su  uso  común  excluía  la  alienabilidad,  y  como  cosas  del 
dominio  público,  no  era  ni  siquiera  el  Estado  ni  la  Nación 
quienes  tenían  la  propiedad,  sino  que  el  jus  utendi,  pro- 
piamente, pertenecía  única  y  exclusivamente  a  los  pobladores 
colectivamente  considerados,  pero  atendiendo  al  disfrute  que 
cada  uno  como  componente  de  la  agrupación  tenía  el  derecho 
de  tener,  y  así  se  concibe  que  cada  poblador,  en  teniendo  ga- 
nados, gozase  del  derecho  de  llevarlos  a  pacer  a  esos  pastos 
comunes,  o  tuviese  él  mismo  el  derecho  de  que  esos  campos 
abiertos  y  públicos  le  sirviesen  a  los  fines  de  esparcimiento 
que  la  ley  contemplaba.  Los  Propios,  en  cambio,  pertene- 
cían a  la  colectividad,  considerada  ya  como  persona  moral,  y 
por  ende  al  órgano  legal  de  ésta  :  el  Concejo,  que  no  sólo 
tenía  el  jus  fruendi  en  cuyo  ejercicio  los  arrendaba,  sino  el 
jus  abutendi  que  las  leyes  mismas  de  Indias  vivían  a  cada 
paso  cercenándole. 

Durante  la  Eepública,  estos  claros  principios  de  la  Le- 
gislación española  degeneraron  de  su  antiguo  concepto  histó- 
rico ;  y  terrenos  ejidos  inalienables  per  se,  sobre  todo  consi- 
derado desde  un  punto  de  vista  absoluto  y  general,  excepción 
hecha  de  casos  señaladísimos,  puede  decirse  que  no  existen, 
sino  que  por  lo  mismo  que  respecto  de  algunos  de  ellos  se 
permite  la  enajenación,  es  preciso  concluir  que  han  cambiado 
de  naturaleza  jurídica  y  han  pasado  de  la  categoría   de  públi- 
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eos  al  de  patrimoniales,  lo  que  es  tanto  como  decir:  de  inalie- 
nables a  alienables,  de  imprescriptibles  a  prescriptibles.  Ahora 
bien,  ya  sea  porque  al  pasarse  del  régimen  de  la  legislación  es- 
pañola al  que  pudiéramos  llamar  el  de  la  legislación  autóctona, 
resultaran  confundidas  y  mal  precisadas  algunas  de  las  enti- 
dades jurídicas  que  componían  la  primera,  como  sucede  con 
el  concepto  de  los  Ejidos  y  Propios  en  la  una  y  en  la  otra 
de  aquellas  Legislaciones,  en  cuyo  caso  estamos  en  presen - 
cia  de  un  acto  impremeditado,  pero  real  y  efectivo  del  Legis- 
lador; ora  porque  ni  tal  confusión,  ni  falta  de  examen,  ni  de 
precisión  las  haya  habido,  en  cuya  hipótesis  el  acto  del  Le- 
gislador podría  ser  calificado  de  voluntario  y  deliberado,  es  el 
caso  que  en  ambas  situaciones  nos  encontramos  en  presencia 
de  un  acto  legislativo  válido,  expresivo  del  ejercicio  del  Po- 
der Soberano  de  legislar  en  cuya  virtud  una  disposición  mis- 
ma que  puede  haber  tenido  un  carácter  determinado  en  cierto 
momento,  cambia  al  cambiar  las  circunstancias  que  le  dieron 
ese  carácter,  como  ha  pasado,  por  ejemplo,  entre  nosotros 
con  los  censos.  Y  si  ello  es  así,  ese  cambio  en  la  Legislación, 
voluntario  o  nó,  debido  a  una  necesidad  social  o  a  un  extravío 
de  los  verdaderos  principios  doctrinales  en  los  encargados 
de  redactar  la  Ley,  produce  las  dos  siguientes  consecuencias  : 
la  primera,  que  el  cambio  es  válido  y  eficaz  y  obligatorio  como 
acto  legislativo  ;  y  la  segunda,  que  así  como  cuando  un  te- 
rreno ejido,  inalienable  por  la  ley  que  lo  gobierna  y  reglamen- 
ta, excluye  el  que  pueda  adquirírselo  en  compra  o  ganárselo 
por  prescripción,  como  pasaba  en  la  Legislación  española,  así 
cuando  la  Ley  que  alteró  el  carácter  tradicional  permite  que  los 
ejidos  sean  alienables,  podría  hasta  decirse  que  el  Legislador 
incurrió  en  un  contraprincipio,  porque  debió  eliminar  la  pa- 
labra ejidos  al  hacerlos  alienables,  pero  bajo  esa  ley  rebelde 
al  origen  histórico  y  hasta  subversiva  de  la  tradición  legal 
consagrada,  los  ejidos  serán  enajenables,  y  no  sólo  alienables 
sino  susceptibles  de  prescripción  adquisitiva.  De  aquí,  pues, 
que  en  las  dos  consecuencias  que  quedan  apuntadas  este  con- 
tenida la  respuesta  a  los  otros  tres  puntos  que  contiene  la 
consulta,  y  que  la  carta  precitada  formula  así : 

Segundo  Punto. — Si  el  hecho  de  que  alguna  de  las  Leyes 
Españolas  o  Coloniales  atribuyera  a  los  ejidos  el  carácter  de 
inalienables,  pudo  imponer  a  los  posteriores  Legisladores  de 
la  Eepública  igual  clasificación,  o  lo  que  es  lo  mismo,  si 
aquella  los  coartaba  a  declarar  alienables  los  ejidos ; 
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Tercer  Punto. — Qué  consecuencia  de  derecho  se  deduce 
respecto  a  los  ejidos  del  hecho  de  que  éstos  pasen,  en  todo  o 
en  parte,  del  uso  público  a  que  están  destinados  en  su  origen, 
al  uso  urbano  o  rural  en  provecho  de  particulares ;  y 

Cuarto  Punto. — Podrá  oponerse  la  inexistencia  de  un 
justo  título  o  prescripción,  otorgado  o  consumada  bajo  el  im- 
perio de  Leyes  u  Ordenanzas  que  permitieran  las  enajena- 
ciones de  los  ejidos,  basándose  en  Ley  u  Ordenanza  posterior 
al  título  o  al  cumplimiento   de  la  prescripción  adquisitiva. 

De  loque  queda  analizado  hasta  ahora  se  desprende,  pues  : 
l9,  que  los  ejidos  son,  por  su  origen  histórico,  inalienables : 
29,  que  este  carácter  no  lo  han  conservado  invariablemente 
bajo  el  imperio  de  las  Leyes  de  la  República :  39,  que  así 
como  hubiera  sido  ineficaz  hablar,  propiamente,  de  enajena- 
ción de  ejidos  en  la  legislación  española,  y  no  hubiera  sur- 
tido efecto  legal  la  posesión  animo  domini  en  que  se  apoyara 
cualquiera  prescripción  adquisitiva,  bajo  las  Leyes  de  la  Repú- 
blica que  voluntaria  o  involuntariamente  confundieron  los  Eji- 
dos con  los  Propios  e  hicieron  alienables  los  primeros  en 
ciertos  casos,  cabe,  jurídicamente,  que  se  alegue  la  prescrip- 
ción adquisitiva ;  y  49,  que  el  poder  soberano  de  legislar  no 
tiene  más  limitaciones  que  las  que  pueda  imponerle  la  Cons- 
titución, y  las  distintas  Cartas  fundamentales  que  se  ha  dado 
la  República  no  estatuyen  nada  relacionado  con  el  punto  que 
examinamos. 

Pasando  ahora  a  otro  orden  de  consideraciones,  cabe  ob- 
servar que  las  transformaciones  sociales  no  vienen  a  ser  sino 
bases  sobre  las  cuales  se  levantan  nuevas  estructuras  jurídicas, 
a  su  vez,  adaptables  a  esas  transformaciones.  A  la  antigua 
estructura  de  la  ciudad  colonial,  convenía  y  se  adaptaba,  per- 
fectamente bien,  el  régimen  legal  de  los  ejidos  ;  la  ciudad  no 
llegaba  hasta  ellos  ni  podía  envolverlos  al  extenderse  y  desa- 
rrollarse: los  ejidos  quedaban  como  formándole  un  cerco 
donde  pacían  los  ganados  de  los  moradores  y  donde  estos 
mismos  moradores  se  juntaban  para  fines  de  esparcimiento. 
Pero  cuando  el  desarrollo  extraordinario,  que  no  podía  prever 
el  legislador  colonial,  hizo  del  pueblo  colonial,  no  el  centro 
de  un  grupo  de  pastores  que  era,  sino  la  ciudad  comercial,  la 
ciudad  industrial,  la  ciudad  capital,  a  la  radical  trasfor- 
mación  de  la  ciudad  misma  tiene,  necesariamente,  que  conve- 
nir  y  adaptarse   una  nueva  situación  jurídica  cónsona  con  el 
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cambio  de  destino  que  han  sufrido  las  cosas  de  la  ciudad. 
Ya  la  previsión  del  legislador  colonial  resulta  estrecha  e  ina- 
daptable  para  la  nueva  situación  que  se  ha  creado  :  ya  al  pueblo 
formado  apenas  de  escasos  pobladores  que  llevaban  sus  gana- 
dos a  pastar  a  esas  dehesas  comunes  se  ha  sustituido  una 
agrupación  fabril  o  industrial  o  mercantil  considerable,  y  las 
tierras  que  se  tenían  por  muy  distantes  de  la  plaza  mayor 
del  pueblo,  y  tan  distantes  que  por  mucho  que  entonces  cre- 
ciera el  pueblo  debían  quedar  extramuros,  dada  la  trasforma- 
ción  social,  y  dado  su  imprevisto  crecimiento,  ha  resultado 
que  esas  tierras  que  le  servían  como  de  cerco  a  la  ciudad  han 
venido  a  quedar  dentro  de  su  planta,  dentro  de  su  seno,  y 
lo  que  es  todavía  mucho  más  extraordinario :  muy  cercanas  de 
la  plaza  mayor  y  tan  cercanas  a  ellas  que  forman  como  el 
corazón  de  la  ciudad.  De  aquí,  pues,  que  el  criterio  conci- 
liador que  pudiera  establecerse  para  armonizar  las  encontra- 
das corrientes  legislativas  que  quedan  examinadas,  en  que 
podría  mantenerse  el  concepto  histórico  de  los  ejidos  y  aten- 
derse a  estas  nuevas  necesidades  de  la  sociedad  actual,  podría 
formularse  así  :  cuando  por  cambio  de  destino,  los  terrenos 
ejidos  han  dejado  de  servir  al  uso  que  de  ellos  tuvieron  los 
pobladores,  esos  ejidos  no  pueden  ser  cosas  públicas  y  por 
ello  inalienables  e  imprescriptibles,  sino  cosas  del  dominio 
privado  de  la  Nación  o  de  sus  Municipios,  y  por  ende 
alienables  cuando  la  Ley  acuerde  o  establezca  o  permita 
la  enajenación,  y  prescriptibles  también  cuando  han  sido 
poseídos  animo  domini  por  quien  alega  la  posesión,  comple- 
mentando la  suya  con  la  de  sus  causantes  como  es  de 
principio.  Cuando  los  ejidos  conservan  el  carácter  de  cosas 
públicas,  como  pasa  con  los  bosques  necesarios  para  la  conser- 
vación de  las  aguas  de  una  población  o  cuando  el  uso  de 
ellos  es  de  todos,  visiblemente,  y  ninguno  puede  atribuirse 
posesión  animo  domini  ni  cambiarse  por  sí  mismo  su  título 
de  puro  aprovechamiento  o  disfrutador  de  esa  cosa  cuyo  uso 
es  de  todos,  como  sucede  en  algunos  casos,  entonces  los  ejidos 
son  inalienables  e  imprescriptibles.  Tal  es  el  espíritu  de  la 
sentencia  de  la  Corte  Federal  y  de  Casación,  de  fecha  29  de 
abril  de  1909,  con  respecto  a  los  ejidos  del  Municipio  El 
Palmar.  En  este  caso  concreto  los  vecinos  todos  del  referido 
Municipio  usaban  de  esos  ejidos  para  el  pastaje  de  sus  gana- 
dos :  los  vecinos  todos,  ni  siquiera  la  persona  moral  del 
Municipio,  habían  intentado  acción  de  deslinde  contra   los  co- 
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lindantes  para  evitar  incursiones  peligrosas  en  unas  tierras  y 
dehesas  que  por  su  destino  y  aplicación  conservaban  el  pri- 
mitivo carácter  colonial,  que  el  vecindario  conservaba  también  : 
en  el  fondo  lo  que  propiamente  se  litigaba  en  el  proceso 
venía  a  ser  el  punto  de  partida  desde  el  cual  se  debía  hacer 
la  medición  de  aquellos  ejidos,  de  donde  tenía  que  resultar  o 
bien  que  no  había  habido  usurpación  o  que  si  la  había  habido 
excluía  la  prescripción  porque  no  había  sido  animo  domini; 
y  de  aquí  que  sin  entrar  la  Corte,  desde  luego,  en  ninguna 
de  las  apreciaciones  del  fondo  que  le  estaban  prohibidas  por 
su  propio  estatuto,  le  reconociera  a  esos  ejidos  de  El  Palmar 
el  sello  de  cosa  pública  imprescriptible,  que  evidentemente 
tenían  desde  el  momento  que  su  aprovechamiento,  no  sólo 
teórico  sino  en  la  práctica,  era  común  a  todos  los  vecinos  de 
aquel  Municipio. 

Aplicando  ahora  las  conclusiones  y  principios  que  quedan 
expuestos  a  los  títulos  relativos  a  las  propiedades  inmuebles  : 
Hacienda  la  Cuadra  o  Yerbera,  Estancia  El  Tejar  y  Vegas  El 
Guaire,  acerca  de  los  cuales  también  se  me  consulta,  debo 
agregar  que  la  más  larga  prescripción  adquisitiva  de  nuestro 
derecho,  aun  cuando  no  hubiera  justo  título,  que  sí  lo  hay, 
estaría  consumada  y  podría  invocarse. 

Dejo  así  contestada  su  citada  carta  y  me  suscribo  su  atto. 
seguro  servidor, 

(Fdo.)    José  Santiago  Eodríguez. 


Informe  del  f)ocfor  P.  M.  ñrcaya 

en  contestación  a  la  Consulta  de  la  Sucesión 

Guzmán  Blanco  sobre  Ejidos»  efe. 


OPINIÓN 


Me  consulta  el  señor  Diego  Guzmán  Blanco,  a  efectos 
que  interesan  a  la  Sucesión  Guzmán  Blanco,  de  que  es 
apoderado  y  forma  parte,  acerca  de  los  puntos  siguientes  : 

l9 — A  qué  clasificación  de  bienes  pertenecen  jurídica- 
mente los  Ejidos,  tanto  bajo  el  régimen  de  la  Legislación  Espa- 
ñola, como  bajo  el  imperio  de  las  diversas  legislaciones  que  los 
han  regido  en  Venezuela. 

29 — Si  el  hecho  de  que  alguna  de  las  Leyes  Españolas  o 
Coloniales  atribuyera  a  los  Ejidos  el  carácter  de  inalienables, 
pudo  imponer  a  los  posteriores  Legisladores  de  la  Bepública 
igual  clasificación,  o  lo  que  es  lo  mismo,  si  aquella  los  coartaba 
a  declarar  alienables  los  Ejidos. 

39— Qué  consecuencia  de  derecho  se  deduce  respecto  a 
los  Ejidos  de  que  éstos  pasen,  en  todo  o  en  parte,  del  uso  pú- 
blico a  que  están  destinados  en  su  origen,  al  uso  urbano  o 
rural  en  provecho  de  particulares. 

49 — ¿  Podrá  oponerse  la  inexistencia  de  un  justo  título  o 
prescripción  otorgado  o  consumada  bajo  el  imperio  de  leyes 
u  ordenanzas  que  permitieran  las  enajenaciones  de  los  Ejidos, 
basándose  en  la  Ordenanza  actualmente  en  vigor  ? 
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Me  exige  además  el  señor  Guzmán  Blanco  que  resueltos 
los  conceptos  anteriores,  aplique  mi  criterio,  concretamente, 
a  los  títulos  que  me  acompañó  en  copia,  y  que  se  refieren 
a  la  propiedad  de  los  inmuebles  siguientes  :  la  hacienda  "  La 
Cuadra  "  o  "La  Yerbera"  y  la  Estancia  "El  Tejar"  y  "Vegas 
del  Guaire "  de  la  Sucesión  Guzmán  Blanco,  que  según  de- 
cisión del  Concejo  Municipal  se  hallan  comprendidas  dentro 
de  los  linderos  generales  de  los  terrenos  que  determinó  como 
Ejidos,  en  1.594,  a  la  ciudad  de  Santiago  de  León  de  Caracas 
el  entonces  Gobernador  D.  Diego  Osorio,  precisando  si  este 
último  título  puede  oponerse  hoy  a  los  que  basan  la  propiedad 
de  dicha  sucesión. 

Y,  por  último,  si  la  existencia  de  Cédulas  Keales  poste- 
riores a  la  referida  de  1.594,  que  otorgaron  la  propiedad  de 
tierras  comprendidas  dentro  de  los  linderos  generales  que  se- 
ñalara esta,  envuelve  la  revocación  tácita  de  aquélla,  y  en 
consecuencia  la  posibilidad  de  que  dentro  de  los  dichos  linde- 
ros pudiera  adquirirse  válidamente  la  propiedad  particular  de 
tierras,  y  a  manera  ilustrativa  me  remite  el  consultante  una 
Cédula  Real  del  año  de  1.741,  que  se  contrae  a  terrenos  tam- 
bién comprendidos  dentro  de  la  zona  que  hoy  se  dice  ser 
"Ejidos". 

En  virtud  de  dicha  consulta  y  con  vista  de  las  copias 
aludidas,  he  estudiado  detenidamente  el  asunto  y  paso  a  for- 
mular mi  opinión  en  la  siguiente  forma  : 

LOS  EJIDOS,  LAS   TIERRAS  DE   PASTO   COMÚN,    LOS  PROPIOS  Y  LOS 
SOLARES  URBANOS  EN  EL  ANTIGUO  DERECHO   ESPAÑOL 

Leyes  de  Partidas. — La  ley  VI,  título  XXVIII  de  la  terce- 
ra Partida,  cuyo  mote  es  "  Gomo  de  los  puertos,  e  de  los  ríos,  e 
de  los  caminos  puede  usar  cada  un  orne",  dice  :  "Los  ríos  e  los 
"  puertos,  e  los  caminos  públicos  pertenecen  a  todos  los  ornes 
"  comunalmente,  en  tai  manera  que  también  pueden  usar 
"  de  ellos  los  que  son  de  otra  tierra  extraña,  como  los  que 
"  moran  e  biven  en  aquella  tierra  do  son  ".  La  ley  IX  del 
mismo  título,  bajo  el  mote  "  Quales  son  las  cosas  propiamente 
"  del  común  de  cada  ciudad  o  villa  de  que  cada  uno  puede 
"  usar  ",  trae  lo  siguiente  :  "  Apartadamente  son  del  común 
"  de  cada  una  ciudad  o  villa  las  fuentes  e  las  placas  o 
"  fazen  las   ferias  e   los  mercados  e  los  lugares  o  se  ayuntan 
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"  a  concejo  e  los  arenales  que  son  en  las  riberas  de  los 
"  rios,  e  los  otros  exidos  e  las  carreras  o  corren  los  ca- 
"  ballos,  e  los  montes  e  las  dehesas,  e  todos  los  otros  lu- 
"  gures  semejantes  destos  que  son  establecidos  e  otorgados 
"  para  procomunal  de  cada  cibdad  o  villa  o  castillo  o  otro 
"  lugar.  Ca  todo  orne  que  fuere  y  (allí)  morador  puede 
"  usar  de  todas  estas  cosas  sobredichas,  e  son  comunales 
"  a  todos  también  a  los  pobres  como  a  los  ricos.  Mas  los 
"  que  fuesen  moradores  en  otro  lugar,  non  pueden  usar 
"  deellas  contra  la  voluntad  o  defendimiento  de  los  que  mo- 
"  rassen  y."  La  ley  X  del  propio  título  exponiendo  "  quales 
"  son  las  cosas  del  común  de  la  cibdad  o  villa  de  que  non  pueden 
"  cada  uno  usar  ",  se  expresa  así :  "  Campos  e  viñas,  e  huertas 
"  e  otras  heredades  e  ganados  e  siervos  e  otras  cosas  se- 
"  mejantes  que  dan  fruto  de  sí,  o  renta,  pueden  aver  las 
"  cibdades  o  las  villas  e  como  quiera  que  sean  comunal- 
"  mente  de  todos  los  moradores  de  las  cibdades  o  de  la 
"  villa  cuyos  fueren,  con  todo  esso  non  puede  cada  uno  por 
"  sí  apartadamente  usar  de  tales  cosas  como  estas ;  mas  los 
"  frutos  e  las  rentas  que  salieren  de  ellas  deben  ser  me- 
"  tidas   en    procomunal    de  toda   la  cibdad  o  villa  cuyas  fue- 

"  ren   las  cosas  onde  salen "   Y  la  ley  VII,  título  XXIX 

de  la  misma  tercera  Partida  cuyo  mote  es  "  Como  las  placas,  ni 
"  los  caminos,  ni  las  de f esas,  nin  los  exidos,  ni  los  otros  lugares 
"  semejantes  que  son  del  común  del  pueblo  non  se  pierden  por 
"tiempo,"  dice:  "Plac.a,  nin  camino,  nin  defesa  nin  exido, 
"  nin  otro  lugar  cualquiera  semejantes  destos  sea  en  uso 
"  comunalmente  del  pueblo  de  alguna  cibdad  o  villa  o  cas- 
"  tillo,  o  de  otro  lugar  non  lo  puede  ningún  orne  ganar 
"  por  tiempo.  Mas  las  otras  cosas  que  sean  de  otra  natura 
"  assí  como  siervo,  o  ganados,  e  pegujar,  o  navios  o  otras 
"  cosas  semejantes  destas  maguer  sean  comunalmente  del 
"  Concejo  de  alguna  cibdad  o  villa  bien  se  podrían  ganar 
"  por  tiempo  de  quarenta  años.  E  esto  es  porque  maguer 
"  que  sean  de  todos  comunalmente  non  usan  comunalmente 
"  dellas  todos  assí  como  de  las  otras  cosas  sohredichas.  Em- 
"  pero  si  la  ciudad  o  villa  u  otro  lugar  que  perdiesen  al- 
"  guna  destas  cosas  por  tiempo  de  quarenta  años  pidiese 
"  después  de  este  tiempo  fasta  quatro  años  al  Eey,  o  al 
"  adelantado,  o  al  judgador  del  logar  que  aquel  tiempo  pas- 
"  sado  non  le  empeciesse,  e  que  le  otorgase  que  la  cosa 
"  non    se   perdiesse   por  él,  devegelo  otorgar,  e  estonce  non 
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"  le  empescerá  ninguna  cosa  el  tiempo  de  los  quarenta  años. 
"  Mas  si  los  quatro  años  passassen  de  más  de  los  qua- 
"  renta  que  los  non  pidiessen  assí  dende  en  adelante  non 
"  lo  podrían  pedir,  e  él  que  la  cosa  tuviesse  ganarla  ia 
"  (habría)  por  tiempo  de  los  quarenta  años  ".  La  ley  XV, 
título  V  de  la  quinta  partida,  bajo  el  mote  "  Gomo  orne  libre, 
"  o  cosa  sagrada,  o  santa  o  lugar  público  non  se  puede  vender  ", 
establece :  "  Orne  libre,  o  la  cosa  sagrada,  o  religiosa,  o  santa, 
"  o  lugar  público,  así  como  la  placa,  e  las  carreras,  e  los 
"  exidos,  e  los  ríos,  e  las  fuentes  que  son  del  Rey  o  del 
"  común  de  algún  Concejo,  non  se  pueden  vender,  nin  ena- 
"  genar." 

Distinción  legal.— Los  textos  que  dejo  copiados  ponen 
de  manifiesto  que  el  Legislador  de  las  Partidas  distinguía  las 
cosas  que  al  mismo  tiempo  que  eran  de  la  propiedad  común 
de  los  vecinos  de  una  ciudad  o  villa  eran  también  de  su  co- 
mún aprovechamiento,  uso  o  goce,  respecto  de  aquellas  otras 
que  siendo  común  propiedad  suya,  como  miembros  que  eran 
de  la  corporación  o  persona  jurídica  constituida  por  la  ciu- 
dad o  villa,  no  las  gozaban  sinembargo,  personal  o  directa- 
mente en  uso  común  de  todos,  sino  que  se  beneficiaban  de 
ellas  en  el  sentido  de  que  sus  rentas  o  productos  entraban  a 
las  Cajas  de  la  Corporación  Municipal  o  Concejo,  para  ser 
empleados  en  obras  o  servicios  que  redundaban  en  provecho 
general  de  la  comunidad.  La  primera  categoría  era  la  de  los 
bienes  concejiles  comunes;  la  segunda  la  de  los  propios  o  de 
propios-,  aquéllos  eran  imprescriptibles;  éstos  podían  pres- 
cribirse por  cuarenta  años. 

Bienes  concejiles  comunes. — Los  bienes  municipales  de 
común  aprovechamiento  que  declaraba  imprescriptibles  la  ley 
eran,  en  lo  que  se  refiere  a  tierras  que  es  lo  que  interesa  al 
objeto  de  la  presente  consulta,  los  ejidos  y  aquellos  montes  y 
dehesas  que  servían  para  pastar  los  rebaños  de  los  vecinos, 
para  cortar  ellos  la  leña  que  necesitaban  y  otros  usos  seme- 
jantes, que  todos  y  cada  uno  podían  realizar. 

Por  ejido  no  se  entendía  en  el  derecho  español  ni  se 
entiende  todavía  en  castellano  sino  el  "campo  común  de 
"  todos  los  vecinos  de  un  pueblo,  lindante  con  él  y  donde 
"  suelen  reunirse  los  ganados  o  establecerse  las  eras  ",  como 
dice  el  Diccionario  de  la  Academia  en  su  última  edición, 
donde  también   se   define   a   eras:    "espacio  de  tierra  limpia 
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y  firme,  algunas  veces  empedrado  donde  se  trillan  las  nrieses". 
Igual  en  el  fondo,  aunque  algo  más  detallada,  es  la  defi- 
nición del  exido  en  la  primera  edición  del  Diccionario  de 
la  Academia :  "  El  campo  que  está  a  la  salida  del  lugar, 
"  que  no  se  planta  ni  se  labra,  y  es  común  para  todos  los 
"  vecinos,  y  suele  servir  de  era  para  descargar  en  él  las 
"  mieses  y  limpiarlas ",  y  esa  es  también  la  de  Escriche 
en   su  Diccionario   de  Legislación   y  Jurisprudencia. 

Se  advierte,  pues,  que  no  eran  ejidos  todas  las  tierras 
municipales,  ni  aún  todos  los  terrenos  municipales  del  uso 
común,  sino  aquellos  que  colindando  con  el  pueblo  se  esco- 
gían especialmente  por  ser  llanos,  abiertos  o  estar  en  la 
zona  de  empate  de  las  últimas  calles  con  el  comienzo  de 
los  caminos  públicos.  Se  les  mantenía  limpios  y  desem- 
barazados, de  manera  que  además  de  los  útiles  empleos 
que  de  ellos  se  hacían  para  reunir  allí  ganados  y  trillar 
las  mieses,  servían  también  a  los  vecinos  de  paseos,  de 
lugares  de  esparcimiento  y  puntos  de  reunión  donde  charlar 
y   divertirse. 

De  allí  que  Góngora  escribiera  en  el  siglo  XVI  en  una 
de  sus  poesías : 

"  Igual  mancebos  texen  anudados 
"Festivos  choros  en  alegre  exido  " 

( Cita  tomada  de  la  primera  edición  del  Diccionario  de 
la    Academia ). 

De  allí,  así  mismo,  que  Jovellanos  dijera  en  el  siglo  XVIII: 
"  Si  algunas  personas  salen  de  sus  casas,  no  parece  sino  que 
"  el   tedio   y  la  ociosidad  les    echan  de  ellas  y   las   arrastran 

"al  ejido "(día   tomada    del     Diccionario  Enciclopédico 

Hispano-Americano,  palabra  Ejido ). 

Diferentes  de  los  ejidos,  aunque  como  ellos  de  uso 
común  de  todos  los  vecinos,  eran  ciertos  montes  y  dehesas 
de  las  cuales  todos  podían  aprovecharse.  Como  quiera  que 
ninguno  en  particular  los  ocupaba  o  poseía  exclusivamen- 
te, solían  llamarse  también  baldíos,  denominación  muy  usada 
en  España  para  las  tierras  municipales  que  estaban  en  las 
condiciones  aludidas,  y  la  cual  igualmente  se  empleó  en 
Indias  en  el  mismo  sentido,  pero  que  al  cabo  quedó  en 
nuestro  lenguaje  legal  como  aplicable  únicamente  a  las  tie- 
rras que   fueron  del   patrimonio  del   Bey  (realengas),  que  al 
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independizarse    el   País    heredó    la    Nación    como    persona 
jurídica. 

Todo  estos  bienes  concejiles  comunes  eran,  como  ya 
hemos  visto,  imprescriptibles,  en  razón  del  uso  común  a  que 
se  les  destinaba.  Eran  también  inalienables  y  no  podía  arren- 
dárseles, porque  habría  sido  incompatible  su  uso  común  con 
el  goce  exclusivo  del  arrendatario.  Sin  embargo,  estos  prin- 
cipios generales  sufrían  en  el  mismo  derecho  español  nu- 
merosas  excepciones  y  temperamentos. 

Comentando  D.  Benito  Gutiérrez  Fernández  en  su  obra : 
«  Códigos  o  Estudios  Fundamentales  sobre  el  Derecho  Civil 
Español»  (Tomo  3?,  pág.  60),  la  Ley  7*  Título  XXIX, 
Partida  tercera,  que  arriba  se  copió,  expone  las  varias  inter- 
pretaciones que  se  le  daba.  Según  algunos  autores  no 
excluían  las  Partidas  la  inmemorial  prescripción  de  cien 
años,  termino  que  hacía  prescribir  todo,  excepto  la  liber- 
tad del  hombre.  Otros  sostenían  que  la  ley  no  ponía  límite 
en  el  tiempo  en  cuanto  a  la  imprescriptibilidad  que  esta- 
blecía, pero  era  común  sentencia  que  si  la  prescripción 
inmemorial  estaba  acompañada  de  título  justo,  surtía  todos 
sus  efectos.  Por  otra  parte,  la  impresriptibilidad  se  limi- 
taba, según  la  jurisprudencia  de  los  Consejos  Reales  y  Cnan- 
cillerías, a  los  ejidos  (los  propiamente  dichos)  y  sitios  de  trán- 
sito. Mas,  por  sobre  todo  hay  que  considerar  la  marcha  de 
la  Legislación    misma   con  posterioridad  a  las  Partidas. 

Adviértese  en  la  Novísima  Recopilación  el  proceso  evolu- 
tivo de  esta  cuestión  de  los  bienes  concejiles  comunes.  Afaná- 
banse los  Concejos  en  mantener  la  propiedad  y  goce  indiviso 
que  no  correspondía  ya,  desde  fines  de  la  Edad  Media,  a  las 
necesidades  económicas  ;  ellas  urgían  por  otras  soluciones, 
ora  porque  se  aunasen  con  la  codicia  de  hombres  poderosos 
ora  porque  a  cada  momento  se  hiciera  más  apremiante  el 
anhelo  por  convertir  la  propiedad  comunal  en  propiedad 
individual. 

Los  Reyes,  ejerciendo  actos  de  soberanía,  solían  hacer 
mercedes  de  las  tierres  concejiles.  Otras  veces  los  grandes 
se  las  tomaban  de  mano  poderosa.  Motivaba  ello  reclama- 
ciones de  las  ciudades.  Los  mismos  Reyes  las  atendían, 
y  mandaban  hacer  restituciones,  pero  la  frecuencia  misma 
de  tales  actos  prueba  que  el  proceso  de  la  desvinculación 
continuaba.     D.    Alonso  en    Madrid    en   1329   y   D.    Pedro 
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en  Valladolid  en  1351  (Novísima  Eecopilación,  Libro  VII, 
título  XXI,  Ley  II),  mandaron  restituir  a  los  Concejos  todos 
los  «exidos  y  montes,  términos  y  heredamientos»  que  les 
habían  sido  tomados.  Don  Juan  II  en  1425  y  en  1438 
reprobaba  la  conducta  de  los  Eegidores  que  favorecían  injus- 
tamente a  los  que  habían  ocupado  las  tierras  concejiles 
(Ley  III).  Los  Eeyes  Católicos  en  1492  mandaron  a  los 
oficiales  de  los  Concejos  que  restituyeran  a  las  ciudades  lo 
que  les  habían  usurpado  ellos  mismos  (Ley  IV),  y  ya  en 
1480  habían  dado  reglas  precisas  y  fulminantes  para  que  se 
les  devolvieran  sus  tierras  a  los  Concejos  (Ley  V).  D.  Fer- 
nando y  D*  Juana  en  Burgos  en  1515  prometieron  no  hacer 
mercedes  de  tales  tierras  y  prohibieron  que  los  Concejos 
mismos  hiciesen  gracia  de  ellas  (Ley  VIII)  y  lo  mismo  dis- 
puso  la  Reina  Gobernadora  en  Madrid  en  1569. 

Pero  de  hecho,  muchas  de  las  tierras  concejiles  comu- 
nes las  daban  los  Cabildos  a  los  particulares  quienes  las 
ocupaban  y  cultivaban.  Terminó  el  hecho  por  convertirse  en 
derecho.  La  estricta  aplicación  de  las  Reales  órdenes  sobre 
restitución  a  los  Concejos  habría  traído  la  consecuencia  de 
que  se  derribara  y  destruyera  todo  lo  edificado  y  plantado, 
o  lo  perdieran  sus  dueños.  A  tal  injusticia  pusieron  reme- 
dio los  mismos  Reyes  Católicos,  promulgando  la  Ley  que 
fue  después  la  segunda  del  título  XXII,  Libro  VII  de  la 
Novísima  Recopilación,  concebida  así:  "Porque  nos  ha  sido 
"  hecha  relación,  que  muchas  personas  vecinas  y  moradores 
"  de  las  ciudades,  villas  y  lugares  de  nuestros  Reinos,  tienen 
"  entrado  y  tomado  algunas  partes  de  los  términos  realengos 
"  y  concejiles  de  las  dichas  ciudades,  villas  y  lugares  en  que 
"  tienen  plantadas  viñas  y  huertas  y  árboles,  y  hechos  otros 
"  muchos  edificios  con  licencia  de  los  tales  Concejos  y  de 
"  las  tales  ciudades,  villas  y  lugares,  y  por  luengo  tiempo ; 
"  los  quales  términos  en  que  así  tienen  labrado  y  edificado, 
"  agora  diz  que  se  los  piden  y  demandan,  y  si  lo  hubieran 
"de  dexar  aquellos,  los  dichos  edificios  y  plantas,  recibi- 
"  rían  mucho  agravio  en  lo  que  en  los  dichos  términos  está 
"  plantado  y  edificado ;  y  porque  a  Nos  como  Rey  y  Reina 
"  y  Señores,  en  lo  tal  pertenece  proveer  y  remediar,  manda- 
"mos  que  a  los  que  hubieran  plantado  en  términos  realen- 
"  gos  o  concejiles,  viñas  y  huertas  y  otros  árboles,  y  hecho 
"  otros  edificios  con  licencia  del  Concejo  de  la  tal  ciudad, 
"  villa  o  lugar  de  veinte  años  a  esta  parte,  se  les  ponga  censo 
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"de  cinco  maravedís  por  cada  aranzada  de  viña,  y  a  este 
"  respecto  en  lo  otro  que  estuviere  plantado  y  edificado, 
"  atenta  la  utilidad  de  la  tierra,  y  con  esto  se  queden 
"a  los  que  tuvieren  los  dichos  edificios  y  plantas,  y  aquello 
"que  assí  fuere  cargado  de  censo  sobre  los  tales  hereda  - 
"  mientos  sea  para  los  Propios  del  Concejo  de  la  tal  ciudad, 
"villa  o  lugar " 

Incorporada  como  quedó  dicha  disposición  en  la  Reco- 
pilación de  las  Leyes  españolas,  vino  a  ser  la  regla  general- 
mente seguida  por  los  Concejos  para  variar  el  destino  de  uso 
común  de  ciertas  tierras  por  el  de  su  goce  exclusivo  por 
las  personas  a  quienes  se  les  daban  a  censo  o  arrendamiento. 
Mas,  al  hacerse  esto,  ya  el  terreno  así  acensuado  o  arrenda- 
do pasaba  a  la  masa  de  los  propios  con  la  consecuencia 
jurídica  que   abajo  explanaré. 

Cierto  es  que  después  de  la  citada  disposición  de  los 
Reyes  Católicos  ocurrió  otra  de  D.  Carlos  I  y  el  Consejo 
en  su  nombre,  de  1561,  en  que  se  mandaba  reducir  de  nuevo 
a  tierras  de  pastos  comunes  las  concejiles  ocupadas  con  labo- 
res agrícolas  por  los  particulares,  mas  esa  orden  no  rezaba 
sino  con  las  ocupadas  de  diez  años  atrás.  Respecto  de  las 
otras  se  reservaba  el  Real  Consejo  la  definitiva  resolución. 

Por  último,  Carlos  III  en  su  célebre  provisión  de  26 
de  mayo  de  1770  que  es  la  Ley  XVII  del  Libro  VII, 
Título  XXV  de  la  Novísima  Recopilación,  dio  reglas  precisas 
y  minuciosas  para  que  se  repartieran  y  arrendaran  las  tierras 
de  propios,  arbitrios  o  concejiles  de  labrantía,  expresión  esta 
última  que  abarcaba  también  las  de  uso  común  a  que  vengo 
refiriéndome. 

J  Así  pues,  ya  en  la  segunda  mitad  del  siglo  XVIII  la  Ley 
había  consagrado  de  un  modo  general,  claro  e  indudable  el 
principio  de  que  las  tierras  de  uso  común,  es  decir,  las  que 
la  Ley  de  Partidas  declaraba  imprescriptibles,  podían,  me- 
diante repartimientos  o  arriendos  otorgados  por  los  Concejos, 
pasar  del  uso  común  al  individual  o  privado  de  cada  par- 
ticular que  las  obtuviera.  La  lógica  e  inevitable  consecuen- 
cia de  ese  cambio  de  destino  era  que  el  terreno  excluido  del 
uso  común  cesaba  de  ser  imprescriptible  porque  cesaba  tam- 
bién la  causa  de  su  imprescriptibilídad,  y  ya  en  lo  sucesivo 
no  podían  aplicársele  otras  regias  que  las  relativas  a  las  tierras 
municipales  de  propios   de  que  luego  me  ocuparé.   Sucedía  así 
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exactamente  lo  mismo  que  en  nuestro  actual  derecho  cuando 
se  desafecta  algún  bien  del  dominio  público  de  la  Nación 
o  de  otra  entidad  política  pasándosele  a  su  dominio  privado. 

Hechos  tales  repartos  o  arriendos,  el  concepto  de  la  im- 
prescriptibilidad  sólo  era  aplicable  a  las  tierras  que  real- 
mente quedaban  exentas  del  aprovechamiento  privado  que  se 
derivase  de  aquellos  actos.  Así  pues,  sólo  seguían  siendo  im- 
prescriptibles los  montes  destinados  a  permanecer  incultos 
para  la  conservación  de  las  aguas,  los  que  se  destinasen  a 
cortes  comunes  de  leña,  a  pastos  para  los  ganados  sueltos  de 
los  vecinos  en  general  y  otros  destinos  semejantes. 

Todos  los  terrenos  de  privado  aprovechamiento  aunque 
fuera  a  título  de  arriendo,  quedaban  sometidos  al  régimen  de 
los  propios. 

Bienes  de  propios  o  propios. — Llamábanse  así  porque  sus 
productos  entraban  a  las  Rentas  Municipales  llamadas  de  Pro- 
pios o  de  Propios  y  Arbitrios.  En  tratándose  de  tierras,  ingre- 
saban a  dichas  Eentas  el  canon  de  su  arrendamiento  o  el  censo 
de  la  enfiteusis,  que  eran  los  más  usuales  contratos  que  sobre 
ellas  hacían  los  Concejos,  y  también,  en  casos  especiales,  el 
precio  de  su  venta. 

Ya  se  ha  visto  la  ley  de  Partidas  que  claramente  permi- 
tía la  prescripción  por  cuarenta  años,  más  cuatro  de  pró- 
rroga para  la  acción  del  Concejo,  de  todos  estos  bienes.  Jamás 
hubo  sobre  el  particular  la  menor  duda.  "  Son  bienes  de  pro- 
"  pios,  dice  Gutiérrez  Fernández  (Obra  citada,  tomo  II,  pág.  37) 
"  todos  los  que  no  se  disfrutan  en  común  y  cuyos  productos 
"se  aplican  a  los  gastos  de  la  administración  municipal ". 
Y  más  adelante  (tomo  3,  pág.  61)  comentando  la  Ley  VII, 
Título  XXIX,  arriba  copiada,  dice  :  "  Pero  prescriben  por  cua- 
"  renta  años,  siempre  que  no  se  reclamen  en  los  cuatro  si- 
"  guientes,  las   cosas  que   aunque   sean  de   comunidad,  no   se 

"  posean  en  común El  Derecho  Romano  fue  el  primero 

"  en  admitir  esta  prescripción,  que  según  la  ley  última,  título 
"LXI,  Libro  XI  del  Código   tenía  lugar  en   los  bienes    patri- 

"moniales  de  los   pueblos V  D.   Pedro    Gómez 

de  la  Serna  y  D.  Juan  Manuel  Montalbán  en  su  obra  "Ele- 
mentos de  Derecho  Civil  y  Penal  de  España  ",  (tomo  primero, 
pág.  617,  13^  edición),  con  referencia  también  a  la  legislación 
de  Partidas,  dicen  :  "  Se  prescriben  por  cuarenta  años  :  l9 
"  Las  cosas  patrimoniales  de  los  pueblos,  bien   sean  muebles, 
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"  semovientes  o  raíces,  a  diferencia  de  las  públicas  de  uso 
"  común,  que,  como  queda  dicho,  son  imprescriptibles  ".  Sería 
alargar  demasiado  este  trabajo  citar  todos  los  autores  que 
repiten  lo  mismo. 

Solares  urbanos. — Nunca  se  pretendió  tampoco  en  el  de- 
recho español,  ni  nadie  lo  pensó  jamás,  que  los  solares  donde 
están  edificadas  las  casas  en  las  ciudades  y  pueblos,  fuesen 
necesariamente  tierras  concejiles,  ni  de  las  llamadas  de  uso 
comÚD,  ni  de  las  llamadas  de  propios.  De  una  y  otra  especie 
podía  haberlas  y  de  hecho  que  las  habría  dentro  de  cada 
ciudad,  mas  no  porque  todo  el  suelo  de  ella  fuera  forzosa- 
mente concejil  por  ser  urbano.  Podía  haber  dentro  de  la  ciudad 
un  sitio  de  acceso  común  destinado,  por  ejemplo,  a  juegos 
públicos  de  pelota,  para  esparcimiento  de  los  vecinos  de  ella. 
He  allí  un  terreno  de  uso  común,  e  imprescriptible  mientras 
el  Concejo  no  lo  desafectara  de  ese  destino  y  lo  dedicara  a 
otro  empleo  que  no  envolviera  su  común  aprovechamiento. 
Podía  haber  dentro  de  la  misma  ciudad  un  terreno  que  el 
Ayuntamiento  destinase,  y  es  otro  ejemplo,  para  depósito  de 
los  productos  o  materiales  de  alguna  explotación  municipal ; 
ese  terreno  sería  uno  de  los  bienes  llamados  de  propios.  Podía 
por  último,  tener  el  Concejo  dentro  de  la  ciudad  muchos  so- 
lares que  se  le  hubieran  reservado  para  su  libre  disposición 
en  los  primitivos  repartos,  o  que  después  hubiese  adquirido 
por  cualquier  título  legal ;  estos  solares  entraban  también  ne- 
cesariamente en  la  categoría  de  los  bienes  llamados  de  propios, 
a  menos  que  alguno  o  algunos  de  ellos  se  hubiesen  destinado 
a  común  aprovechamiento,  como  en  el  caso  del  primer  ejemplo. 
Mas,  sostener  que  todos  y  cada  uno  de  los  solares,  edificados 
o  no,  de  la  población,  eran  suelo  concejil,  y  no  sólo  concejil 
sino  además  de  uso  común,  e  inalienable  e  imprescriptible 
verdaderamente  no  creo  que  haya  sido  tesis  alguna  vez  si- 
quiera defendida,  ni  aún  postulada,  por  ningún  legista.  A 
nada  menos  conduciría  que  a  esta  consecuencia :  que  ni  en 
España  ni  en  sus  enormes  dominios  hubo  ni  podía  haber  pro- 
piedad inmueble  urbana,  ni  por  consiguiente  crédito  hipotecario 
sobre  fincas  urbanas.  En  efecto,  si  el  suelo  no  podía  ser  de 
propiedad  privada,  las  construcciones  allí  elevadas  no  tendrían 
jurídicamente  el  carácter  de  bienes  inmuebles.  Sólo  en  un 
caso  podía  suceder  que  todo  el  terreno  de  un  pueblo  fuera 
concejil,  a  saber :    cuando  éste   se   levantaba   paulatinamente, 
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sin  las  solemnidades  de  una  fundación  especia],  en  terrenos 
pertenecientes  a  algún  Concejo,  como  sucedió  con  La  Guaira, 
establecida  en  tierras  de  Caracas. 

En  España,  a  medida  que  se  conquistaban  a  los  moros 
las  ciudades  que  ellos  ocupaban,  se  repartían  sus  casas. 
La  propiedad  sobre  ellas,  adquirida  por  los  agraciados,  en- 
volvía la  del  solar  donde  se  levantaban  esas  casas,  y  ya  ese 
era  un  derecho  irrevocable,  a  menos  de  alguna  confiscación, 
como   podía   suceder   con   cualquiera  otra   propiedad. 

En  América  lo  primero  que  se  hacía  al  fundar  una 
ciudad  era  adjudicar  solares  a  sus  pobladores.  La  ley  pri- 
mera, título  VII,  libro  IV  de  la  Eecopilación  de  Indias 
ordenaba  que  escogido  el  lugar  de  la  población  se  repar- 
tiese "por  sus  plazas,  calles  y  solares,  a  cordel  y  regla 
"comenzando  desde  la  plaza  mayor...."  La  ley  XI  del 
mismo  título  disponía:  "Kepártanse  los  solares  por  suertes 
"a  los  pobladores,  continuando  desde  los  que  corresponden 
"a  la  plaza  mayor...  . "  La  ley  XVI  ejusdem  rezaba: 
"Hecha  la  planta  y  repartimiento  de  solares,  cada  uno  de 
"  los  pobladores  pudiere  armar  su  toldo,  y  los  Capitanes 
"les  persuadan  a  que  los  lleven  con  las  demás  prevencio- 
nes, o  hagan  ranchos  y  ramadas  donde  se  puedan  recoger  ". 
Por  último,  la  ley  primera,  título  12,  libro  IV  de  dicha  Re- 
copilación, establecía :  "Es  nuestra  voluntad  que  se  puedan 
"repartir  y  repartan  casas,  solares,  tierras,  cavallerías  y 
"  peonías   a   todos   los   que  fueren   a  poblar  tierras  nuevas  en 

"los     pueblos  y   lugares y   habiendo  hecho  en  ellas  su 

"  morada  y  labor,  y  residido  en  aquellos  pueblos  quatro 
"  años,  les  concedemos  facultad,  para  que  de  allí  adelante 
"los  puedan  vender,  y  hacer  de  ellos  a  su  voluntad  libre- 
"  mente  como  cosa  suya  propia.  ..."  No  pudo  ser  más  clara 
la  institución  de  la  propiedad  absoluta  de  los  solares  ur- 
banos en  favor  de  los  primeros  pobladores  y  sus  causa- 
habientes. 

Los  solares  demarcados  pero  no  adjudicados  al  fundarse 
cada  ciudad  quedaban  en  el  Real  patrimonio,  según  la  ley 
XI  arriba  citada,  pero  al  constituirse  los  cabildos  estos  asu- 
mieron la  administración  y  dominio  de  tales  bienes;  eran 
también  propiedad  suya  los  demás  solares  que,  separándo- 
los de  las  tierras  de  uso  común,  se  hacía  menester  demarcar 
a   medida   que   la   población  crecía,  mas  en  todos  estos  casos, 
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según  que  se  iba  demarcando  cada  solar  y  que  el  Concejo 
lo  cedía  al  uso  privado,  ya  en  plena  propiedad  o  a  título 
precario,  ya  gratuitamente  o  mediante  precio  o  renta,  cesaba 
el  fundamento  único  de  la  imprescriptibilidad  del  terreno 
respectivo :  su  común  goce  o  aprovechamiento.  Al  ser  de  goce 
privado  quedaba  sometido  a  las  reglas  generales,  no  lo  pres- 
cribiría contra  el  Concejo  su  arrendatario,  pero  sí  podían 
ganarlo  con  posesión  y  tiempo  suficiente  los  terceros,  con- 
forme al  derecho  común,  excepto  que  el  tiempo  debía  ser 
de    cuarenta  años   según  las  reglas  que  ya  conocemos. 

Estas  nociones  son  tan  claras,  es  tan  evidente  que  un 
solar  urbano,  el  suelo  del  hogar  de  cada  ciudadano,  no  era 
ni  podía  ser  un  bien  de  uso  común,  al  igual  de  la  plaza 
donde  cada  quien  puede  entrar  o  del  camino  por  donde 
todos  transitan,  es  tan  patente  la  diferencia  entre  unas  y 
otras  cosas,  que  uno  no  atina  a  comprender  cómo  puede 
haber  en  este  punto  confusión  alguna. 

LA   DATA   DEL  GOBERNADOR  OSORIO — TIERRAS  DE   CARACAS 

El  Gobernador  D.  Diego  Osorio  en  su  Decreto  de  14 
de  junio  de  1594  designó  para  "ejidas,  pastos  y  valdíos  "  de 
la  ciudad  de  Santiago  de  León  de  Caracas  extensos  terre- 
nos hacia  todos  los  vientos  de  ella,  y  por  Decreto  de  22 
del  mismo  mes  amplió  la  data  con  otras  tierras  "a  todo 
"  lo  cual  que  así  señalaba  el  dicho  Gobernador  mandaba  y 
"  mandó  que  desde  hoy  en  adelante  se  guarde  para  ejidos, 
"  baldíos  y  propios  de  la  dicha  ciudad  sin  que  en  esta  parte 
"se   provea  a   ninguna  persona". 

Desde  luego  se  advierte  que  los  solares  ya  repar- 
tidos en  la  fundación  de  Caracas  no  podían  entrar  en  dicha 
Data,  pues  por  las  Leyes  de  Indias  eran  propiedad  pri- 
vada irrevocable  de  los  primeros  pobladores  y  de  sus  cau- 
sahabientes,  sobre  que  los  Decretos  de  Osorio  ponen  como 
punto  de  partida  a  la  ciudad  misma,  y  no  mencionan  el 
casco  de  ella  como  incluido  en  los  terrenos  que  le  daba. 
Naturalmente  que  como  la  ciudad  era  entonces  muy  corta, 
muchos  de  sus  actuales  solares  estarán  dentro  de  los  lími- 
tes de  los  terrenos  que  Osorio  le  demarcó  para  "ejidos, 
baldíos  y   propios ". 
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Mas,  ni  esos  solares,  ni  los  terrenos  rurales  compren- 
didos en  la  data  de  Osorio  habían  todos  de  seguir  siendo 
perpetuamente  bienes  concejiles,  pues  aún  en  tiempo  de  la 
Colonia  pudieron  perfectamente  prescribirse  en  derecho  contra 
la  ciudad,  y  además  el  Eey  podía  hacer  especiales  con- 
cesiones de   esas    mismas   tierras. 

En  efecto,  en  los  terrenos  concedidos  a  Caracas  por 
D.  Diego  Osorio  se  realizó  el  mismo  proceso  que  en  los 
de  todos  los  Municipios  Españoles.  Muchos  terrenos  que  al 
principio  eran  de  uso  común  se  excluyeron  de  tal  uso  y  se 
destinaron  a  producir  rentas  para  la  ciudad,  mediante  su 
arriendo  o  acensuamiento.  Ya  esas  tierras  entraban  por  con- 
siguiente en  la  categoría  de  las  llamadas  de  propios  y  po- 
dran  prescribirse   en   cuarenta   años. 

Por  falta  de  tiempo  no  he  podido  consultar  los  libros 
del  Ayuntamiento  Colonial  donde  este  proceso  podrá  seguirse 
en  todas  sus  faces,  pero  de  que  así  se  realizó  lo  puedo 
afirmar  por  haber  leído  los  autos  de  un  litigio,  archivados 
en  la  Oficina  del  Registro  Principal  del  Distrito  Federal, 
marcado  en  el  índice  del  ramo  de  Tierras,  así :  "Año  de 
1838 — O.n9!9"  y  cuya  carátula  reza:  "Oropeza,  Ignacio, 
"  Síndico  Procurador  Municipal  del  Cantón  pidiendo  amparo 
"de  los  terrenos  que  corresponden  al  Común  en  el  Avila  ". 
Son  cinco  piezas  en  las  cuales  figuran,  en  traslados,  varios  do- 
cumentos relativos  a  las  tierras  concejiles  en  la  época  colo- 
nial. El  litigio  del  Concejo  era  porque,  fundándose  en  las 
Datas  de  Osorio,  sostenía  que  le  pertenecían  a  la  ciudad 
ciertas  tierras  del  Avila  que  poseían  María  de  Jesús  Es- 
pinosa, el  Doctor  Nicolás  Anzola  y  otros.  Ellos  alegaban, 
entre  otras  cosas,  la  prescripción,  por  más  de  cuarenta  años. 
El  pleito  terminó  por  transacción. 

Consta  allí  que  el  Cabildo  o  Ayuntamiento  Colonial  daba 
tierras  en  enfiteusis,  como  lo  hizo  en  1802  a  favor  de  Fran- 
cisco Martínez  de  Porras  para  que  fundase  una  hacienda  de 
cafó  en  el  cerro  del  Avila  y  lo  había  hecho  antes  con  otros, 
y  que  de  tiempo  de  más  de  doscientos  años  antes,  desde  la 
época  de  Osorio  hasta  los  comienzos  del  siglo  XIX,  disponía 
el  mismo  Ayuntamiento  de  las  tierras  del  puerto  de  La 
Guaira  "a  favor  de  los  propios  de  esta  Capital".  No  hay 
duda  pues,  que  lo  mismo  haría  con  los  solares  urbanos  de 
Caracas,  que  separando  de  las  tierras  del  uso  común,  demar- 
caba según  el  crecimiento  de  la  población. 
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Igualmente  aparece  de  dichos  documentos  que,  también  a 
principios  del  siglo  XIX,  el  Intendente  de  Hacienda  estaba 
naciendo  ventas,  como  de  tierras  realengas,  de  algunas  de 
las  comprendidas  en  la  Data  de  Osorio  a  Caracas,  lo  cual  mo- 
tivó reclamaciones  del  Ayuntamiento.  Esto  mismo  había 
sucedido  sin  duda  otras  veces,  pues  por  la  copia  que  para  los 
fines  de  esta  consulta  me  ha  remitido  el  señor  Diego  Guz- 
mán  Blanco,  de  una  Eeal  Cédula  de  1741,  aparece  que  se  le 
dieron  en  composición,  por  el  Gobernador  D.  Fernando  de 
Rojas,  al  Marques  de  Mijares  en  1710,  ciertas  tierras,  entre 
ellas  unas  situadas  en  el  intermedio  de  las  quebradas  de 
Anauco  y  Catuche  (sitio  que  por  la  data  de  Osorio  estaba 
dentro  de  las  tierras  concedidas  a  Caracas),  cuyo  título  quedó 
confirmado,  a  favor  de  Doña  Josefa  Mijares  de  Solórzano, 
hija  del  Marqués  y  mujer  de  Don  Lorenzo  Antonio  de  Ponte 
y   Villegas,  por  la  Real  Cédula  citada. 

Jurídicamente,  las  enajenaciones  que  hizo  el  Rey  a  favor 
de  particulares,  de  tierras  que  ya  Osorio  había  dado  antes  a 
la  ciudad  de  Caracas,  eran  del  todo  válidas.  Antes  que  se  per- 
feccionaran tales  enajenaciones  con  la  Real  confirmación  po- 
día el  Ayuntamiento  reclamar,  a  fin  de  que  ésta  no  se  otor- 
gase, pero  una  vez  que  el  Rey  hubiese  expedido  su  Real  Ce- 
dula  confirmatoria,  no  había  más  remedio  que  resignarse  a  lo 
que  él  mandaba  u  obtener  de  él  mismo,  o  de  su  sucesor  en  la 
Corona,  que  revocase  aquel  acto  de  su  soberanía  mediante 
otro  que  lo  dejase  sin  efecto.  Ese  era  el  procedimiento  tan 
frecuentemente  seguido  por  los  Concejos  españoles  de  la  Edad 
Media,  respecto  de  las  mercedes  que  solían  hacer  los  Reyes 
de  las  tierras  concejiles.  Sólo  los  Monarcas  mismos  podían 
anularlas. 

En  efecto,  la  Real  Cédula  en  que  el  Rey  hacía  tales  ena- 
jenaciones era  una  Ley  que  para  el  caso  concreto  se  sustituía 
a  todas  las  otras  leyes  que  sobre  el  particular  regían.  Así 
era  el  derecho  público  de  la  antigua  monarquía  española,  y 
por  más  que  choque  a  nuestras  ideas  no  podemos  desconocer 
esa  verdad,  porque  no  se  trata  sino  de  establecer  los  hechos 
tales  como  eran,  para  deducir  sus  consecuencias. 

"Quien  ha  poder  de  facer  leyes",  era  la  materia  que   trata- 
ba la  Ley  XII,  título  I  de  la  primera  Partida,  y    allí  se  esta 
blecía    "Emperador  o  Rey  puede  facer   leyes  sobre  las  gentes 
"  de  su  Señorío  e  otro  ninguno  no  ha  poder  de  las  facer  en  lo 
"temporal."     "Vicarios  de  Dios  son  los   Reyes   cada   uno   en 
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"  su  Rey  no,  puestos  sobre  las  gentes,  para  mantenerlas  en 
"  justicia  e  en  verdad,"  decía  la  ley  V,  título  I  de  la  segunda 
Partida.     "  El  Key  puede  dar  villa,  o  castillo  de  su  reyno  por 

"  heredamiento  a  quien  quisiere ",    leemos   en   la    Ley 

VIII  del  mismo  título. 

En  suma :  no  todas  las  tierras  dadas  por  Don  Diego 
Osorio  a  Caracas  en  1594  quedaron  siendo  inalienables  ni  im- 
prescriptibles. En  primer  término,  dejaron  de  serlo  todos 
los  solares  urbanos  de  Caracas  y  La  Guaira,  demarcados  en 
dichas  tierras  a  medida  que  crecía  la  primera  de  dichas  ciu- 
dades y  se  fundaba  y  aumentaba  la  segunda.  Tales  solares 
quedaban  necesariamente  excluidos  del  uso  común  y  por  con- 
siguiente de  la  imprescriptibilidad.  En  segundo  término,  se 
hicieron  de  absoluta  propiedad  privada  todas  las  tierras  que 
aunque  estuviesen  comprendidas  dentro  de  las  demarcaciones 
de  Osorio  hubiera  el  Rey  concedido  después  a  determinadas 
personas,  en  ejercicio  de  su  soberano  poder,  a  menos  que  el 
Monarca  hubiese  después  revocado  expresamente  tales  conce- 
siones. En  tercer  lugar,  dejaron  de  ser  imprescriptibles  to- 
das las  tierras  rurales  que  el  Ayuntamiento  separaba  del  goce 
común  de  los  vecinos  para  darlas  en  goce  exclusivo  a  quienes 
la  tomaban  a  censo  o  arrendamiento. 

La  imprescriptibilidad  sólo  seguía  aplicándose  a  los  bie- 
nes que  verdaderamente  seguían  en  goce  común,  por  ejemplo, 
los  montes  de  las  cabeceras  de  Catuche,  Anauco  y  Caroata, 
que  según  consta  de  los  mismos  documentos  arriba  citados 
quedaron  excluidos  de  toda  concesión  de  arrendamiento  y  de 
toda  labranza  de  particulares,  por  Ordenanzas  del  Ayunta- 
miento dictadas  en  1762,  para  la  conservación  de  las  aguas  de 
dichas  quebradas.  Lo  mismo  los  ejidos  propiamente  dichos, 
en  el  sentido  castizo  de  la  expresión  que  ya  conocemos,  esto 
es,  aquellos  sitios  abiertos  y  limpios,  a  las  entradas  de  la  ciu- 
dad, a  manera  de  grandes  plazas  suburbanas  donde  se  reu- 
nían los  ganados  y  a  donde  se  iba  la  gente  a  pasear,  y  esta 
imprescriptibilidad  era  mientras  el  Concejo  no  resolviera  con- 
vertir tales  sitios  en  solares,  según  lo  fuera  necesitando  la  po- 
blación, pues  entonces  el  ejido  dejaba  de  serlo.  También  que- 
daban siendo  imprescriptibles  los  pocos  terrenos  que  el  Ayun- 
tamiento hubiese  dejado  para  que  todos  los  vecinos  sacasen  a 
pastar  sus  vacas,  o  para  cortes  de  leña,  sin  darlos  en  arrenda- 
miento   a   ninguna   persona   determinada. 
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DERECHO  PATRIO  ACERCA  DE  TIERRAS  CONCEJILES  ANTES    DEL 
CÓDIGO  CIVIL  DE   1867 

El  artículo  2?  de  la  Ley  Colombiana  de  11  de  octubre 
de  1821  sobre  enajenación  de  tierras  baldías,  exceptuó  las 
tierras  de  comunidad  de  indios  y  de  pastos  y  ejidos  de  las 
villas  y  ciudades,  sobre  las  cuales  dispuso  que  siguieran 
observándose  las  leyes  que  regían  en  el  particular,  pero 
pocos  años  después  la  ley,  también  colombiana,  de  11  de 
abril  de  1825,  sobre  Establecimiento,  inversión  y  administra- 
ción de  Rentas  Municipales,  declaró  en  el  número  29  del 
artículo  2?   lo   siguiente: 

"  Son  igualmente  fondos  y  rentas  Municipales,  los  censos, 
las  tierras  comunes  y  cualesquiera  otras  cosas  comunes  que 
pertenezcan  legítimamente  a  cada  ciudad,  villa  o  parroquia 
y  también  los  solares  yermos  y  desiertos  que  se  hallen 
dentro  del  pueblo  y  no  tengan  dueño,  ni  aparezca  después 
de  practicadas  las  diligencias  convenientes  conforme  a  las 
leyes". 

Esta  disposición  legal,  al  atribuir  al  ramo  de  los  fondos 
y  rentas  Municipales  las  tierras  comunes,  modificó  sustan- 
cialmente  la  situación  jurídica  en  que  se  hallaban  bajo  el 
régimen  español  las  tierras  concejiles,  en  cuanto  a  su  divi- 
sión en  tierras  comunes,  es  decir,  de  uso  común  de 
los  vecinos,  y  tierras  de  propios,  es  decir,  destinadas  a 
producir  rentas  para  la  Municipalidad.  La  Ley  Colom- 
biana concluyó  con  esa  distinción :  todas  las  tierras  muni- 
cipales (incluyendo  las  anteriormente  llamadas  comunes,)  pa- 
saban a  ser  fuente  de  rentas  Municipales,  es  decir,  se 
hacían  bienes  de  propios,  y  por  consiguiente,  prescriptibles 
en  cuarenta  años  al  tenor  de  las  reglas  del  derecho  espa- 
ñol que  seguía  vigente,  excepto  en  el  punto  en  que  la  Ley 
citada  lo  modificaba,  que  era  el  de  la  atribución  al  Fisco 
Municipal  de  las  tierras  aludidas.  Al  variar  así  el  Legisla- 
dor Colombiano  la  antigua  condición  jurídica  de  los  bienes 
concejiles  comunes,  dándoles  la  de  los  propios,  procedió  en 
pleno  uso  de  la  Soberanía  Nacional.  Apenas  es  menester 
advertir  cuan  absurdo  sería  suponer  que  emancipada  Co- 
lombia de  España  no  pudiera  reformar  en  este  punto, 
como  en  cualquier  otro,  la  legislación  que  ella  había  dado 
a  estos  países. 
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En  igual  ejercicio  de  su  soberanía,  separada  de  Co- 
lombia nuestra  Eepública  de  Venezuela,  se  dio  su  Consti- 
titución,  la  de  1830,  y  nada  menos  que  en  esta  Carta  Fun- 
damental, en  el  artículo  161,  figura  como  la  13*  de  las 
funciones  atribuidas  a  las  Diputaciones  Provinciales,  la  si- 
guiente :  "  Kesolver  sobre  la  adquisición,  enajenación  o  cam- 
bio de  edificios,  tierras  o  cualesquiera  otros  bienes  que  per- 
tenezcan a  los  fondos  provinciales  o  municipales  ".  Y  como 
ya  el  Fisco  Municipal  había  entrado,  por  virtud  de  la  citada 
Ley  Colombiana  de  1825,  en  el  dominio  de  las  tierras  antes 
llamadas  comunes,  ellas  podían  ser  enajenadas  con  las  for- 
malidades que  la  Constitución  pautaba,  esto  es,  mediante  la 
intervención   de  las   Diputaciones  Provinciales. 

La  Ley  de  Eentas  Municipales  de  14  de  octubre  de  1830 
enumera  entre  estas,  bajo  el  n?  15  del  artículo  2?  "  el  pro- 
ducto de  los  arrendamientos  de  tierras  de  los  ejidos.  ..." 
disposición  reproducida  en  el  n?  1,  artículo  2?  de  la  Ley  de  5 
de  mayo  de  1838  y  en  el  n<?  1<?  del  artículo  29  de  la 
Ley  de  27  de  abril  de  1839.  De  allí  se  ha  pretendido  de- 
ducir que  las  leyes  citadas  no  permitían  vender  sino  simple- 
mente arrendar  los  ejidos,  y  que  estos,  ahora  con  más  lata 
significación,  seguían  rigiéndose  por  los  mismos  principios 
del  antiguo  derecho  español.  Conclusión  por  todos  respectos 
errónea.  Ni  esas  leyes  dan  a  entender  lo  que  se  les  atri- 
buye, ni  habrían  podido  ellas  derogar  el  precepto  constitu- 
cional arriba  trascrito,  ni  la  circunstancia  de  que  se  consi- 
derasen arrendables  los  llamados  ejidos  autoriza  la  conclu- 
sión de  que  seguían  vigentes  los  principios  del  Derecho  de 
las  Partidas,  sino  al  contrario,  justifican  la  conclusión  dia- 
metralmente  opuesta,  porque  los  bienes  concejiles  comunes, 
entre  ellos  los  ejidos  propiamente  dichos  a  que  se  refería 
el  Rey  Sabio,  no  fueron  jamás  arrendables  según  sus  leyes, 
de  donde  se  deduce  que  al  estimar  como  objeto  posible  de 
tal  contrato,  el  Legislador  venezolano,  los  que  él  llamaba 
ejidos,  en  el  sentido  de  tierras  concejiles  en  genera],  era 
porque  a  todas  estas  les  atribuía  la  condición  jurídica  que 
antaño  tenían  los  bienes  llamados  de  propios,  esto  es,  la 
de  estar  destinados  a  producir  rentas  para  el  Fisco  Mu- 
nicipal. 

Por  lo  demás,  las  Diputaciones  Provinciales  ejerciendo 
la   atribución   constitucional  que   conocemos,  legislaron  sobre 
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las  tierras  concejiles.  Concretándome  a  la  Diputación  Provin- 
cial de  Caracas,  he  consultado  su  Ordenanza  de  6  de  di- 
ciembre de  1838,  que  derogó  a  la  de  9  de  diciembre  de 
1834  que  no  he  podido  encontrar.  Aquélla  en  su  artículo 
l9  declaraba  Bentas  Municipales  los  proventos  de  los  bienes 
de  ejidos  de  las  ciudades,  villas,  y  parroquias  y  de  los 
solares  pertenecientes  al  común  que  hubiesen  sido  dados  en 
enfiteusis.  En  el  artículo  7  se  disponía  que  los  poseedores 
por  legítimos  títulos  de  adquisición  por  datas  antiguas,  con- 
tinuarían satisfaciendo  las  pensiones  que  hubieran  estipu- 
lado con  los  Ayuntamientos,  Municipalidades  o  Autorida- 
des que  pudieron  contratarlos.  El  artículo  8  decía  que  los 
terrazgos  no  concedidos  podían  darse  a  censo  enfitéutico  y 
el  artículo  20  establecía  que  los  Concejos  Municipales  no 
podían  enajenar  jamás  la  propiedad  o  dominio  de  los  te- 
rrazgos o  solares  pertenecientes  a  las  ciudades,  villas  y  pa- 
rroquias, sin  previo  acuerdo  y  resolución  especial  de  la  Di- 
putación Provincial,  ni  admitir  la  redención  de  las  pen- 
siones enfitéuticas.  Luego,  mediante  acuerdo  o  resolución  es- 
pecial de  la  Diputación  Provincial  de  Caracas,  el  Concejo 
de  la  ciudad  podía  enajenar  las  tierras  y  solares  Munici- 
pales. Por  consiguiente,  todos  esos  bienes  siendo  enajenables 
eran  prescriptibles. 

La  Ordenanza  que  dejo  citada  fue  derogada  por  la  de 
13  de  noviembre  de  1852,  que  tengo  a  la  vista;  y  la  cual 
comienza    con  los    siguientes  considerandos  : 

l9 — « Que  el  ramo  de  ejidos  es  uno  de  los  que  cons- 
tituyen las  rentas  municipales  y  sinembargo  ha  permanecido  en 
absoluto  abandonado  con  detrimento  del  ingreso  de  aquellas  ». 

29 — «  Que  bien  organizado  este  importante  ramo,  llegará 
a  ser  muy  productivo  como  uno  de  los  mayores  que  com- 
ponen las  rentas  ». 

39 — « Que  consultando  perfectamente  el  respeto  debido 
a  la  propiedad  de  los  particulares  con  el  descubrimiento  de 
los  bienes  y  rentas  que  pertenecen  a  los  Cantones,  villas  y 
parroquias,  pueden  dictarse  medidas  capaces  de  sostener  incó- 
lumes ambos  derechos,  cumpliendo  así  la  Diputación  Provin- 
cial  con   uno   de  sus  principales  deberes  ». 

En  seguida  vienen  los  artículos  que  eran  diez.  En  el 
sexto  se  estableció  que  los  solares  y  terrazgos  de  la  propie- 
dad  municipal  que  no  hubiesen  sido  concedidos  hasta  enton- 
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ees,  podían  concederse  a  censo  enfitéutico  mediante  las  for- 
malidades allí  pautadas.  El  §  del  propio  artículo  69  disponía 
el  rescate  por  el  Concejo  del  dominio  útil  que  hubiere  cedi- 
do, cuando  la  enajenación  hecha  perjudicase  la  comodidad 
de  los  pueblos  o  su  salubridad,  indemnizándose  en  tal  caso 
al  anfiteuta. 

Dicha  Ordenanza  fué  a  su  vez  sustituida  por  la  de  25 
de  noviembre  de  1853  que  también  tengo  a  la  vista.  En  su 
artículo  5<?  estableció  ésta  que  se  cediesen  los  terraz- 
gos a  censo  enfitéutico  exceptuando  los  que  se  necesitaren 
para  uso  público  o  para  algún  otro  servicio  común  de  las 
poblaciones. 

Triunfante  la  Eevolución  Federal,  dictó  el  Mariscal  Fal- 
cón  su  Decreto  de  9  de  marzo  de  1864,  organizando  el  Distri- 
to Federal  con  los  antiguos  Cantones  de  Caracas,  La  Guayra 
y  Maiquetía,  que  pasaban  a  ser  los  Departamentos  "El 
Libertador,"  "Vargas"  y  "Aguado".  El  artículo  12  de 
dicho  Decreto  enumeraba  las  atribuciones  de  la  Legislatura 
del  Distrito  y  entre  ellas  figuraba  la  15^,  a  saber :  "Kesol- 
ver  sobre  la  adquisición,  enajenación  o  cambio  de  edificios, 
tierras  o  cualesquiera  otros  bienes  que  pertenezcan  al  Distri- 
to, previa  la   aprobación    del  Poder  Ejecutivo  general». 

El  referido  Decreto  fue  derogado  por  el  de  31  de  octu- 
bre de  1867.  Quedaba  eliminada  la  Legislatura  del  Distrito 
y  cada  uno  de  los  tres  Concejos  Departamentales  facultado 
para  dictar  sus  Ordenanzas,  sometidas  en  ciertos  casos  a  la 
aprobación   del  Ministerio  del  Interior. 

De  todo  lo  expuesto  se  vé,  sin  ningún  genero  de  duda, 
que  el  principio  de  la  inalienabilidad  de  las  tierras  conce- 
jiles de  pastos  o  montes  comunes  que  sancionaba  el  derecho 
de  las  Partidas,  se  sustituyó  entre  nosotros  por  el  prin- 
cipio de  que  podía  enajenárselas  mediante  el  cumplimiento 
de  ciertas   formalidades. 

Por  consiguiente,  las  reglas  del  mismo  derecho  español 
(que  por  lo  demás  seguían  vigentes  en  lo  que  no  se  opusiera  a 
las  Leyes  Patrias)  acerca  de  prescripción,  aplicables  a  tales 
bienes,  eran  las  relativas  a  los  bienes  concejiles  llamados 
de  propios,  sujetos  a  la  prescripción  extraordinaria  de  cua- 
renta años,  excepto  que  se  tratase  de  bienes  destinados  a 
un  servicio  público  determinado,  los  cuales  seguían  siendo 
imprescriptibles  e  inalienables. 
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El  derecho  español  en  materia  civil  quedó  derogado  en 
el  País  definitivamente  con  la  promulgación  del  Código  Civil 
de  1867.  Estudiare  la  materia  de  esta  consulta  conforme  a 
dicho  Código  y  los  posteriores,  pero  antes  haré  una  obser- 
vación importante  que  se  deduce  de  todo  lo  que  ya  se  ha 
visto  y  que  debe  tenerse  en  cuenta  para  la  mej  or  inteligen- 
cia  de  lo  que  sigue : 

CONFUSIONES  EN  EL  CONCEPTO  QUE  INDICA  EL  VOCABLO  EJIDO 

Que  es  ejido  ? 

Ya  se  ha  visto  el  significado  castizo  de  este  término, 
de  modo  que  es  a  lo  que  el  expresa  en  castellano  a  lo  que 
se  quiso  referir  el  Rey  de  las  Partidas  al  declarar  inalie- 
nables e  imprescriptibles  los  ejidos.  También  se  ha  visto 
que  entre  nosotros,  desde  lo  época  colonial  misma,  se  le 
ha  venido  dando  a  esa  palabra  un  alcance  mucho  mayor. 
No  se  designa  con  ella  meramente  al  sitio  abierto  y  limpio 
de  las  orillas  de  la  ciudad,  en  la  zona  de  empate  de  sus 
calles  con  la  salida  de  los  caminos,  especie  de  plaza  públi- 
ca que  en  vez  de  estar  dentro  de  la  población  se  encuen- 
tra a  sus  afueras,  ni  aún  se  limita  su  acepción  a  la  de 
"  tierra  concejil  de  riso  común"  con  lo  cual  siquiera  quedaría 
indicando  todo  terreno  que  al  igual  del  ejido  fuese  impres- 
criptible según  el  antiguo  derecho,  sino  que  se  le  da  el 
significado  genérico  de  "tierra  concejil  o  municipal,  cualquie- 
ra que  sea  su  destino."  De  este  modo  la  palabra  ejido  es  ya 
un  venezolanismo  propiamente  dicho.  Así  el  Decreto  Legis- 
lativo de  28  de  marzo  de  1853  atribuyó  a  cada  una  de  las 
parroquias  establecidas  o  que  se  establecieran  cuatro  leguas 
de  terrenos  baldíos  en   calidad    de  ejidos. 

La  Ley  de  Tierras  Baldías  y  Ejidos  de  1909  no  ¡¡hizo 
más  que  declarar  un  hecho  constante  desde  el  comienzo 
de  la  República  al  expresar  que  eran  ejidos  las  tierras  así 
llamadas  y  las  conocidas  antiguamente  con  el  nombre  de  pro- 
pios. En  efecto,  todas  las  Leyes  que  hemos  visto,  al  permitir 
el  arrendamiento  de  ejidos  comprendían  necesariamente  entre 
éstos  los  antiguos  propios. 

Así  pues,  a  medida  que  la  evolución  jurídica  de  nuestro 
Derecho  se  ha  precisado  en  el  sentido  de  atribuir  a  todos 
los   terrenos  municipales  la  condición  jurídica  de  los  llama- 
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dos  de    propios,    el   nombre  que  se   le    da    a   esos    mismos 
terrenos  en  general   es    el   de  ejidos. 

Ahora  bien,  es  elemental  "  que  el  nombre  no  altera  la 
naturaleza  jurídica  de  los  actos".  Si  el  Legislador  quiere 
llamar  ejidos  a  los  terrenos  que  al  mismo  tiempo  declara 
bienes  patrimoniales  de  los  Municipios,  arrendables  según 
todas  las  leyes  sobre  la  materia  desde  1825,  inclusive  las 
vigentes,  y  enajenables,  mediante  ciertas  formalidades,  según 
esas  mismas  leyes,  hasta  las  muy  recientes  que  han  prohibi- 
do su  venta,  es  manifiesto  que  contra  esas  declaratorias  lega- 
les relativas  a  la  condición  jurídica  misma  de  los  bienes  a 
que  se  contraen,  no  puede  prevalecer  el  significado  castizo 
del  vocablo,  para  suponer  que  el  Legislador  haya  querido 
declarar  de  uso  común,  por  sólo  llamarlos  ejidos,  a  terrenos 
que  al  mismo  tiempo  permite  dar  en  arrendamiento,  acto 
incompatible   con  el  supuesto  destino  al  uso  común. 

Sin  embargo,  el  simple  empleo  del  vocablo  ejido  en  nues- 
tras leyes  ha  traído  extrañas  confusiones  de  ideas  a  este  res- 
pecto. Se  ha  pretendido  que  el  concepto  del  ejido  en  dichas 
leyes  sea  el  mismo  que  el  que  tenía  en  la  antigua  legislación 
española,  de  donde  se  ha  deducido  que  todas  las  tierras  dadas 
por  D.  Diego  Osorio  a  Caracas,  porque  en  las  Ordenanzas 
Municipales  se  las  ha  llamado  ejidos  de  Caracas  (aunque  como 
hemos  visto,  el  mismo  Don  Diego  Osorio  las  distinguía  entre 
ejidos,  baldíos  y  propios)  son  verdaderamente  tales  en  el  sen- 
tido que  se  usaba  la  palabra  en  el  Derecho  Español,  por  más 
que  ese  sentido  sea  incompatible  con  las  disposiciones  de  las 
propias  Ordenanzas  sobre  arrendamiento  o  enajenación  de  los 
llamados  así,  y  lo  que  es  peor,  por  más  que  la  asimila- 
ción del  concepto  del  ejido  de  tales  Ordenanzas,  con  el  de 
esa  palabra  en  el  Derecho  Español,  conduzca  a  un  absurdo 
tan  patente  como  el  de  situar  a  La  Guaira  y  al  Valle  de  San 
Jorge  de  Macarao  y  todas  las  demás  tierras  de  la  data  de 
Osorio,  a  la  salida  de  Caracas,  pues  para  que  todas  esas  tie- 
rras sean  ejidos  de  la  capital,  en  el  sentido  del  antiguo  dere- 
cho español,  hay  que  convenir,  contra  la  realidad  de  las  cosas, 
en  que  son  o  alguna  vez  han  sido,  sitios  limpios  y  abiertos 
destinados  a  reunir  los  ganados  que  entran  en  esta  Capital, 
a  la  descarga  de  frutos,  al  esparcimiento  de  ios  habitantes 
de  ella  a  donde  en  sus  diarios  paseos  saliesen  a  conversar  y 
distraerse. 
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Si  no  es  eso  lo  que  se  pretende  sino  que  "  ejido  "  signi- 
fique tierra  municipal  de  uso  común,  y  por  tanto  imprescrip- 
tible según  el  antiguo  Derecho  Español,  ya  se  está  sacando  a  la 
palabra  ejido  del  concepto  que  tenía  en  aquel  derecho,  que 
distinguía  perfectamente  al  ejido  de  las  demás  tierras  comunes, 
por  más  que  uno  y  otras  fuesen  igualmente  imprescriptibles, 
y  al  convenirse  así  en  que  la  palabra  en  cuestión  no  ha  sido 
usada  en  nuestras  Leyes  en  su  castiza  acepción  antigua,  no 
sé  en  qué  lógica  nos  fundaríamos  para  atribuirle  otra  acep- 
ción, que  sin  ser  la  castiza  tampoco  se  compadecería  con  las 
expresas  disposiciones  de  las  mismas  Leyes  sobre  arrenda- 
miento o  enajenaciones  de  tales  tierras,  mientras  que  con 
todas  ellas  se  armoniza  la  de  "  terreno  patrimonial  de  la 
Municipalidad",  que  aunque  no  sea  la  del  Diccionario  es  la 
que  el  Legislador  venezolano  da  al  vocablo  ejido.  Esta  acep- 
ción legal  venezolanista  seguiré  usando  ahora  en  el  presente 
trabajo.  Verdad  es  que  siendo  el  castellano  el  idioma  legal, 
la  regla  es  que  se  siga  el  Diccionario,  pero  es  también  exacto 
que  cuando  el  Legislador  ha  dado  positivamente  un  signifi- 
cado especial  a  una  palabra,  hay  que  atenerse  a  este. 

LOS  EJIDOS  0  TIERRAS  MUNICIPALES  EN  NUESTRO  DERECHO  CIVIL 

El  Código  Civil  de  1867  decía  en  su  artículo  343  lo  si- 
guiente : 

"  Son  bienes  de  propiedad  pública  : 

"  l9 — Los  bienes  que  pertenecen  a  la  Nación. 

"29— Los  bienes  que  pertenecen  a  los  Municipios  ". 

El  artículo  345  rezaba  :  "  Pertenecen  a  los  Municipios 
"los  caminos,  canales  y  demás  obras  construidas  respectiva- 
"  mente  a  sus  expensas,  y  todos  aquellos  bienes  que  poseen 
"para  el  uso  y  aprovechamiento  de  sus  habitantes  o  para  sub- 
venir a  sus  gastos  ". 

El  artículo  347  decía  :  "La  administración  y  enajenación 
"  de  los  bienes  que  pertenecen  a  la  República,  a  los  Muni- 
"  cipios  o  a  los  Establecimientos  públicos,  se  rigen  por  las 
"  leyes  especiales,  pero  están  sujetos  a  prescripción  según  lo 
"determinado  en  el  título  de  la  materia  ". 

No  cabe,  pues,  duda  alguna  respecto  de  la  prescripti- 
bilidad  de  los  llamados  ejidos  bajo  el  régimen  de  dicho  Código, 
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porque  sólo  se  exceptuaban  de  la  prescripción,  según  el  ar- 
tículo 1815,  los  bienes  no  susceptibles  de  propiedad  privada, 
y  los  llamados  ejidos  lo  eran  según  las  leyes  especiales  a  la 
sazón  vigentes  que  ya  conocemos. 

El  Código  Civil  de  1873,  traía  las  siguientes  disposi- 
ciones : 

Art.  437.  "  Los  bienes  pertenecen  a  la  Nación,  a  los  Es- 
"  dos  y  sus  Secciones,  a  los  Establecimientos  públicos  y  otras 
"  personas  jurídicas  y  a  los  particulares  ". 

Art.  438.  "  Los  bienes  de  la  Nación  y  de  los  Estados 
"  y  sus  Secciones  son,  o  del  dominio  público  o  bienes  patri- 
"  moniales  ". 

"  Son  bienes  del  dominio  público  :  los  caminos,  los  lagos, 
"  los  ríos,  las  murallas,  fosos,  puentes  de  las  plazas  de  guerra 
"y  demás  bienes  semejantes  ". 

Art.  439.  "  Los  bienes  del  dominio  público  son  de  uso 
"  público  o  de  uso  privado  de*  la  Nación  o  de  los  Estados  y 
"sus  Secciones". 

Art.  440.  " Los  terrenos  de  las  fortificaciones  o  délas 
"  murallas  de  las  plazas  de  guerra  que  no  tienen  ya  ese  des- 
"  tino  y  todos  los  otros  bienes  que  dejen  de  estar  destinados 
"  al  uso  público  y  a  la  defensa  nacional,  pasan  del  dominio 
"público  al  dominio  privado". 

Art.  442.  "  Los  bienes  del  dominio  público  son  inalie- 
nables; los  patrimoniales  no  pueden  ser  enajenados  sino 
"de  conformidad  con  las  leyes  que  les  conciernen  ". 

Art.  1887.  "La  prescripción  no  tiene  lugar  respecto 
"  a  las  cosas  que  no  están  en  el  comercio  ". 

Art.  1.888.  "El  Estado  por  sus  bienes  patrimoniales 
"y  todas  las  personas  jurídicas  están  sujetos  a  prescripción, 
"  como  los  particulares  ". 

Estos  artículos,  con  diferente  numeración,  aparecen  re- 
petidos en  los  Códigos  Civiles  de  1881,  1896,  1904  y  el 
vigente.  En  este  último  los  artículos  citados  figuran  bajo 
los  números  516,  517,  (este  con  dos  apartes  nuevos  rela- 
tivos a  la  apropiación  de  las  aguas  de  los  ríos,  y  propie- 
dad del  lecho  de  los  no  navegables),  518,  519,  521,  2.031  y 
2.032. 

Las  disposiciones  citadas  coinciden  a  su  vez  con  las 
del  Código  Civil  italiano  en  sus  artículos  425,  426,  427,  429, 
432,  2.113  y  2.114. 
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Oigamos  ahora  a  uno  de  los  más  ilustres  expositores 
de  dicho  Código  :  Ricci  ( Derecho  Civil  Teórico  y  Práctico. 
Traduc.  española,  tomo  V,  pág.  97),  explicándonos  la  dis- 
tinción entre  los  "bienes  del  dominio  público"  y  los  "patrimo- 
niales ".  "  Esta  distinción,  dice,  nace  del  fin  y  del  uso  a 
"  que  están  destinados  los  bienes  pertenecientes  al  Estado ; 
"si  son  poseídos  por  el  Estado  de  la  misma  manera  que 
"un  particular  posee  sus  fundos,  y  con  el  objeto  de  per- 
"  cibir  las  rentas  con  las  cuales  atiende  en  parte  a  las  exi- 
gencias del  Estado,  se  dice  que  pertenecen  al  patrimonio 
"  del  Estado,  porque  constituyen  un  capital  o  una  verdadera 
"riqueza,  de  la  cual  pueden  aprovecharse  utilidades  o  ganan- 
"  cias.  Si  por  el  contrario,  el  Estado  no  los  posee  sino  para 
"regular  el  uso  de  los  mismos  que  es  público,  en  este 
"caso  no  constituyen  un  patrimonio  especial  del  Estado, 
"sino  un  patrimonio  común  que  puede  ser  gozado  por  to- 
"dos,  según  las  leyes  y  los  reglamentos  y  constituyen  por 
"  ésto  el    dominio  público  ". 

Más  adelante  (pág.  113)  agrega:  "Los  caminos,  v.  gr. 
"municipales  y  provinciales,  los  jardines  públicos,  las  es- 
"  cuelas,  el  Palacio  Municipal  o  el  Provincial,  los  acueduc- 
"tos,  las  fuentes,  etc.  son  bienes  pertenecientes  al  dominio 
"municipal  o  provincial.  Como  los  bienes  del  Estado,  son 
"  íd alienables  e  imprescriptibles,  mientras  dure  su  des- 
"tino  al  uso  público,  y  pasan  a  formar  parte  del  patri- 
"  mouio  municipal  y  provincial  cuando  el  destino  al  uso  públi- 
"co  cese,  por  virtud  de  un  hecho  o  por  decreto  de  la 
"  autoridad   competente. 

"Son  bienes  patrimoniales  de  la  provincia  y  de  los  Mu- 
"  cipios  aquellos  de  que  gozan  en  propiedad  y  de  los  cuales 
"  obtienen  renta  con  la  cual  subvienen  en  todo  o  en  parte 
"a  las  exigencias  de  sus  presupuestos". 

Así  pues,  la  característica  de  los  bienes  municipales 
patrimoniales  ( y  por  tanto  prescriptibles )  "  es  su  destino  a 
producir  renta".  Este  destino  lo  tenían  ya  de  atrás,  como 
hemos  visto,  los  llamados  Ejidos  de  Caracas  y  lo  han  seguido 
teniendo  después,  como  veremos  luego  al  estudiar  las  leyes 
especiales  que  los  han  regido.  Por  tanto,  no  puede  haber  duda 
de  su  clasificación  como  "bienes  patrimoniales",  excepto 
aquellos  terrenos  verdaderamente  destinados  a  un  uso  público, 
por  acto  expreso   de   la  autoridad  competente. 
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La  circunstancia  de  que  las  tierras  municipales  hayan 
constituido  en  su  origen  una  propiedad  comunera  de  todos 
los  vecinos  de  una  ciudad,  o  de  que  así  se  les  siga  con- 
siderando, no  basta  para  atribuirles  el  carácter  de  bienes 
del  dominio  público.  "Los  bienes  comunales  (en  Francia  la 
Gommune  es  nuestro  Municipio,  con  tierras  que  al  igual  de 
las  Concejiles  comunes  del  antiguo  derecho  español  se  con- 
sideran pertenecientes  directamente  a  los  vecinos )  dicen  las 
Pandectas  Francesas  ( Bepertoire,  palabra  Gommune  n9  1.868) 
"no  son  inalienables  ni  imprescriptibles  sino  cuando  están 
"  afectas  a  un  uso  público  por  acto  emanado  de  la  autoridad 
"competente". 

Conviene  advertir  que  en  España,  donde  el  antiguo  dere- 
cho ha  quedado  derogado  por  el  Código  Civil  que  en  la  materia 
que  nos  ocupa  contiene  disposiciones  análogas  a  las  del 
nuestro,  el  italiano,  el  francés  y  casi  todos  los  modernos, 
no  hay  duda  alguna  de  la  prescriptibilidad  actual  de  las 
cosas  concejiles  comunes  que  eran  imprescriptibles  según  las 
Partidas.  En  este  sentido,  D.  José  María  Manresa  y  Navarro, 
en  sus  "Comentarios  al  Código  Civil  español",  tomo  XII, 
pág.  753,  comentando  el  artículo  1.963  de  éste  concebido  así  : 
"  Son  susceptibles  de  prescripción  todas  las  cosas  que  están 
"  en  el  comercio  de  los  hombres  ",  dice  :  "...  no  está  demás 
"indicar  que  nuestras  antiguas  leyes  limitaban  considerable- 
"  mente  el  alcance  o  la  extensión  de  la  prescripción  en 
"cuanto   a   las    cosas  que  podían  ser  objeto  de  ella.  ..." 

"Así,  por  ejemplo,  las  leyes  6*,  7^  y  29  del  título  29 
"  de  la  Partida  3*,  declaraban  imprescriptibles  las  cosas  11a- 
"  ¡nadas  sagradas,  la  jurisdicción,  las  contribuciones,  los 
"  bienes  de  aprovechamiento  común  de  los  pueblos  y  algu- 
"nos   otros". 

"  Hoy  todo  este  estado  de  derecho  ha  desaparecido  por 
"virtud  de  la  amplitud  dada  por  el  Código  al  precepto  con  - 
"signado  en  el  presente  artículo,  según  el  que  pueden  ser 
"prescritas  todas  las  cosas  que  estén  en  el  comercio  de 
"los  hombres". 

Las  circunstancias  de  que  los  llamados  Ejidos  de  Cara- 
cas han  estado  en  el  comercio  de  los  hombres,  por  todas  la  s 
Leyes  y  Ordenanzas  especiales  que  han  venido  rigiéndolas 
desde  la  época  colombiana,  queda  demostrada  con  el  examen 
que  arriba   hice  de  ellas  hasta  el  Decreto  Orgánico   del  Dis- 
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trito  Federal  de  31  de  octubre  de  1857.  Ahora  paso  a 
examinar  la  legislación  especial  posterior  a  esa  fecha  acerca 
de  la  misma    materia. 

OTBAS    LEYES    ESPECIALES 

Vigente  el  Decreto  que  acaba  de  citarse,  dictó  el  Con- 
cejo del  Distrito  Libertador  el  Reglamento  de  18  de  febrero 
de  1871  en  cuyo  artículo  1°  se  dispuso  que  todo  solar  o 
terreno  de  propiedad  municipal  podía  ser  acusado  por  cual- 
quier ciudadano,  teniendo  opción  a  su  dominio  útil,  bajo  un 
contrato  enfiteutico,  al  tres  por  ciento  sobre  el  valor  total 
del  avalúo,  que  se  verificare  por  acuerdo  del  Concejo,  y  por 
el  perito  o  peritos  que  este  designare  ;  y  en  el  artículo  49 
se  fijó  el  termino  de  treinta  días  para  que  todo  poseedor 
"de  los  solares  de  ejidos  en  arrendamiento"  pudiera  soli- 
citar su  redención  ante  el  Concejo,  enterando  en  la  Admi- 
nistración de  Rentas  Municipales,  en  dinero  efectivo,  la  mitad 
del  valor  señalado  al  terreno,  según  el  canon  anual  fijado 
a   razón   del   tres    por   ciento. 

El  Presidente  Provisional  de  la  República  en  uso  de  las 
facultades  que  investía,  dictó  el  17  de  junio  de  1872  un  nuevo 
Decreto  Orgánico  del  Distrito  Federal  y  entre  las  atribucio- 
nes que  dio  al  Concejo  Municipal  figura,  bajo  el  n9  8  del 
artículo  17,  la  de  "  Resolver  sobre  la  adquisición,  enajena- 
ción o  cambio  de  edificios,  tierras  o  cualesquiera  otros 
'bienes  o  propiedades  del  Distrito,  con  aprobación  del  Pre- 
"  sidente  de  la  República ".  También  le  correspondía  al 
Supremio  Magistrado  aprobar  las  Ordenanzas  sobre  Rentas  que 
le  sometiera  el  Concejo  por  órgano  del  Gobernador  del  Distrito. 

Iguales  disposiciones  figuran  en  el  Decreto  Orgánico 
del  Distrito  Federal  de  27  de  mayo  de  1879,  sólo  que  eran 
tres  los  Concejos,  pues  el  Distrito  se  componía  de  los  De- 
partamentos Libertador,  Vargas  y  Aguado.  Idénticos  también 
eran  en  el  punto  que  nos  ocupa  los  preceptos  del  Decreto 
de  l9  de  octubre  de  1880  que  derogó  al  anterior  y  los  del 
Decreto  de  20  de  noviembre  de  1880  que  sustituyó  a  aquel, 
quedando  por  lo  demás  reducido  el  Distrito,  con  la  exclu- 
sión de  los  antiguos  Departamentos  Vargas  y  Aguado,  y  así 
sólo  había  un  Concejo  Municipal  en  Caracas,  llamado  Con- 
cejo  Municipal   del   Distrito  Federal. 
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En  virtud  de  estos  antecedentes  dictó  este  Concejo  su 
Ordenanza  de  19  de  setiembre  de  1883,  aprobada  por  el 
Presidente  de  la  Eepública,  según  Eesolución  de  la  Gober- 
nación del  mismo  Distrito  de  22  del  propio  mes.  En 
el  artículo  l9  de  dicha  Ordenanza  se  dispuso  que  desde 
su  fecha  no  se  harían  concesiones  de  terrenos  pertenecien- 
tes al  Municipio  en  la  forma  de  arrendamiento  enfiteutico, 
ni  en  ninguna  otra  que  no  fuese  la  de  compra-venta  con- 
forme al  Código  Civil.  En  el  artículo  39  se  daban  reglas 
para  la  tramitación  de  la  "venta"  y  sometimiento  del  contra- 
to a  la  aprobación  del  Presidente  de  la  República ;  el  núme- 
ro 59  de  dicho  artículo  reza  textualmente  así  :  "  Aprobada 
"  por  el  Presidente  de  la  Repiíblica  la  enajenación  de  un  terre- 
"  no  o  solar  ejido,  el  Presidente  del  Concejo  Municipal  remi- 
"  tira  los  documentos  al  Administrador  de  Rentas  del  Distrito 
"  para  que  otorgue  la  escritura  correspondiente  a  nombre  del 
"Concejo  Municipal,  previa  la  entrega  del  valor  "estipulado." 

En  el  artículo  59  se  disponía  que  los  terrenos  y  solares 
ejidos  pertenecientes  al  Municipio  que  hubiesen  sido  cedidos 
en  arrendamiento  enfiteutico  debían  ser  redimidos  en  el  lapso 
de  noventa  días  de  promulgada  dicha  Ordenanza.  El  artículo 
79  agregaba  que  la.  propiedad  irrevocable  de  los  terrenos  y 
solares  cedidos  en  arrendamiento  enfiteutico  se  obtendría 
mediante  el  pago  en  dinero  efectivo  de  la  cantidad  en  que  fué 
avaluado   el   terreno  para  darlo  en  arrendamiento   enfiteutico. 

El  termino  fijado  para  la  redención  fue  prorrogado  por 
otros  noventa  días,  el  4  de  febrero  de  1884,  pero  después, 
el  2  de  julio  de  1886  se  volvió  a  dar  un  nuevo  plazo  de 
treinta  días  para  que  pudieran  redimirse  los  terrenos  aludidos. 

A  consecuencia  de  dicha  Ordenanza  se  hicieron  nume- 
rosas redenciones  de  ejidos  poseídos  en  enfiteusis,  y  otros 
fueron  vendidos  por  el  Concejo,  como  puede  verse  en  las 
respectivas  Memorias  de  la  Gobernación  del  Distrito  Fede- 
ral ai  Congreso  Nacional. 

Triunfante  la  Revolución  llamada  Legalista,  sobrevinie- 
ron sucesivamente  el  Decreto  de  6  de  julio  de  1893,  y  el  de 
24  de  noviembre  del  mismo  año,  ambos  llamados  "  Estatuto 
Provisorio  del  Distrito  Federal"  (que  quedaba  como  estaba, 
con  un  solo  Concejo).  No  se  trataba  especialmente  en  ellos 
de  las  formalidades  que  debían  llevarse  a  cabo  en  la  enaje- 
nación  de  los  llamados  Ejidos,  pero  se  dejaban  expresamente 
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vigentes  las  Ordenanzas,  Acuerdos  y  Eesoluciones  del  Conce- 
jo Municipal  que  regían  para  el  14  de  marzo  de  1892,  dis- 
posición que  por  consiguiente  abarcaba  la  Ordenanza  sobre 
venta  de  Ejidos  de  1883,  que  ya  conocemos. 

El  Decreto  de  24  de  noviembre  de  1893  fue  derogado 
por  la  "  Ley  Orgánica  del  Distrito  Federal ",  de  29  de  mayo 
de  1894.  En  su  artículo  18,  (único  de  la  sección  I  del  título 
III)  decía  :  ' '  El  Municipio  del  Distrito  Federal  es  la  Entidad 
"  resultante  de  la  unión  de  todas  las  Parroquias  que  la  com- 
"  ponen  ;  el  es  autónomo  en  todo  lo  relativo  a  su  régimen 
"  administrativo  y  económico,  y  en  consecuencia,  ejerce  la  So- 
"  beranía  por  delegación  del  pueblo,  y  por  el  órgano  de  los 
"funcionarios  y  autoridades  y  corporaciones  que  establecen 
"  las   leyes  "; 


"29  En  todo  lo  relativo  a  la  creación,  recaudación,  ad- 
"  ministración  o  inversión  de  sus  rentas,  y  adquisición,  ena- 
"  jenación,  conservación  y  explotación  de  sus  propiedades  ". 

« 39  " 

"4?  .  ." 

El  artículo  6  daba  al  Concejo  Municipal  entre  otras  atri- 
buciones, con  el  número  39,  la  de  "  Dictar  las  Leyes,  Ordenan- 
"  zas,  Acuerdos  y  Eesoluciones  que  reglamentan  el  ejercicio 
"  de  la  Soberanía  que  ejerce  el  Municipio  en  todos  los  ramos 
"que  se  expresan  en  la  Sección  1*  de  este  Título ". 

El  artículo  27  requería  para  la  validez  de  los  actos  del 
Concejo  el  Cúmplase  del  Gobernador  del  Distrito. 

Basado  en  dicha  Ley  dio  el  Concejo  Municipal  su  Orde- 
nanza sobre  Ejidos  de  26  de  noviembre  de  1894,  mandada 
ejecutar  el  4  de  diciembre  siguiente  por  el  Gobernador  del 
Distrito.  En  el  artículo  l9  se  dispuso  que  no  se  harían  con- 
cesiones de  terrenos  pertenecientes  al  Municipio  "sino  en  forma 
de  compra-venta".  El  artículo  29  dio  reglas  para  la  redención 
por  sus  ocupantes  de  los  terrenos  del  caserío  Sucre.  En  el 
artículo  39  se  estableció  que  los  solares  y  terrenos  de  la  Muni- 
cipalidad del  Distrito  Federal  se  "enajenarían"  de  acuerdo  con 
el  Código  Civil  y  esa  Ordenanza.  El  artículo  49  reglamentaba 
la  tramitación  del  contrato  desde  "la  proposición  de  compra 
de  un  terreno  o  solar  ejido".  El  artículo  99  decía  que  la  pro- 
piedad irrevocable  de  los  terrenos  y  solares  cedidos  en   arrendó:- 
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miento  enjitéutico  se  obtendría  mediante  el  pago  en  dinero  efec- 
tivo de  la  cantidad  en  que  fué  avaluado  el  terreno  para  darlo  en 
arrendamiento  enjitéutico, 

A  esa  Ordenanza  la  sustituyó  la  de  4  de  mayo  de  1896, 
mandada  ejecutar  por  el  Gobernador  el  11  del  mismo  mes, 
en  la  cual  se  estableció  como  regla  general  la  concesión  de  los 
terrenos  pertenecientes  al  Municipio,  en  forma  de  venta,  ex- 
cepto algunos  que  allí  se  determinan  y  en  los  cuales  se 
permitieron  los  arrendamientos  enfiteuticos. 

En  el  artículo  59  se  reglamentaba  el  procedimiento  que 
debía  seguirse  desde  que  se  recibiera  la  solicitud  sobre  terrenos 
ejidos  hasta  el  otorgamiento  de  la  escritura.  En  el  artículo  89 
se  dispuso  que  los  terrenos  y  solares  ejidos  pertenecientes  a  la 
Municipalidad  del  Distrito  Federal,  que  no  estuvieran  comprendi- 
dos dentro  de  los  linderos  del  caserío  Sucre  y  que  no  hubiesen 
sido  redimidos  deberían  serlo  en  el  plazo  de  seis  meses  después 
de  promulgada  esa  Ordenanza. 

El  2  de  julio  de  1900  dictó  el  Jefe  Supremo  de  la  Repú- 
blica  una  Ley  Orgánica  del  Distrito  Federal,  que  quedó  cons- 
tituido con  los  Departamentos  Libertador  y  Vargas,  con  los 
respectivos  dos  Concejos  Municipales.  En  el  artículo  20  se 
reprodujo  el  artículo  18  de  la  Ley  de  1894,  y  en  el  numero 
3  del  artículo  28  se  le  dio  a  cada  Concejo  igual  facultad  a  la 
que  le  había  dado  al  del  Distrito  Federal  el  número  39  del  ar- 
tículo 69  de  esta.  Los  principios  quedaron  idénticos  y  lo  mismo 
en  los  posteriores  Decretos  Orgánicos  del  Distrito  Federal 
de  2  de  mayo  de  1901,  11  de  mayo  de  1904,  21  de  agosto  y 
20  de  noviembre  de  1909. 

En  consecuencia,  no  habiendo  sido  derogada  ni  estando 
en  colisión  con  los  citados  Decretos  Orgánicos,  continuó  vi- 
gente la  Ordenanza  de  Ejidos  de  1896,  y  es  la  que  figura  en 
la  Recopilación  publicada  en  1910. 

No  creo  posible  que  haya  nada  más  claro,  más  preciso, 
más  positivo,  más  exclusivo  hasta  de  ligera  sombra  de  duda, 
que  el  hecho  de  que  por  virtud  de  todas  las  Leyes  y  Orde- 
nanzas citadas  los  llamados  Ejidos  de  Caracas  eran  bienes 
que  estaban  en  el  comercio,  que  eran  enajenables  y  por  con- 
siguientes prescriptibles.  Veamos  ahora  hasta  qué  extremo 
las  leyes  de  Tierras  Baldías  y  Ejidos  de  estos  últimos  años 
han  innovado  en  el  particular. 
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LEYES   DE   TIERRAS   BALDÍAS   Y   EJIDOS   DE    1909,    1910   Y    1912 

La  de  1909,  en  cuyo  proyecto  tuve  parte  como  Miembro 
de  la  Comisión  Revisora  de  Leyes  que  funcionó  ese  año,  fue 
la  primera  que  incorporó  a  sus  disposiciones  la  materia  de 
los  Ejidos,  en  su  Capítulo  V,  bajo  el  mote  "  De  los  Ejidos  o 
Tierras  Concejiles  ".    El  artículo  49  quedó  redactado  así  : 

"  Son  Ejidos : 

"l9  Los  que  en  tal  cualidad,  bajo  el  mismo  nombre 
"  o  el  de  Propios,  han  venido  gozando  las  Municipalidades 
"  en  cuyo  favor  existen  concesiones  anteriores  a  la  presente 
"Ley,  cualquiera  que  sea  su  extensión  ". 

"  29  Los  que  se  conceden  por  esta  Ley  a  los  Municipios 
"que  no  los  tengan". 

"  3 9  Las  tierras  que  correspondían  a  los  Resguardos  de 
"las  comunidades  de  Indígenas  que  se  hayan  extinguido 
"por   desaparición   total  de  sus   dueños". 

El  artículo  59  estableció:  "Las  Municipalidades  legis- 
larán acerca  de  sus  Ejidos  y  podrán  concederlos  a  los  par- 
"  ticulares,  según  sus  Ordenanzas  y  las  Leyes  del  Estado  a  que 
"  pertenezcan,  pero  no  podrán  dar  ni  aún  en  arrendamiento, 
"  ni  permitir  ninguna  explotación  de  los  terrenos  que  deben 
"  quedar  para  bosques,  para  la  conservación  de  fuentes  y 
"manantiales.  Esta  prohibición  es  también  con  respecto  a 
"los  Ejidos  o  Propios  provenientes  de  concesiones  de  la 
"época   colonial". 

Esta  Ley  no  produjo  en  la  materia  innovación  alguna. 
Consagró  el  principio  de  que  los  ejidos  o  bienes  concejiles 
son  bienes  que  están  en  el  comercio,  excepto  aquella  parte 
de  ellos  que  fuese  necesario  reservar  para  bosques.  Estos 
y  sólo  éstos  serían  bienes  del  dominio  público,  y  se  pro- 
hibía no  sólo  enajenarlos,  sino  también  arrendarlos.  Natu- 
ralmente, era  menester  que  un  acto  del  Concejo  determinase 
expresamente  los  terrenos  que  se  reservaban  a  ese  fin,  y  con- 
forme a  los  principios  generales,  si  ese  terreno  se  desafec- 
taba de  tal  destino,  volvía  a  entrar  en  la  masa  de  los  ejidos 
patrimoniales,  enajenables  y  prescriptibles.  La  disposición 
del  número  2<?,  artículo  12  de  dicha  Ley,  según  la  cual  no  eran 
enajenables  los  terrenos  baldíos  que  se  determinaban  para 
Ejidos  Municipales  por  ella  misma,  no  quería  decir  sino  que 
el  Ejecutivo  Federal  no   podía    vender  los  terrenos   baldíos 
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que  circundasen  las  cabeceras  de  los  Municipios  que  no 
tuviesen  Ejidos,  en  extensión  de  diez  mil  hectáreas,  pues 
esas  tierras  se  destinaban  para  darlas  como  Ejidos  a  tales 
Municipios,  pero  una  vez  que  estos  las  obtuvieran,  era  claro 
que  podían  legislar  sobre  ellas,  de  conformidad  con  el  artícu- 
lo 59. 

La  Lev  de  Tierras  Baldías  de  1910  repitió  en  el  nú- 
mero 29  del  artículo  12  la  disposición  a  que  acabo  de  re- 
ferirme, esto  es,  que  no  eran  enajenables  los  terrenos  baldíos 
determinados  para  Ejidos  por  dicha  Ley,  en  lo  cual  nada 
innovó  respecto  a  la  anterior,  porque  es  evidente  que  esa 
inalienabilidad  no  envolvía  sino  la  prohibición  ya  explicada 
para  el  Ejecutivo  Federal,  de  vender  ciertos  terrenos  baldíos 
que  la  misma  Ley  mandaba  que  se  le  diesen  a  los  Muni- 
cipios que  las  solicitaran  para  Ejidos,  pero  el  artículo  59 
de  la  nueva  Ley  que  correspondía  al  de  igual  número  de 
la  anterior  y  que  se  refería  a  las  facultades  de  los  Conce- 
jos mismos  respecto  a  sus  tierras  aparece  modificado  en  su 
redacción,  diciendo  que  las  Municipalidades  legislarían  acerca 
de  sus  Ejidos  y  podrían  concederlos  en  arrendamiento  a  par- 
ticulares según  sus  Ordenanzas,  pero  no  podían  darlos  ni  aún 
en  arrendamiento  ni  permitir  ninguna  explotación  de  los  terre- 
nos que  debían  quedar  para  bosques  y  para  la  conservación  de 
fuentes  y  manantiales,  prohibición  que  se  refería  también  a 
los  Ejidos  o  Propios  provenientes  de  concesiones  de  la  época 
colonial.  Iguales  disposiciones  trajo  la  Ley  de  Tierras  Bal- 
días y  Ejidos  de  1912.  De  ellas  pudiera  deducirse,  por 
argumento  a  contrario  sensu,  que  por  cuanto  se  permitía  ex- 
presamente el  arrendamiento  (salvo  de  los  bosques),  se  enten- 
día prohibida  la  enajenación,  pero  una  prohibición  seme- 
jante debía  ser  expresa,  porque  no  era  jurídico  establecerla 
por  deducciones  o  inferencias.  Podemos  pues  concluir  que 
las  leyes  mismas  que  acabamos  de  analizar  no  hicieron  nin- 
guna   innovación    en    esta  materia. 

LEY   VIGENTE   DE   TIERRAS   BALDÍAS    Y   EJIDOS 

Ha  sido  ésta  la  que  ha  introducido  en  nuestra  legis- 
lación el  nuevo  principio  de  la  inalienabilidad  de  los  Ejidos. 
No  consiste  la  innovación  en  lo  que  dispone  en  el  número 
29  del  artículo  11,  en  que  al  igual  de  las  otras  se  limita 
a  declarar  que  no  son  enajenables  los   terrenos  baldíos   que 
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por  esa  misma  Ley  se  destinan  para  Ejidos  Municipales, 
lo  cual  es  manifiesto  que,  como  en  las  anteriores,  tampoco 
envuelve  limitación  alguna  al  derecho  del  Municipio  a  dis- 
poner de  sus  ejidos,  una  vez  que  los  obtenga,  sino  a  la  facultad 
del  Ejecutivo  Federal  a  enajenar  los  terrenos  baldíos  que 
por   su  situación  pasan   a  ser  ejidos    ( artículo    82 ). 

El  nuevo  principio  donde  aparece  expuesto  es  en  el 
artículo  90,  redactado  así :  ( fuera  del  parágrafo  que  no 
nos  interesa). 

"Las  Municipalidades  legislarán  acerca  de  sus  ejidos 
"y  podrán  concederlos  en  arrendamiento  a  particulares, 
"  según  sus  Ordenanzas,  pero  no  podrán  venderlos ;  ni  tam- 
poco podrán  dar  en  arrendamiento  ni  permitir  ninguna  ex- 
"  plotación  de  los  terrenos  que  deban  quedar  para  bosques, 
"para   la    conservación  de    fuentes  y   manantiales. 

"Esta  prohibición  rige  también  con  respecto  a  los  Pro- 
"pios,  provenientes  de  concesiones  o  adquisiciones  de  la 
"época  colonial,  los  cuales  en  ningún  caso  podrán  enajenarse  ". 

Según  ésto,  los  ejidos,  en  la  acepción  legal  venezola- 
nista  del  término,  según  la  cual  resulta  sinónimo  de  tierra 
concejil  en  general,  no  pueden  enajenarse,  aunque  sí  darse  en 
arrendamiento,  pero  ni  aún  este  último  contrato  podrá  cele- 
brarse sobre  los  terrenos  destinados  a  bosques,  ni  permi- 
tirse ninguna  explotación  de  ellos. 

Como  las  leyes  no  tienen  efecto  retroactivo,  la  dispo- 
sición que  nos  ocupa  no  puede  aplicarse  para  invalidar  ena- 
jenaciones ya  hechas  bajo  el  imperio  de  leyes  que  las  per- 
mitían. En  esto  no  puede  haber  duda  alguna  y  la  misma  Ley 
de  1915  se  refiere  expresamente  al  porvenir  :  no  podrán  vender- 
les, no  podrán  enajenarse,  son  las  expresiones  que  emplea  con 
respecto  a  los  ejidos.  Demás  es  decir  que  tampoco  puede  anular 
dicha  Ley  las  prescripciones  ya  logradas.  Es  dudoso  que  a  par- 
tir de  su  vigencia  sean  imprescriptibles,  por  el  sólo  hecho 
de  ser  inalienables,  aquellos  ejidos  que  según  la  propia  Ley 
podrán  darse  en  arrendamiento,  que  es  un  contrato  que  los 
pone  en  el  comercio  de  los  hombres,  mas  esta  cuestión  no 
necesito  tratarla  para  los  fines  de  la  consulta  que  se  me 
ha  hecho,  así  como  tampoco  si  la  inalienabilidad  de  los 
Ejidos,  a  partir  de  la  vigencia  de  la  Ley  citada,  reza  tam- 
bién con  los  Ejidos  de  Caracas,  o  si  a  éstos  debiera  más 
bien   aplicarse   el  precepto  legal,    especial  para   ellos,  conté- 
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nido  en  la  Ley  Orgánica  vigente  del  Distrito  Federal  de 
30  de  junio  de  1915  (que  derogó  el  Decreto  Orgánico  Pro- 
visorio de  15  de  agosto  de  1914,  éste  a  la  Ley  de  25  de 
junio  de  1910  y  ésta  a  su  vez,  al  Decreto  de  20  de  no- 
viembre de  1909,  que  era  el  último  de  los  que  en  esta  ma- 
teria dejé  citados  arriba)  en  cuyo  artículo  33  figura  como 
atribución  2a  del  Concejo  Municipal  la  misma  que  le  han 
venido  reconociendo  todas  las  Leyes  y  Decretos  anteriores, 
de  dictar  Decretos,  Ordenanzas,  Acuerdos  y  Resoluciones, 
sobre  los  ramos  que  en  otra  parte  de  la  misma  Ley,  igual- 
mente que  en  las  anteriores  se  enumeran,  entre  ellos,  (ar- 
tículo 27,  número  2? )  todo  lo  relativo  a  la  adquisición, 
enajenación,  conservación  y  explotación  de  las  propiedades 
municipales. 

Cierto  es  que  sería  exorbitante  admitir  que  todos  los 
terrenos  municipales,  aún  aquellos  que  dan  los  Concejos  en 
arrendamiento,  son  imprescriptibles,  privilegio  mucho  mayor 
que  el  que  gozaban  bajo  el  derecho  mismo  de  las  Partidas,  en 
que,  como  ya  hemos  visto,  los  bienes  concejiles  destinados 
a  producir  rentas  para  el  Fisco  se  consideraban  como  propios 
y  así  sujetos  a  la  prescripción  de  cuarenta  años.  Mas 
con  ser  tan  exorbitante  esa  conclusión  no  sería  tan  grave 
ni  tan  antijurídica  como  la  de  darle  efpcto  retroactivo  a 
la  inalienabilidad  establecida  por  la  Ley  vigente  de  Tierras 
Baldías  y  Ejidos  y  a  la  pretendida  imprescriptilidad  que  de 
ella  se  quiere  deducir.  En  este  error  ha  incurrido,  sin  em- 
bargo, la  Ordenanza  Municipal  que  paso  a  estudiar. 

ORDENANZA   RECIENTE 

A  principios  del  año  en  curso  se  dictó  la  Ordenanza 
Municipal    sobre  Ejidos   del    Distrito  Federal. 

Comienza  en  su  artículo  l9  por  establecer  que  son 
Ejidos  de  la  ciudad  de  Caracas  los  que  señaló  el  Gobernador 
español  D.  Diego  Osorio  en  sus  autos  de  14  y  22  de  junio  de 
1594.  Obsérvase  allí  que  se  emplea  la  palabra  ejido  en  la 
acepción  venezolanista  que  tiene  de  tiempo  atrás  en  el  len- 
guaje de  nuestras  leyes,  en  que  abarca  al  ejido  propiamen- 
te dicho  en  castellano,  a  todo  terreno  municipal  de  uso 
común,  y  también  a  los  antes  llamados  propios  o  de  propios. 
Esta  acepción  venezolanista  es  indudablemente  la  de  la  pala- 
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bra  Ejido  en  el  lenguaje  de  la  Ordenanza,  desde  que  así 
llama  todos  los  terrenos  de  las  Datas  de  Osorio,  que  como 
se  ha  visto,  se  referían  no  sólo  a  Ejidos  (castizamente  dichos) 
sino  también  a  baldíos  (en  el  sentido  de  tierras  municipales  de 
uso  común)  y  propios  (tierras  de  propiedad  municipal  desti- 
nadas a  producir  rentas). 

Nada  de  objetable  tendría  ese  uso  venezolanista  del  voca- 
blo Ejido,  si  el  legistador  municipal  se  hubiera  percatado 
de  que  estaba  empleándolo  en  un  sentido  muy  diferente  del 
que  le  daba  el  Key  de  las  Partidas  al  declarar  imprescrip- 
tibles los  ejidos.  Olvidóse  nuestra  Municipalidad  de  tan 
esencial    diferencia  y    de    allí    que  el  artículo   29    diga  : 

"Los  terrenos  ejidos  no  son  propiamente  una  propie- 
"dad  patrimonial  del  Municipio,  sino  bienes  del  Común, 
"  que  la  Municipalidad  administra  imponiéndoles  un  peque- 
"ño  gravamen  a  los  que  concede  en  uso  exclusivo  de  una 
"  persona  ;  y  así  por  ¡as  leyes  especiales  que  los  han  regido, 
"como  por  las  vigentes,  son  inalienables  e  imprescriptibles..." 

No  es  cierto  que  siempre  hayan  sido  inalienables  ni  im- 
prescriptibles todos  los  terrenos  que  en  Venezuela  llamamos 
ejidos.  Sólo  lo  fueron  bajo  el  derecho  de  las  Partidas  los  ejidos, 
en  el  sentido  especial  que  conocemos,  y  las  tierras  de  uso  común. 
Los  llamados  propios  siempre  fueron  prescriptibles.  Las 
tierras  imprescriptibles  de  uso  común  podían  pasar  a  la  cate- 
goría de  propios  prescriptibles,  como  se  ve  de  la  numerosa 
legislación  reunida  en  la  Novísima  Recopilación.  La  Ley 
colombiana  de  1825  sobre  Rentas  Municipales  terminó  la 
distinción  entre  tierras  concejiles  comunes  y  tierras  conce- 
jiles de  propios,  quedando  todas  en  esta  última  condición  ju- 
rídica, aunque  llamándose  Ejidos.  La  Constitución  de  1830 
facultaba  a  las  Diputaciones  Provinciales  para  legislar  acerca 
de  su  enajenación.  Así  lo  hicieron  ellas  y  por  consiguiente 
eran  perfectamente  válidas  las  Ordenanzas  que  permitían  y 
reglamentaban  la  venta  de  Ejidos.  Bajo  el  imperio  de  las 
Constituciones  Federales,  las  leyes  especiales  orgánicas  del 
Distrito  Federal  han  facultado  al  Concejo  para  enajenar  los 
llamados  Ejidos  y  legislar  sobre  el  particular.  Así  lo  hizo 
repetidas  veces  ese  Cuerpo  y  sus  Ordenanzas  sobre  enajena- 
ción de  Ejidos  y  los  actos  en  ellas  basados  tienen  incon- 
trastable, absoluto  y  pleno    valor  jurídico. 
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Lejos  de  colidir  con  los  principios  generales  asentados 
por  nuestro  derecho  civil,  dichas  Leyes  y  Ordenanzas  los  han 
interpretado  y  aplicado  rectamente.  Ha  sido  la  Ley  vigente 
de  Tierras  Baldías  y  Ejidos  la  que  ha  establecido  el  prin- 
cipio de  la  inalienabilidad  de  estos  últimos,  mas  a  sus  dis- 
posiciones, por  prohibirlo  el  derecho  constitucional  y  el  civil, 
no  puede  dársele  efecto  retroactivo  para  invalidar  enajena- 
ciones ya  hechas  por  la  Municipalidad,  ni  prescripciones  ya 
logradas. 

Todo  ese  proceso  histórico-jurídico  lo  acabamos  de  ver 
detalladamente ;  así  pues,  no  es  exacto  lo  que  sobre  el  parti- 
cular asienta  la  nueva  Ordenanza,  ni  ella  puede  oponérsele 
a  quienes  tengan  derechos  adquiridos,  puestos  por  la  Cons- 
titución al  abrigo  de  todas  las  disposiciones  legislativas  que 
pudieran  vulnerarlos. 

En  consecuencia,  en  el  caso  concreto,  si  los  derechos  que 
tiene  la  sucesión  Guzmán  Blanco  sobre  los  bienes  a  que  se 
contrae  la  consulta  han  sido  legítimamente  adquiridos,  aun- 
que sólo  fuese  por  prescripción  lograda  antes  de  1915,  fecha 
de  la  Ley  de  Tierras  Baldías  y  Ejidos,  en  que  se  basa  la 
Ordenanza  Municipal,  su  propiedad  está  al  abrigo  de  toda 
reivindicación  que  pretenda  ejercer  la  Municipalidad.  Termi- 
nare, pues,  estudiando  los  títulos  que  en  copia  se  me  han 
enviado. 

PROPIEDAD  DE  LA  SUCESIÓN  GUZMÁN  BLANCO 

El  29  de  setiembre  de  1876  se  otorgó  y  el  mismo  día  se 
registró  en  la  Oficina  de  Begistro  del  Distrito  Federal,  una 
escritura  pública  en  la  cual  el  ciudadano  Silvestre  Pacheco, 
en  su  carácter  de  Administrador  de  las  Bentas  de  la  Ilustre 
Universidad  Central,  cedió  al  General  Antonio  Guzmán  Blanco, 
en  permuta  por  una  casa  que  este  dio  a  la  Universidad,  la 
Estancia  de  El  Tejar,  limitada  claramente  con  calles  de  esta 
ciudad  y  otras  líneas  que  en  dicha  escritura  se  explican. 

La  Universidad  ha  debido  tener  la  legítima  propiedad 
de  la  finca  que  cedía  y  no  sería  difícil,  mediante  una  investi- 
gación en  los  Archivos,  encontrar  el  origen  de  su  derecho, 
pero  suponiendo  que  no  hubiera  sido  así,  la  prescripción,  me- 
diante la  posesión  ejercida  por  el  General  Guzmán  Blanco  y 
sus  sucesores,  desde  1876  hasta  ahora,  o  hasta  1915,  si  no  se 
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quisiera  contar  el  tiempo  posterior  a  la  vigencia  de  la  actual 
Ley  de  Tierras  Baldías  y  Ejidos,  es  más  que  suficiente  para 
asegurar  la  propiedad  de  dicha  sucesión  sobre  la  citada  es- 
tancia, aunque  ella  estuviese  realmente,  como  se  pretende, 
comprendida  dentro  de  los  llamados  ejidos  de  Caracas,  pues 
ya  hemos  visto  que  durante  ese  período  tales  tierras  eran  pres- 
criptibles y  enajenables,  punto  sobre  el  cual  no  puede  haber 
duda  racional   alguna. 

Lo  mismo  hay  que  decidir  con  respecto  a  las  tierras  de 
las  Vegas  del  Guaire,  que  el  mismo  General  Guzmán  Blanco 
compró  a  Luis  Vallenilla,  por  escritura  otorgada  en  esta  ciudad 
el  26  de  agosto  de  1876  y  registrada  al  siguiente  día  en  la 
Oficina  de  Begistro  competente. 

En  cuanto  a  la  hacienda  El  Conde  o  La  Cuadra,  colin- 
dante con*  las  anteriores  y  comprada  por  el  propio  General 
Guzmán  Blanco,  el  29  de  julio  de  1876,  a  los  causahabientes 
de  la  familia  Mijares  y  Solórzano,  no  hay  duda  de  que  ya  para 
1876  estaba  consumada  la  prescripción  a  favor  de  los  vende- 
dores (suponiendo  que  fuera  menester  ella  a  falta  de  otro 
título)  pues  de  la  propia  documentación  aparece  que  los  Mi- 
jares y  Solórzano  la  poseían  desde  1861.  Si  a  esto  se  agrega 
la  posterior  posesión  del  General  Guzmán  Blanco  y  sus  here- 
deros, ha  trascurrido  varias  veces  el  tiempo  necesario  para 
prescribir. 

Con  el  tiempo  que  abarcan  los  documentos  que  amparan 
a  la  sucesión  Guzmán  Blanco  le  basta  para  asegurar  su  per- 
fecto derecho  basado  en  la  prescripción,  sin  que  en  lo  más 
mínimo  puedan  menoscabárselo  las  disposiciones  de  la  nueva 
Ordenanza  Municipal. 

Ni  aun  probándose,  no  sólo  que  los  terrenos  en  cuestión 
están  comprendidos  dentro  de  la  Data  de  Osorio,  lo  cual  nada 
significa,  sino  también  que  esos  sitios  fueron  algún  tiempo 
ejidos  propiamente  dichos  de  la  ciudad,  en  el  sentido  castizo 
de  la  expresión,  y  como  tales  en  su  origen  inalienables  e  im- 
prescriptibles, tal  circunstancia  (de  que  por  lo  demás  no  hay 
prueba  alguna)  no  bastaría  para  anular  la  prescripción  logra- 
da por  la  sucesión  Guzmán  Blanco,  desde  luego  que  cuando 
su  causante  el  General  Guzmán  Blanco  compró  dichos  terre- 
nos no  estaban  en  la  categoría  de  ejidos,  sino  que  pública 
y  pacíficamente  los  poseían  como  propios  las  personas  que 
se  los  vendieron.    Es   oportuno  traer  a    este    respecto  lo  que 
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dice  D.  José  María  Manresa  Navarro,  en  su  obra  ya  citada 
(tomo  12,  pág.  753)  comentando  el  artículo  1.936  del  Código 
Civil  español,  concordante  con  el  2.031  del  nuestro  vigente  : 
"  Réstanos  indicar,  para  dejar  perfectamente  definido  el  al- 
"  canee  o  la  extensión  del  precepto  consignado  en  dicho  ar- 
tículo, que  aún  aquellos  bienes  excluidos  de  la  prescripción 
"por  la  ley  en  consideración  a  determinadas  condiciones  de 
"las  personas  a  quienes  pertenezcan,  por  privilegiadas  que 
"  éstas  sean,  pueden  llegar  a  ser  prescriptibles  siempre  que 
"  vengan  a  colocarse  por  intervención  de  ellas  o  por  cualquiera 
"  otra  causa  dentro  de  las  condiciones  que  les  hagan  suscep- 
tibles del  comercio  de  los  hombres  ". 

Con  claridad  expone  Ricci  (Obra  citada,  tomo  59,  pág. 
113)  la  doctrina  jurídica  del  artículo  429  del  Código  Civil 
italiano  que,  como  el  nuestro  en  su  artículo  52,  consagra  el  prin- 
cipio de  que  los  bienes  del  dominio  público,  cuando  dejan  de 
estar  destinados  al  uso  público  pasan  al  patrimonio  del  Estado, 
haciéndose  por  consiguiente  enajenables  y  prescriptibles.  "Si 
"  media,  dice,  un  acto  de  la  autoridad  administrativa  o  legis- 
lativa competente  en  virtud  del  cual  cese  el  destino  de  uso 
"público,  en  ese  caso  tenemos  un  punto  departida  cierto 
"  para  fijar  el  momento  en  que  los  bienes  de  dominio  público 
"  han  entrado  a  formar  parte  del  patrimonio  del  Estado.  Pero 
"  no  siempre  puede  mediar  el  Decreto  de  la  autoridad  compe- 
"  tente,  y  en  ocasiones  puede  el  dominio  público  cesar  por 
"  virtud  de  desuso  :  en  este  caso  ¿  se  considerará  efectuada 
"  la  conversión  de  los  bienes  de  dominio  público  en  bienes 
"  patrimoniales  ? 

"  No  vacilamos  en  responder  de  una  manera  afirmativa. 
"La  distinción  de  bienes  del  Estado  en  bienes  del  dominio 
"  público  y  patrimoniales  no  depende,  como  ya  hemos  notado, 
"  de  la  voluntad  del  Legislador,  sino  del  uso  para  que  sirven. 
"  Ahora,  cuando  el  uso  público  respecto  de  un  bien  dado  ha 
"  cesado,  cesa  sin  más  el  dominio  público  sobre  el,  porque 
"  este  es  inconcebible  si  se  le  separa  del  destino  por  uso  pú- 
"  blico.  Si  una  fortaleza  se  arruina  y  no  se  reconstruye,  si 
"  un  trozo  de  vía  pública  se  abandona  por  haberse  construido 
"  uno  nuevo  ;  en  estos  casos,  el  suelo  antes  ocupado  por  la 
"  fortaleza  y  el  que  formaba  el  camino,  no  sirven  más  al  fin 
"  para  que  antes  estaban  destinados,  toda  vez  que  el  uno  no 
"es  ya  plaza  fuerte  ni  el  otro  camino.   Pero  si  el  uso  de  estos 
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"  predios  no  es  público,   se   convierten   en  cosas   privadas  del 
"Estado,  y  por  ende  forman  parte  de  los  patrimonios  ". 

De  allí  que  el  mismo  autor  que  con  igual  claridad  de- 
muestra (tomo  12,  pág.  28)  que  las  obras  ejecutadas  por  alguno 
sobre  el  suelo  destinado  al  uso  público  no  valen  para  hacérselo 
adquirir  por  vía  de  prescripción,  aun  cuando  existan  desde 
tiempos  remotísimos  y  que  la  tolerancia  sobre  la  ocupación 
de  todo  o  parte  de  las  propiedades  del  dominio  público  no 
puede  alegarse  para  fundar  la  legitimidad  de  la  posesión, 
repita  que  esos  bienes  dejan  de  ser  inalienables  e  imprescrip- 
tibles cuando  se  ha  cambiado  su  primitivo  destino. 

Caracas  :  12  de  junio  de  1918. 

(Fdo.)     Pedro  M.  Arcaya. 


Caracas:    agosto  de   1918. 

Señor  Diego  Guzmán  Blanco. 

Presente. 

Estimado  amigo: 

Basado  el  Doctor  Olavarría-Matos  en  los  motivos  que 
expuso  a  Ud.  verbalmente,  de  sus  relaciones  de  familia  con 
uno  de  los  miembros  de  la  Sucesión  Guzmán  Blanco,  de 
que  es  Ud.  apoderado,  de  intento  habíamos  retardado 
el  estudio  que  Ud.  nos  tiene  pedido  acerca  de  la  nueva 
legislación  que  rige  respecto  a  los  ejidos  del  Distrio  Federal, 
de  fecha  28  de  enero  de  1918,  para  que  no  se  atribuyese 
parcialidad  a  nuestro  criterio,  en  razón  de  la  circunstancia 
anotada.  Ahora  bien,  dadas  las  consultas  que  Ud.  ha 
dirigido  a  los  Doctores  Arcaya,  Rodríguez,  Mendoza  y 
Valladares,  Blanco-Uztáriz  y  Machado-Hernández,  quienes 
han  concluido  todos  en  contra  de  la  inalienabilidad  e  impres- 
criptibilidad  pretendida  y  declarada  por  la  citada  Orde- 
nanza respecto  a  losdichos  ejidos, con  lujo  de  argumentación 
y  citas  bastantes  para  fundar  definitivo  criterio  en  la  ma- 
teria, cumplimos  hoy  en  trasmitirle  el  estudio  que  nos  ha 
encomendado. 


sé 


CAPITULO    PRIMERO 

Relación   de  los  diversos   Informes,  motivos  y  Acuerdos 

que  precedieron    la   Ordenanza  sobre   Ejidos 

del   Distrito   Federal 

1 

l9  En  la  Gaceta  Municipal  de  8  de  febrero  de  191  7 
(Número  Extraordinario)  aparece  publicada  una  Nota  del 
Gobierno  del  Distrito  Federal  al  ciudadano  Presidente  del 
Concejo  Municipal,  de  fecha  22  de  enero  de  1917,  remitien- 
do copia  de  un  informe  dirigido  al  Ministerio  de  Obras 
Públicas  por  el  ciudadano  Doctor  Francisco  de  P.  Álamo, 
Inspector  Especial  de  Aguas  y  Montes,  acerca  de  los  terre- 
nos y  vertientes  de  Cotiza,  así  como  también  un  estudio 
del  Síndico  Procurador  Municipal,  sobre  el  mismo  asunto, 
de  cuyos  términos,  dice  el  ciudadano  Gobernador  al  Con- 
cejo «  se  concluye  que  corresponde  al  Municipio  asumir  la 
«administración  de  los  mencionados  terrenos,  por  estar 
«comprendidos  entre  los  que  las  leyes  consideran  ejidos)), 
y  termina,  el  ciudadano  Gobernador,  excitando  al  Concejo 
a  nombrar  una  comisión  de  peritos  «que  constate  la  po- 
«  sesión  de  tales  terrenos  y  pueda  asumir  el  Concejo  la  ad- 
íe ministración  de  ellos  para  los  fines  del  acueducto  que  el 
«Gobierno  está  construyendo,  etc.» 

29  El  Concejo  (25  de  enero  de  1917)  designó  una  comi- 
sión «para   que    determine  si  dichos  terrenos  y   vertientes 

«SON  DEL  COMÚN  O  DE  PROPIEDAD  PARTICULAR». 

NOTA:  Es  de  notar  desde  luego,  que  aún  cuando  pu- 
diera sostenerse  que  los  dichos  terrenos  hubieran  sido  por 
virtud  de  título  y. destino  anteriormente  «del  Común»,  ha- 
bían dejado  de  estar  destinados  a  tal  uso  para  la  época  del 
estudio  e  informe,  según  se  desprende  del  oficio  anterior  del 
ciudadano  Gobernador  que  habla  de  «asumir  la  adminis- 
tración de  ellas,  etc.»  y  también  del  acta  respectiva  en  que 
se  nombra  la  primera  comisión  de  peritos  «para  determi- 
nar si  dichos  terrenos  y  vertientes  son  del  común  o  de  pro- 
piedad particular»  pues  si  el  pretendido  destino  común,  ca- 
racterístico y  esencial  del  ejido,  propiamente  considerado, 
se  hubiera  mantenido  hasta  entonces,  no  es  concebible  que 
hubiese  ignorado  el  Concejo  Municipal  mismo  las  preten- 
siones exclusivistas  de  terceros  que  excluyeran  el  uso  comu- 
nal de  origen. 
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S^-INFORME  ÁLAMO. 

Versa  éste  especialmente  sobre  «los  terrenos  que  ha 
«  mandado  desocupar  la  Prefectura  del  Departamento  Li- 
«bertador  en  la  cuenca  de  la  quebrada  de  Cotizan,  para 
aprovechar  sus  aguas  en  la  construcción  del  acueducto  y 
refiere  en  él  el  expediente  respectivo  de  desocupación,  del 
que  consta  hallarse  en  posesión  de  dichas  tierras  varios 
arrendatarios  de  la  Sucesión  del  señor  José  Tomás  Bueno 
«quien  obtuvo  estas  tierras  del  cerro  de  Avila  en  el  año  de 
((1829)). 

4°  Refiérese  luego  el  informante  a  los  autos  de  Osorio 
de  junio  de  1594,  para  oponer  este  título  al  citado  de  la 
Sucesión  Bueno,  por  decir  que  «  al  hacer  reparto  be  tie- 
rras de  caracas»  comprendió  dentro  de  los  ejidos  la  refe- 
rida cuenca  de  Cotiza. 

59  Cita  asimismo  la  reunión  del  Cabildo  de  24  de 
marzo  «de  1710  (es  decir,  ciento  dieciseis  años  después  del 
«  auto  de  Osorio,  en  que  se  acordó  pedir  amparo  al  Gober- 
«  nador  y  Capitán  General  en  la  posesión  de  las  tierras  de  la 
«ciudad)). — Y  asimismo  el  hecho  de  que  en  abril  de  1806 
el  Ayuntamiento  solicitó  nuevo  amparo  « de  las  tierras 
«señaladas para  ejidos  por  Don  Diego  de  Osorio)).  Y  por 
último,  un  informe  del  Procurador  Municipal  señor  Osío 
en  el  año  de  1543  en  que  al  referirse  a  una  transacción  ce- 
lebrada con  el  Doctor  Nicolás  Anzola,  dice:  «Que  había 
«  visto  con  pena  el  arreglo  porque  ha  llegado  a  persuadirse 
«  después  de  un  detenido  examen,  del  perjuicio  que  ocasiona- 
«  ba  a  las  Rentas,  pues  se  hacía  la  compra  de  unos  terrenos 
«  que  sin  duda  le  pertenecen  a  la  ciudad  ». 

NOTA:  Debe  observarse  desde  luego  que  desde  las  re- 
motas fechas  cuyos  actos  e  informes  cita  Álamo,  era  ya 
materia  de  discusión  por  parte  del  Concejo  con  los  par- 
ticulares la  legítima  posesión  de  las  tierras  que  formaron 
la  composición  Osorio,  hecho  anotado  de  gran  importancia, 
que  por  otra  parte,  los  amparos  solicitados  en  las  tierras 
que  se  dicen  señaladas  por  el  Gobernador  Osorio  como  eji- 
dos de  la  ciudad,  ni  envuelve  que  todas  las  de  la  composi- 
ción fueron  tales  ni  tampoco  que  el  dicho  auto  de  Osorio  no 
hubiera  sido  ya  para  entonces  modiñcado,  derogado  o  susti- 
tuido. En  tan  largo  período  de  tiempo,  no  sólo  hubiera 
podido  oponerse  al  título  Osorio,  otro  título  de  igual  o  me- 
jor valía  que  justificara  la  legítima  posesión  de  dichas  tie- 
rras, sino  que  aun  la  prescripción,  sin  título  ni  buena  fé, 
hubiera  podido  cumplirse.    Por  lo  demás,  como  habrá  de 
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comprobarse  en  el  curso  futuro  de  nuestro  estudio,  en  la 
composición  de  tierras,  de  que  eran  objeto  los  autos  como 
el  de  Osorio,  se  hacía  reparto  de  ellas  en  diversas  catego- 
rías, de  las  que  no  todas  eran  ejidos,  y  por  lo  tanto,  no  to- 
das inalienables  e  imprescriptibles.  Por  lo  tanto,  para  apli- 
car justamente  las  citas  que  hace  el  informante  Álamo,  se- 
ría preciso  ante  todo  determinar,  lo  que  no  hace,  no  sólo 
que  tuvieran  efecto  favorable  al  Cabildo  sus  tales  solicitu- 
des de  amparo,  sino  que,  además,  dichas  tierras  se  halla- 
ban comprendidas  entre  las  que  fueron  señaladas  como  eji- 
dos en  el  reparto  de  tierras  de  que  hubo  de  ser  objeto  pos- 
teriormente el  auto  original  de  Osorio  y  su  ampliación. 

69  Continúa  el  informante  citando  en  apoyo  de  su  cri- 
terio las  Leyes  de  Indias,  que  sostiene  hallarse  en  vigencia, 
aún  bajo  el  régimen  de  nuestra  Legislación,  que  fundan  la 
inalienabilidad  e  imprescriptibilidad  de  los  ejidos. 

NOTA :  Adelante  veremos  el  valor  que  tiene  tal  con- 
cepto de  vigencia  actual  de  aquellas  leyes,  así  como  tam- 
bién el  manifiesto  error  de  derecho  que  constituye  el  apli- 
car al  concepto  ejido  de  nuestras  leyes,  el  muy  restringido 
que  tuvo  entonces. 

II 

ESTUDIO  DEL  SÍNDICO  PROCURADOR  MUNICIPAL 

Era  éste  también  el  que  refería  el  ciudadano  Gober- 
nador en  su  citada  comunicación  al  Concejo. 

I9  Este  extiende  la  inalienabilidad  de  las  tierras  que 
fueron  objeto  del  título  Osorio  a  todas  las  que  lo  compu- 
sieron y  sostiene,  con  mayor  amplitud,  que  las  leyes  que  las 
han  regido  como  (( ejidos))  ....  ni  en  la  época  déla  Colonia 
« ni  en  la  de  la  República »  a  han  permitido  ni  la  enajena- 
ción ni  la  prescripción  de  esta  clase  de  «  terrenos  ». 

29  Dice  ser  ésta  también  la  doctrina  de  nuestra  Casa- 
ción, y  concluye  aconsejando  un  deslinde  y  estudio  de  títulos 
con  el  objeto  siguiente. 

39  Que  si  resultan  comprendidos  en  el  título  Osorio  de- 
clare «  dichos  terrenos  ejidos  de  Caracas,  se  asuma  la  admi- 
«nistración  dejando  abierta  la  vía  judicial  a  quienes  se 
«considerasen  lesionados  por  la  medida)). 

NOTA:  Es  rudimentario,  que  el  Concejo  como  persona 
jurídica  parte  de  la  controversia,  no  podía  constituirse  en 
Juez  de  la  misma  y  declarar  como  lo  aconseja  el  Síndico, 
por  sí  y  ante  sí,  en  su  propio  favor,   la  naturaleza  y  pro- 
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piedad  de  las  tierras  cuyo  derecho  discutía  a  los  terceros  que 
las  poseían,  sino  que  le  era  forzoso,  para  obrar  en  derecho, 
ocurrir  ajuicio  contradictorio,  en  reivindicación,  obrando 
como  demandante  de  las  personas  que  se  atribuyeran  el 
carácter  de  propietarios  de  las  tierras  respectivas,  ya  que  no 
podía  tampoco  el  Concejo  ocurrir  a  la  acción  interdictal 
por  expiración  del  término  en  que  esta  acción  puede  incoarse; 
pero  obrar  como  lo  aconseja  el  informante,  despojando  de 
hecho  a  los  poseedores,  para  obligar  a  los  despojados  a 
obrar  contra  el  Municipio  en  defensa  de  sus  derechos,  equi- 
valdría a  fundar  al  Concejo  una  situación  o  fuero  privile- 
giado ante  la  Ley,  en  abierta  contradicción  con  los  más 
elementales  preceptos  de  nuestra  Ley. 

III 

Sin  embargo,  el  Concejo  Municipal  nombró  una  «Comi- 
sión especial  de  peritos»  que  rindió  informe  en  4  de  febrero 
de  1917  al  Concejo  Municipal,  quien  lo  aprobó  en  su  sesión 
de  6  de  los  mismos. 

Dice  el  dicho  informe : 

l9  Respecto  a  linderos :  concretándose  a  la  quebrada  y 
cuenca  de  Cotiza,  para  determinar  si  éstos  «son  de  propie- 
«  dad  particular  o  quedan  comprendidos  dentro  de  los  eji- 
«  dos  de  Caracas*  que  se  adhieren  a  la  opinión  de  Álamo  y 
siguiendo  los  límites  de  los  títulos  Osorio,  concluyen  que 
dicha  zona  se  halla  comprendida  en  tierras  ejidos. 

29  En  cuanto  al  punto  de  derecho,  afirman  también  la 
inalienabilidad  e  imprescriptibilidad  de  los  ejidos  de  Cara- 
cas, diz  que  basados  en  nía  doctrina  tanto  de  la  legislación 
((española  como  venezolana  y  jurisprudencia  de  nuestra 
((Casación)). 

Como  bien  se  vé,  nada  nuevo  aporta  el  informe  de  los 
peritos. 

IV 

Basado  en  tales  antecedentes  e  informes  el  Concejo  Mu- 
nicipal, en  acuerdo  de  6  de  febrero  del  mismo  año,  declara : 
«  que  los  terrenos  que  forman  las  vertientes  de  Cotiza  per- 
(( tenecen  a  los  ejidos  de  Caracas»  y  ordena  en  consecuencia 
«  su  utilización  en  la  obra  del  acueducto  ». 

NOTA:  Siguió  pues  el  procedimiento  aconsejado  por 
el  Síndico  Procurador  Municipal,  constituyéndose  así  en 
Juez  de  su  propia  causa,  en  oposición  al  derecho  alegado 
por  la  Sucesión  Bueno. 
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ESTADO  SARRIA. 

1°  En  la  propia  Gaceta  citada,  aparece  de  seguidas  una 
representación  de  varios  ciudadanos  dirigida  al  Concejo 
Municipal  con  fecha  22  de  diciembre  de  1916  que  expone  en 
resumen:  « que  tienen  casas  en  tierras  de  las  que  se  han  ve- 
«  nido  llamando  Estado  Sarria  y  que  como  saben  que  di- 
a  chas  tierras  son  ejidos  piden  a  la  Corporación se 

((Sirva    DECRETAR  QUE  PERTENECEN   AL    COMÚN,    pues    Se    les 

«  cobra  piso  sobre  ellas  por  el  Sr.  Mac.  Gilí,  quien  se  dice 

«PROPIETARIO». 

NOTA:  Salta  a  la  vista,  como  punto  previo,  que  el 
Concejo  ha  debido  declararse  incompetente  para  tal  decla- 
ratoria y  que,  de  querer  atender  la  solicitud  anterior  por 
considerarla  fundada,  el  Concejo  ha  debido  demandar  a 
quien  se  decía  propietario  de  aquellas  tierras,  pues  que, 
al  decidir  la  controversia  por  sí  y  ante  sí,  usurpaba  una 
facultad  que  la  Ley  no  le  atribu3^e  y  por  lo  tanto,  eje- 
cutaba un  acto  de  nulidad  absoluta  por  expresa  disposi- 
ción del  artículo  29  de  la  Constitución  Nacional.  Pero  por 
lo  demás,  mal  podía  en  todo  caso  el  Concejo  declarar  «del 
Común»  los  dichos  terrenos  cuando  según  propia  confe- 
sión de  los  solicitantes,  se  hallaban  ocupados  particular- 
mente por  sus  casas,  en  beneñcio  propio  y  exclusivo  de 
ellos,  hecho  éste  de  por  sí  bastante  para  excluir  la  pre- 
tendida clasiñcación  de  ((tierras  del  común »  cuya  declara- 
toria solicitaban  sus  ocupantes  peticionarios. 

29  Sin  embargo,  el  Concejo  tomó  cuenta  de  ella  en 
sesión  de  15  de  enero  del  mismo  año,  pasó  la  solicitud 
al  estudio  de  la  comisión  de  propiedades  Municipales  ase- 
sorada del  Síndico  y  éstos  rinden  informe  con  fecha  29 
de  los  mismos,  aprobado  en  sesión  del  Concejo  de  6  de 
febrero  del  propio  año. 

39  El  informe  dicho,  después  de  señalar  los  títulos  de 
Mac.  Gilí,  entre  los  que  se  halla  al  propio  Concejo  como 
causante  remoto  de  aquél,  establece:  que  sea  cual  fuere 
el  título  de  Mac.  Gilí,  aun  el  de  la  prescripción  adquisitiva 
cumplida,  éste  no  pudiera  atribuirle  la  propiedad  de  dichas 
tierras  por  hallarse  comprendidas  dentro  de  los  linderos 
que  señalara  la  composición  Osorio,  regidos  por  leyes  es- 
peciales que  los  han  constituido  y  constituyen  en  inaliena- 
bles e  imprescriptibles. 

49  Cita  el  informe  también  las  Leyes  de  Partidas  en 
en  lo  que  a  « ejidos  y  bienes  del  dominio  público  se  reñeren  » , 
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sosteniendo  la  actual  vigencia  de  ellas  en  el  punto,  por 
cuanto  dicen:  que  la  Ley  de  26  de  abril  de  1838  la  man- 
tuvo por  disposición  de  su  artículo  29  «en  todo  lo  que 
« directa  o  indirectamente  no  se  opongan  a  la  Constitución, 
« Leyes  y  Decretos  que  haya  dictado  o  decretare  el  Poder 
«.Legislativo ». 

NOTA:  No  observaron  los  informantes,  que  es  preci- 
samente del  citado  articulo  29  que  se  deduce  uno  de  los  ar- 
gumentos de  mayor  fuerza  para  fundar  la  derogatoria  de 
la  Leyes  de  Partidas,  porque  la  inalienabilidad  e  impres- 
criptibilid ad  absolutas  de  los  ejidos  son  opuestas,  no  sólo  a 
las  Leyes  y  Ordenanzas  diversas  que  los  han  regido  espe- 
cialmente, sino  que  también  lo  son  a  expresas  disposiciones 
de  nuestra  Constitución  y  Legislación  Civil. 

Y  anotemos  desde  luego:  que  ha  de  resultar  forzosa- 
mente sin  base,  toda  argumentación  acerca  de  clasificación 
de  bienes  inalienables  e  imprescriptibles,  derivada  de  las 
derogadas  leyes  de  Partidas  y  de  Indias,  así  como  también, 
de  ningún  valor  derecho  de  propiedad  alguno  que  preten- 
da justificar  su  única  base  legal  en  títulos  de  índole  cuales- 
quiera que  no  fueran  conformes  a  nuestra  Legislación  nacio- 
nal, a  partir  de  la  fecha  en  que  fundó  su  imperio  nuestra 
Codificación  de  1867.  Y  asimismo  debe  fundarse  para  co- 
menzar nuestra  precisión  requerida  de  la  futura  argumen- 
tación concreta  respecto  a  la  Ordenanza  cuyo  estudio  se 
nos  ha  encomendado,  que  se  falsea  la  verdad  al  sostener: 
que  ha  sido  unánime  y  concorde  nuestra  Legislación  espe- 
cial, scbre  la  materia,  en  el  sentido  de  mantener  siempre 
a  los  ejidos  su  pretendido  carácter  de  inalienables  e  im- 
prescriptibles, pues  que,  no  sólo  ha  permitido  dárselos  en 
enfiteusis,  lo  que  envuelve  la  enajenación  por  caracterís- 
tica esencial  de  este  contrato,  sino  que  también,  expresa- 
mente, se  han  autorizado  las  enajenaciones  en  más  de  una 
de  las  Ordenanzas  Municipales  que  han  regido  dichos  bienes. 
Ya  hemos  visto  cómo  una  de  las  Comisiones  anteriores  al 
estudiar  los  títulos  de  propiedad  de  Mac.  GUI  señala  al 
Concejo  como  causante  remoto  de  éste. 

59  Pero  a  pesar  de  ello,  continúa  el  informe  :  «  en  cuan- 
«  to  a  que  los  ejidos  no  se  pueden  prescribir,  la  Ley  de  Tie- 
«  r ras  Baldías  y  Ejidos  no  lo  dice  expresamente;  pero  al 
«prohibir  su  venta,  los  coloca  en  la  clase  de  cosas  que  no 
« están  en  el  comercio  y  sobre  las  cuales  no  hay  prescrip- 
«  ción  ». 

NOTA :  Error  gravísimo :  aparte  de  que  sólo  al  Mu- 
nicipio compete  la  facultad    de  legislar    sobre    los   bienes 
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concejiles  (Véase  Orángel  Rodríguez  « La  Cuestión  de  los 
Ejidos»,  Gaceta  Jurídica  N9  17)  es  antijurídico  alegar  que 
no  estén  en  el  comercio  los  bienes  que  son  susceptibles  de 
aprovechamiento  particular,  y  el  contrato  de  arrendamien- 
to, del  que  nadie  discute  que  pueda  ser  objeto  el  ejido, 
impone  el  aprovechamiento  de  éste  por  parte  de  quien  lo 
arrienda. 

69  También  refieren  los  informantes  las  Ordenanzas 
que  han  permitido  las  enajenaciones  de  los  ejidos  y  para 
no  atribuirles  valor  nos  dicen :  « sabido  es  que  tales  dis- 
aposiciones no  valen  por  colidir  con  la  Ley  nacional  respec- 
« tiva,  y  los  contratos  en  ellas  fundados  son  nulos,  en  el 
« sentido  de  que  a  los  ojos  de  la  Ley  no  han  tenido  naci- 
«  miento  semejantes  enajenaciones  de  las  cosas  que  no  están 
«  en  el  comercio  ». 

NOTA :  Ya  hemos  visto  que  anteriormente  apuntan  los 
informantes  que  nuestra  Legislación  toda  ha  mantenido  en 
toda  época  los  caracteres  de  inalienabilidad  e  imprescriptibi- 
lidad  que  tuvieron  los  ejidos  en  la  Legislación  de  las  Parti- 
das; pero  luego  en  presencia  de  las  Ordenanzas  especiales 
que  han  permitido  su  enajenación,  no  hallan  otro  modo 
de  evadirlas,  que  declarando  como  lo  hacen,  tanto  la  nu- 
lidad de  dichas  Ordenanzas,  como  la  de  los  contratos  ce- 
lebrados bajo  su  imperio. 

No  es  necesario  insistir  en  que  mientras  no  se  hubiesen 
declarado  por  la  autoridad  competente  la  colisión  y  nulidad 
de  dichas  Ordenanzas  que  alegan  los  informantes,  surtieron 
todos  sus  efectos  jurídicos  y  asimismo,  entretanto  man- 
tendrían también  su  fuerza  y  vigor  los  contratos  legal- 
mente  celebrados  bajo  la  vigencia  de  aquellas  leyes,  pues 
es  de  principio  que  los  contratos  nulos  o  anulables,  sólo 
dejan  de  existir  en  cuanto  a  los  derechos  y  obligaciones 
que  de  ellos  se  derivan,  cuando  tal  nulidad  es  declarada 
por  la  autoridad  judicial  a  quien  compete,  con  la  sola 
diferencia  bien  conocida  de  los  efectos  de  la  declaratoria, 
en  cuanto  a  los  actos  de  ejecución  del  contrato,  anteiiores 
a  la  declaratoria  de  su  nulidad. 

79  Pero  fué  sinembargo,  también  en  el  informe  anterior 
que  aprobó  el  Concejo  que  se  basó  el  acuerdo  de  fecha  6  de 
febrero  de  1917  por  el  que  se  decide :  «  asumir  como  en  efecto 
asume  la  administración  de  los  terrenos  La  Consolación, 
« Estado  Sarria  y  Carrizales))  administración  que  continúa 
ejerciendo  el  Concejo,  dando  aquellas  tierras  a  particula- 
res  (Art.  3?,   Ordenanza  vigente)   a  quienes  lo  soliciten  y 


hayan  edificado   o  pretendan  hacer  casas  en  ellos   a  en  uso 
«permanente  del  terreno  mientras  subsista  el  ediñcio.)) 

NOTA:  El  artículo  que  dejamos  citado  de  la  Ordenanza 
vigente,  será  objeto  de  un  estudio  especial  cuando  a  la  dicha 
Ordenanza  lleguemos. 

VI 

CALLES    DE  CARACAS 

l9  En  oficio  de  2  de  octubre  de  1917  el  Gobierno  del 
Distrito  Federal,  como  consecuencia  de  un  informe  del  In- 
geniero Municipal,  acerca  de  prolongación  de  ciertas  calles 
que  dice  no  estar  trazadas  conforme  lo  resolvieran  la  Re- 
solución Presidencial  de  17  de  junio  de  1872  y  el  Acuerdo 
Municipal  de  1875,  excítase  al  Concejo  a  que  «dicte  las 
«  medidas  pertinentes  a  su  cumplimiento.)) 

29  Tomada  consideración  de  dicha  excitación  por  el 
Concejo,  dispuso  pasarla,  en  5  de  los  mismos,  a  una  comi- 
sión especial  «  para  su  estudio  e  informe » . 

39  En  este  estado  el  Síndico  Procurador  Municipal  rin- 
dió con  fecha  16  de  enero,  otro  informe  acerca  del  particu- 
lar, y  después  de  referirse  a  las  Resoluciones  citadas,  conclu- 
ye :  que  el  procedimiento  legal  al  objeto  perseguido  es  el  de 
dictar  una  Resolución  acordando  la  prolongación  y  decla- 
rando dichas  obras  de  utilidad  pública,  proceder  a  la  expro- 
piación de  las  tierras  requeridas  a  la  prolongación  «  de  ser 
«éstas  de  propiedad  particular ;»  pero  advierte  de  seguidas 
que:  «estudia  actualmente  los  títulos  de  los  ejidos  de  Ca- 
«  racas,  y  avanza  la  opinión  de  que  los  terrenos  donde  se 

«HARÁN  ESAS  PROLONGACIONES  DE  CALLES  PERTENECEN  A 
«DICHOS  EJIDOS  Y  EN  ESE   CASO  NO  SERÍA   NECESARIA   LA    EX- 

«  propiación  de  ellos,»  aconsejando  que  así  lo  declarase  el 
Concejo  «  mediante  el  estudio  e  informe  de  una  Comisión  de 
«peritos  nombrada  al  efecto. » 

49  En  virtud  de  tal  avanzada  opinión  del  Ciudadano 
Síndico,  acogida  por  la  Comisión  especial  en  24  de  los  mis- 
mos, se  designó  por  el  Concejo  la  comisión  de  peritos  en  se- 
sión del  misnio  día  y  en  4  de  febrero  del  propio  año,  ésta 
rindió  su  informe  así : 

Respecto  a  linderos,  los  Ingenieros  « y  peritos  en  topo- 
«  grafía  del  lugar)):  «  que  dichos  terrenos  están  dentro  de  los 
«  ejidos  de  la  ciudad  de  Caracas;»  basando  tal  conclusión, 
«  primero :  en  los  títulos  de  Osorio  :  segundo,  en  la  naturale- 
«  za  de  los  ejidos  « en  la  época  de  la  Colonia  »;  tercero,  en  el 
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espíritu  del  Magistrado  que  los  fundó  para  Caracas  de 
mantenerlos  para  la  comunidad  « tan  manifiesto  » — dicen — 
«  que  hasta  ordenó  readquirir  los  que  en  esa  misma  parte 
« le  habían  sido  dados  a  Sancho  del  Villar  a  quien  se  devol- 
«  vieron  los  cuarenticinco  pesos  que  de  él  había  recibido  el 
«Cabildo)),  y,  cuarto:  que  además  « no  están  incluidos  los 
« terrenos  de  que  se  trata  en  las  excepciones  que  se  hicieron 
«  en  el  mismo  auto.)) 

NOTA:  Es  de  notar  esencialmente  respecto  a  los  consi- 
derandos tercero  y  cuarto  de  la  conclusión  copiada,  que  en 
este  último  (el  cuarto)  se  reconoce  expresamente  que  el  Go- 
bernador Osorio  estableció  señaladas  excepciones  en  sus 
autos  de  composición  de  tierras;  y  ésto  fué  así  no  sólo  en 
los  tantas  veces  citados  de  1459,  sino  también  en  muchos 
otros  posteriores  emanados  de  su  propia  autoridad  o  de 
la  de  sus  sucesores  en  el  cargo,  y  también  del  propio  Rey 
en  cuyas  facultades  ilimitadas  se  hallaba  sin  duda  la  de 
modificar  y  derogar  los  autos  de  composición  de  aquéllos 
sus  subalternos  que  obraban  por  delegación  de  su  suprema 
autoridad  ;  confesión  verídica  ésta  que  me  apresuro  en  ano- 
tar porque  es  distinción  de  todos  los  demás  informes  el  ar- 
gumento de  que  los  autos  de  1459  se  mantienen  hoy  incólu- 
mes, tanto  en  el  trazado  de  las  tierras  que  compusieron 
como  en  sus  efectos  y  consecuencias  de  derecho.  Y,  respecto 
al  considerando  tercero,  que  si  bien  es  cierto  que  aquel  Ma- 
gistrado Colonial  ordenó  «  readquirir  *,  las  tierras  que  se 
dieran  a  del  Villar,  devolviéndose  la  cantidad  que  por  ellas 
«  había  recibido  el  cabildo))  ello  conduce  a  la  forzosa  con- 
clusión de  que  también  entonces  se  daban  en  venta  las  tie- 
rras comprendidas  dentro  de  los  linderos  que  demarcara  el 
auto  de  Osorio,  pues  que  no  otra  cosa  que  la  resolución 

DE  TAL  CONTRATO  IMPLICA  QUE  EL  VENDEDOR  «  READQUIE- 
RA »  SU    COSA    MEDIANTE      « LA     DEVOLUCIÓN    DE    SU     PRECIO  )> 

al  COMPRADOR. 

59  Continúan  los  informantes  abogados  sobre  el  punto 
de  derecho  de  la  cuestión  sometida  al  estudio  de  la  comi- 
sión, aduciendo  siempre  las  legislaciones  coloniales  y  de 
la  República,  así  como  la  mal  interpretada  y  compren- 
dida doctrina  de  Casación  en  su  fallo  de  29  de  abril  de 
1909.  (Véase  el  estudio  del  doctor  José  Santiago  Rodrí- 
guez a  la  Sucesión  Guzmán  Blanco  sobre  el  particular, 
que  fué\  uno  de  los  firmantes  de  la  dicha  sentencia),  para 
concluir  también  « que  estos  terrenos  pertenecen  a  los  eji- 
dos de  Caracas))  por  estar  comprendidos  en  los  títulos 
respectivos  y  ser  inalienables  e  imprescriptibles.   El  infor- 
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me  anterior  se  aprobó  en  sesión  del  Concejo  de  6  de 
febrero  del  mismo  año  y  en  la  misma  fecha  dicha  Cor- 
poración acuerda  :  Primero.— Prolongar  las  calles ;  y  Se- 
gundo.— «Notificar  a  los  ocupantes  que  estos  terrenos 
están  en  los  ejidos  de  Caracas». 

NOTA:  Como  bien  se  vé,  fundado  el  acuerdo  en  el  in- 
forme arriba  citado,  envuelve  también  de  hecho  el  con- 
cepto de  despojo  de  las  tierras  a  las  personas  que  los 
poseyesen  para  entonces,  cualquiera  que  fuese  su  título, 
como  consecuencia  también  de  la  inalienabilidad  e  im- 
prescriptibilidad  de  los  ejidos,    que  el  informe  funda. 

La  ordenada  notificación  fué  hecha,  como  usted  bien 
lo  sabe,  a  la  Sucesión  Guzmán  Blanco  en  oficio  del  ciu- 
dadano Prefecto  de  este  Departamento  Libertador,  dis- 
tinguido con  el  número  43,  de  fecha  14  de  febrero  de 
1917,  que  contestaron  los  doctores  Valladares,  Blanco— 
Uztáriz  y  Olavarría-Matos,  como  apoderados  de  la  Suce- 
sión, el  día  15  de  los  mismos  mes  y  año,  protestando  la 
ilegalidad  de  tal  proceder,  así  como  reiterando  el  ánimo 
de  propietaria  con  que  los  poseía  la  Sucesión,  basada  en 
títulos  indiscutibles.  También  se  refería  el  expresado  oficio 
del  ciudadano  Prefecto  al  terreno  que  denominan  La 
Playa  o  Mercado  de  Ganado,  respecto  al  que  se  hizo 
idéntica  protesta  al  Presidente  de  la  Junta  Directiva  de  la 
Compañía  Anónima  Nuevo  Circo  de  Caracas. 

VII 

TERRENOS  AL  NORTE  DEL  ANTIGUO  MATADERO 

l9— Por  virtud  de  Nota  del  Concejal  doctor  V.  M. 
Rada  y  el  Síndico  Procurador  Municipal,  Argimiro  Al- 
bornoz; solicitud  del  general  Eduardo  G.  Mancera,  como 
Presidente  de  la  Compañía  Anónima  Nuevo  Circo  de 
Caracas,  en  que  alega  éste  que  los  terrenos  dichos  son 
de  « propiedad  del  Municipio  y  nó  de  la  Sucesión  Guz- 
mán Blanco»  sosteniendo  además  hallarse  {(incluidos  en 
el  contrato  celebrado  entre  el  ciudadano  Gobernador  y 
el  suscrito  (Mancera) »  y  también  por  razón  de  represen- 
tación de  la  Junta  Directiva  de  la  « Asociación  de  Ciga- 
rrerías Independientes»  en  que  participa  haber  compra- 
do a  la  Sucesión  Guzmán  Blanco  mel  referido  terreno 
cuyos  títulos  hizo  estudiar  y  fueron  encontrados  confor- 
mes)) pero  que  «habiendo  tenido  vagos  informes  de  que 
el  Gobierno  del    Municipio    cree  tener  algún    derecho  en 
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este  terreno»  termina  solicitando  «informes  sobre  el  par- 
ticular»,—  en  vista  de  aquel  informe  y  dichas  solicitud 
y  representación,  el  Gobernador  del  Distrito  Federal  se 
dirige  al  Concejo  Municipal  en  oficio  de  2  de  febrero  de 
1917  acompañándolos  «para  la  consideración  de  ese 
Cuerpo  a  Jos  ñnes  determinados))  en  informe  y  represen- 
taciones. 

29  El  informe  aludido  tiene  fecha  31  ele  enero  de 
1917;  dice  haber  estudiado  el  asunto,  concluyendo,  como 
los  anteriores,  que  también  estas  tierras  forman  parte 
de  los  ejidos  de  Caracas,  insinuando  se  las  destine  a  a  la 
realización  de  las  obras  de  ornato  y  utilidad  públicos 
anexos  al  Nuevo  Circo  de  Caracas)). 

39  En  C  de  febrero  del  mismo  año  «fué  adoptado 
«como  propio»  por  el  Concejo  el  informe  del  Síndico  Al- 
bornoz y  del  Concejal  Rada  y  en  la  misma  fecha  «se 
acuerda))  que  el  Concejo  «l9  Reasume  desde  esta  féchala 
posesión  del  terreno... »  y  29  Se  cede  «  esta  área  de  terreno 
al  ciudadano  Gobernador  para  las  obras  proyectadas)). 

NOTA:  Obsérvese  respecto  a  la  representación  de  la 
Junta  de  Cigarrerías  Independientes  que  ésta  hizo  estu- 
diar los  títulos  de  la  Sucesión  Guzmán  Blanco  de  dichas 
tierras,  y  según  propia  expresión  de  la  Junta  « fueron 
encontrados  conformes))  y  respecto  a  la  solicitud  de  Man- 
cera,  que  éste  alega  que  el  dicho  terreno  está  incluido 
en  el  contrato  celebrado  el  17  de  enero  para  la  cons- 
trucción del  Nuevo  Circo ;  y  aparte  de  que  es  discutible 
que  tal  obra  pueda  ser  considerada  de  utilidad  pública, 
habremos  de  puntualizar  una  de  las  dos  situaciones 
siguientes :  si  en  verdad  dichos  terrenos  son  parte  de  los 
ejidos  de  Caracas,  inalienables  e  imprescriptibles,  no  pu- 
dieron darse  a  Mancera;  y  si  eran  susceptibles  de  apro- 
piación particular,  la  Sucesión  Guzmán  Blanco  que  los 
poseía  con  justo  título,  pudo  oponer  al  Municipio,  a  más 
de  aquél,  su  prescripción  adquisitiva  cumplida.  Así,  pues, 
el  aludido  Acuerdo  Municipal  confirma  la  alienabilidad 
de  dicho  terreno,  por  lo  tanto  su  prescriptibilidad  y  favo- 
rece y  fortifica  de  esa  manera  el  derecho  de  la  Sucesión 
Guzmán  Blanco,  respecto  a  los  terrenos  nombrados  del 
antiguo  Matadero,  pues  que  bien  pudieron  ser  adquiri- 
dos y  poseídos  por  la  Sucesión  con  los  elementos  reque- 
ridos a  la  posesión  para  basar  la  prescripción. 

Basados,  pues,  en  los  argumentos  que  contiene  la  parte 
final  de  esta  Nota,  concluimos  en  afirmar  la  absoluta  va- 
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lidez  jurídica  del  título  de  propiedad  de  la  Sucesión  Guz- 
mán  Blanco  respecto  a  dichas  tierras,  derecho  en  protec- 
ción del  cual  pudiera  obrar  en  reivindicación  contra  el 
actual  poseedor. 


CAPITULO  SEGUNDO 

Comisión    de    Juristas    nombrada    especialmente   para 

informar  sobre  la  Ordenanza  de  Ejidos 

I 

Entretanto  ocurrían  los  hechos  anteriormente  narra- 
dos, que  fueron  causa  de  los  diversos  acuerdos  citados, 
cursaba  por  ante  el  Concejo  Municipal  un  proyecto  de 
Ordenanza  sobre  ejidos  y  terrenos  de  propiedad  Munici- 
pal, acerca  del  cual,  según  el  decir  del  Acuerdo  respec- 
tivo de  fecha  20  de  julio  de  1917  « han  surgido  criterios 
a  distintos  sobre  inalienabilidad  de  aquéllos))  y  a  sobre  la 
«facultad  del  Concejo  para  conceder  el  uso  de   terrenos  eji- 

((dos »   lo  que  movió  a  la   Corporación  a  «  nombrar  una 

(í  comisión  compuesta  de  los  abogados  Doctores  F.  Arroyo 
« Parejo,  Raúl  Crespo  Vivas  y  Argimiro  Albornoz»,  para 
que  informase  sobre  los  siguientes  puntos  : 

l9  Enajenación  o  nó  de  los  ejidos  en  la  legislación  ve- 
nezolana antigua  y  moderna  y  su  prescripción. 

29  Proyecto  de  Ordenanza  sobre  Ejidos  y  Terrenos  Mu- 
nicipales que  se  discutía  en  el  Concejo,  y  que  con  ligeras  mo- 
dificaciones, no  esenciales,  es  la  que  rige  y  aparece  pu- 
blicada en  la  Garceta  Municipal  de  fecha  5  de  febrero  de 
1918. 

39  Opinión  sobre  las  Resoluciones  anteriormente  seña- 
ladas y  referidas  relativas  a  terrenos  del  Estado  Sarria,  Co- 
tiza, terrenos  Norte  del  antiguo  Matadero  (de  la  Sucesión 
Guzmán  Blanco)  y  prolongación  de  las  calles  (también  par- 
te en  terrenos  de  la  Sucesión);  y 

4?  Sobre  cualquier  otro  punto  que  le  fuere  sometido 
por  el  Concejo  relacionado  con  la  misma  materia  de  ejidos. 

Debe  advertirse,  pues  es  importante,  que  sólo  el  criterio 
de  los  Doctores  Arroyo  Parejo  y  Crespo  Vivas  podía  traer 
nuevas  luces  al  estudio  concreto  de  tan  importantes  asun- 
tos, pues  que  el  pensar  del  Doctor  Albornoz  acerca  de  ellos 
era  para  entonces  bien  conocido,  pues  que,  en  su  carácter  de 
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Síndico  Procurador  Municipal,  había  informado  sobre  todos 
los  particulares  del  cuestionario,  concluyendo,  como  se  ha 
visto,  en  afirmar  la  propiedad  del  Municipio  en  todas  las 
tierras  comprendidas  dentro  de  los  linderos  de  los  títulos  de 
1459,  afirmando  asimismo  la  inalienabilidad  e  imprescrip- 
tibilidad  de  tales  tierras,  basado  tanto  en  la  naturaleza 
jurídica  que  les  atribuye,  como  por  sostener  que  así  lo  ha- 
bían fundado  y  mantenían  también,  las  legislaciones  todas 
de  la  época  colonial  y  las  diversas  de  la  República.  Y  tiene 
importancia  mucha  tal  observación,  por  cuanto  el  informe 
que  luego  estudiaremos  y  que  aparece  publicado  en  la  Gace- 
ta Municipal  de  9  de  febrero  de  1918,  se  halla  suscrito  tan 
sólo  por  los  nombrados  Doctores  Crespo  Vivas  y  Albornoz, 
y  es  sabido  de  todos  que  la  opinión  del  Doctor  Arroyo  Pa- 
rejo fué  esencialmente  contraria  a  la  de  aquellos  informan- 
tes, pues  concluyó  en  sostener  la  naturaleza  enajenable  y 
prescriptible  de  las  tierras  a  que  el  informe  se  contrae,  así 
como  el  derecho  ñrmísimo  e  indiscutible  de  los  propieta- 
rios actuales  de  esas  tierras,  en  oposición  al  pretenso  de- 
recho del  Municipio. 

Hay  más:  también  era  conocida  la  opinión  del  Doctor 
Crespo  Vivas  en  este  punto,  pues  al  informar  acerca  de  la 
controversia  surgida  entre  los  vecinos  de  Caraballeda  y  el 
actual  propietario  de  «Juan  Díaz»,  señor  Alfredo  Dalla— Cos- 
ta, cuyo  derecho  defendió  el  Doctor  Olavarría-Matos,  el 
Doctor  Crespo  Vivas  sostuvo  en  su  dicho  informe  al  Con- 
cejo, que  las  tierras  y  aguas  discutidas  eran  de  aquel  Mu- 
nicipio, derivando  el  derecho  de  los  actuales  habitantes  de 
la  región,  también  de  un  título  de  la  época  colonial,  el  de 
Don  Sancho  de  Alquiza  en  favor  de  los  indios  Quiriquiríes, 
que  data  de  1608,  concluyendo  igualmente  en  sostener  la 
inalienabilidad  e  imprescriptibilidad  de  aquellas  tierras  ba- 
sando sus  conclusiones  en  el  propio  texto  de  las  Leyes  de 
Indias  y  también  en  las  posteriores  de  nuestra  República. 
Y  bien  se  vé,  que  si  nó  identidad  absoluta  existe  entre  uno  y 
otro  caso,  por  lo  menos,  sí  una  semejanza  de  señalada  pe- 
culiaridad que  bien  hacía  presentir  desde  entonces  la  con- 
clusión a  que  habrían  de  llegar  los  consultados  Crespo  y 
Albornoz,  si  nó  por  convicción,  sí  forzados  por  consecuencia 
y  respeto  a  la  doctrina  de  derecho  que  con  anterioridad  hu- 
bieran expuesto  públicamente:  (también  firmaban  con  Cres- 
po Vivas  el  dicho  estudio,  los  Doctores  Albornoz  y  Gómez 
Valero). 

El  informe  a  que  se  hace  alusión  fué  aprobado  por 
el  Ilustre  Concejo  Municipal  en  sesión  de  3  abril  de  1916  ; 
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dicha  Corporación  lo  calificó  de  ((luminoso))  y  ordenó  su 
publicación  en  folleto  que  fué  extensamente  repartido  ;  asi- 
mismo fué  publicado  por  los  periódicos  El  Universal  y  El 
Nuevo  Diario  en  sus  ediciones  respectivas  del  día  3  de  abril 
de  1916  y  siendo  así,  resulta  sin  lugar  a  dudas  que,  sin 
someter  a  juicio  los  conocimientos  de  éstos  dos  informan- 
tes cuyas  opiniones  nos  toca  hoy  estudiar  por  encargo  de 
Ud.,  como  Apoderado  de  la  Sucesión  Guzmán  Blanco,  es 
incuestionable,  decíamos,  que  la  indicada  circunstancia  dis- 
minuye en  mucho  la  consideración  adversa  que  pudiera 
explotarse  respecto  al  informe  del  Doctor  Arroyo  Parejo, 
deducida  del  hecho  de  contrarrestar  su  valiosa  opinión 
unipersonal,   la  de   sus  dos  colegas  de  comisión. 

Hecha  la  anterior  observación,  estudiaremos  especial- 
mente el  informe  Crespo  Vivas-Albornoz,  pues  que,  como 
habrá  de  observarse,  contiene  éste  la  doctrina  de  toda  la 
materia  que  legisla  la  Ordenanza  respectiva  de  28  de  enero 
de  1918,  (Gaceta  Municipal  de  5  de  febrero  del  mismo  año) 
de  que  formaba  parte,  además,  el  cuestionario  sometido 
a   esta  última  comisión  especial. 

II 

INFORME  CRESPO  YIYAS-ALBORNOZ 

La  primera  parte  del  informe  Crespo-Albornoz  se  de- 
dica a  precisar  el  concepto  jurídico  de  la  palabra  («exido») 
ejido,  en  la  legislación  española,  y  a  pesar  de  que  hacen 
alusión  al  comenzar  su  estudio  a  la  necesidad  de  definir 
varios  conceptos,  de  cuya  « deñnición  surge  naturalmente 
(da  claridad  que  importa  sobremanera  en  toda  labor  jurí- 

((dica »  y  a  pesar  también  de  que  luego  encabezan   el 

capítulo  que  se  refiere  al  ejido  en  la  legislación  española, 
con  la  siguiente  pregunta:  ((¿qué  se  entiende,  pues,  por  eji- 
(( dos,  baldíos,  propios,  bienes  del  dominio  público  y  bienes 
«patrimoniales?)),  limítanse  los  informantes  en  su  estudio 
de  la  legislación  española  acerca  del  punto,  a  deñnir  sólo 
el  ejido  con  el  Diccionario  de  Escriche  interpretando  a  la  vez 
algunos  textos  de  las  Leyes  de  Indias  y  de  Partidas,  para 
llegar  a  la  conclusión  de  que  aquella  Legislación  atribuye 
a  la  voz  ejido  una  doble  acepción,  reñriéndola  indistinta- 
mente, según  el  uso  a  que  se  aplicasen,  a  las  tierras  afec- 
tas exclusivamente  al  aprovechamiento  y  uso  común  de 
los  vecinos  de  la  población  a  que  pertenecen,  para  el  recreo, 
desahogo,  esparcimiento,  labranzas  y  pastos  comunes  y 
para  usos  o  destinos  públicos,  por  su  naturaleza,  tales  como 
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puertos,  radas,  fortalezas,  plazas  de  guerra  y  demás  obras 
requeridas  a  la  defensa  nacional  *  terreno  que  estaba  «ex- 
«  tra-comerciunn  y  que  no  podía  constituir  el  patrimonio 
«  de  nadie  ni  ser  en  consecuencia  objeto  de  venta,   contrato, 

«  prescripción  ni  hipoteca »   y  continúan  los  informantes : 

apero  como  estaba  destinado  también  (el  ejido)  muy  par- 
ticularmente AL  CRECIMIENTO  DE  LA  POBLACIÓN,  es  ló~ 
ngico  y  natural  suponer  y  aún  deducir  que  SE  PERMITÍA  SIN 
«  embargo  edificar,  pues  la  población  se  ensancha  y  au- 
gmenta no  sólo  en  plazas,  parques,  calles  y  jardines,  sino 
«  en  construcciones  destinadas  al  uso  particular,  como 
ala  casa,  hogar  inviolable  por  la  Constitución  y  protegido 
« por  la  Ley  Penal)). 

Hé  aquí,  en  nuestro  sentir,  la  base  fundamental  del 
singular  error  de  los  informantes  Crespo  Vivas  y  Albor- 
noz, pues  es  claro  que  no  es  sólo  una  superficial  y 
doble  acepción  jurídica  del  mismo  término  ejido  la  deduc- 
ción que  impone  su  definición  en¿;  relación  con  los  textos 
de  las  Leyes  de  Partidas  e  Indias  que  estudiaron,  sino 
que,  contienen  estos  textos  en  su  expresiva  claridad  y  si 
se  les  considera  en  su  justo  alcance  y  sentido  jurídico,  la 
honda,  fundamental,  y  bien  definida  clasificación  de  los 
bienes  que  pertenecen  a  la  Nación,  sus  Estados  o  Secciones, 
en  bienes  del  dominio  público  y  del  dominio  privado  de 
ellos,  o  bienes  patrimoniales.  Géneros  éstos  a  que  perte- 
necen a  su  vez  las  diversas  especies  de  bienes  ejidos,  baldíos 
y  propios  cuya  definición  y  concepto  jurídico  olvidaron  pre- 
cisar los  Doctores  Crespo  Vivas  y  Albornoz,  para  no  in- 
currir en  la  lamentable  confusión  que  previeron,  pero  no 
salvaron.  Y  no  es  dudoso  que  al  aplicar  los  principios  que 
rigen  los  bienes  del  dominio  público  en  general,  entre  los 
que  se  hallaron  los  ejidos,  mientras  fueron  tales  por  el 
destino  que  les  imponía  su  naturaleza  y  objeto,  a  todas 
Jas  propiedades  concejiles,  ya  sean  éstas  del  dominio  pú- 
blico o  privado  del  Municipio,  o  bienes  patrimoniales  de  él, 
había  de  forzarse  la  conclusión  a  que  llegaron,  de  que  todas 
las  tierras  que  determinara  la  composición  Osorio  fueron 
y  son  inalienables  e  imprescriptibles. 

Ahora  bien,  precisa  ante  todo  demostrar  nuestra  im- 
putación de  error,  pues  que  ella  es  bastante  para  dejar 
establecida  la  absoluta  carencia  de  valor  jurídico  del  in- 
forme que  estudiamos,  ya  que  la  señalada  confusión  de 
los  informantes  versa  sobre  la  acepción  jurídica  de  un  tér- 
mino clasificativo  de  una  especie  de  bienes,  que  es  preci- 
samente materia  del  estudio,  y  por  lo    tanto,  esencial  a 
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la  conclusión,  rigiéndola  como  la  rigen  reglas  especialísi- 
roas  y  esencialmente  distintas  a  las  que  imperan  respecto 
a   las  demás  especies  de  bienes  concejiles. 

Con  tal  objeto  estudiaremos  especial  y  separadamente, 
y  en  el  propio  orden  en  que  citan  los  informantes,  los  diver- 
sos textos  que  insertan  en   su  informe. 

1^-LEY  XXIII,  TITULO  32  DE  LA  PARTIDA  TERCERA. 

«  En  las  placas,  ni  en  los  exidos,  ni  en  los  caminos  que 
«son  comunales  de  las  cibdades  o  de  otros  logares,  non  deue 
«ningún  orne  facer  casa,  nin  edificio,  nin  otra  labor». 

Como  bien  se  vé,  al  referirse  este  texto  para  concluir  que 
«non  deue  ningún  orne  facer  casa,  nin  edificio,  nin  otra 
((labor)),  concrétase  especialmente  a  las  plazas,  caminos 
comunales,  etc.,  etc.,  que  son  bienes  que  se  clasifican  entre 
los  bienes  del  dominio  público;  y  como  quiera  que  es  3^  ha 
sido  siempre  también  principio  y  regla  general  de  derecho 
que  los  bienes  todos  son  susceptibles  de  apropiación  par- 
ticular, al  ocuparse  la  Ley  de  Partidas  de  los  que  por  ex- 
cepción no  lo  son,  hace  enumeración  ejemplista  de  ellos  para 
aplicarles  la  regla  excepcional  de  que  éstos,  por  su  des- 
tino son  solo  de  aprovechamiento  común  de  la  persona 
jurídica  a  quien  en  dominio  público  pertenecen.  Ello  es  de 
claridad  tan  absoluta,  que  no  requiere  explicación;  y  para 
comenzar  en  la  precisión  requerida,  digamos  en  una  pala- 
bra :  los  bienes  del  dominio  público,  por  su  naturaleza 
o  destino,  Mientras  lo  sean,  no  son  susceptibles  de  apro- 
piación individual :  son  inalienables  e  imprescriptibles. 

Pero  en  oposición,  señalemos  desde  luego,  que  la  propia 
letra  de  la  ley  que  estudiamos  contraría  hasta  hacer  impo- 
sible la  deducción  de  los  informantes  acerca  de  la  doble  acep- 
ción que  atribuyen  al  término  ejido,  para  concluir  como  he- 
mos visto,  que  «es  lógico  y  natural  suponer  y  aún  deducir)) 
que  se  permitía  a  los  particulares  edificaren  los  ejidos,  pues 
obsérvese  que  el  citado  texto  que  incluye  en  su  enumeración 
«los  exidos  »,  concluye  que  en  ellos  « non  deue  nin  orne  facer 

« casa  nin  edificio ».    ¿Cómo  compaginar  así  el  texto  de 

la  Ley  con  la  conclusión  de  sus  intérpretes  ?  Una  de  dos :  o 
los  ejidos  eran  susceptibles  de  pasar  de  la  categoría  de  bie- 
nes del  dominio  público  del  Concejo  con  todas  sus  caracte- 
rísticas de  inalienabilidad  e  imprescriptibilidad  inclusive,  a 
la  categoría  de  bienes  patrimoniales  de  él,  y  por  lo  tanto  los 
ejidos  todos,  aún  bajo  el  régimen  de  la  legislación  española, 
eran  alienables  y  prescriptibles  cuando  No  se  mantenían 
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en  el  uso  A  que  estaban  destinados;  o  habría  de  lle- 
garse forzosamente  a  la  conclusión  de  que  no  todos  los  bie- 
nes a  los  que  se  aplicaba  el  término  ejido  eran  inalienables  e 
imprescriptibles  y  que,  aquel  vocablo  se  aplicaba  para  seña- 
lar categorías  de  bienes  esencial  y  jurídicamente  distintos,  a 
los  que,  por  lo  tanto,  no  eran  aplicables  los  excepcionales 
principios  que  rigen  respecto  de  los  bienes  del  dominio  pú- 
blico y  bienes  del  común. 

Parece  que  en  ello  convinieran  los  informantes,  a  pesar 
de  su  concreta  y  bien  definida  conclusión  en  contrario,  pues 
que  de  seguidas  nos  dicen:  ((Esta  amplia  acepción  fué  res- 
tringida por  diversas  reales  órdenes  que  precisan  el  uso  del 

ejido  y  LO  DESVINCULAN  EN  PARTE  ». 

2(?-LEY  XIV,  TITULO  12,  LIBRO  IV  DE  LAS  LEYES  DE 
INDIAS. 

«  Por  haber  Nos  sucedido  enteramente  en  el  Señorío  de 
«  las  Indias  y  pertenecer  a  nuestro  patrimonio  y  Corona 
«  Real,  los  baldíos,  suelos  y  tierras  que  no  estuvieren  conce- 
«  didos  por  los  señores  Reyes  nuestros  predecesores  o  por 
«  Nos  o  en  nuestro  nombre,  conviene  que  toda  tierra  que  se 
«  posee  sin  justos  y  verdaderos  títulos,  se  Nos  restituya 
«  según  y  como  Nos  pertenece,  para  que  reservando  ante 
«  todas  las  cosas  lo  que  a  Nos  y  a  los  Virreyes,  Audiencias 
«  y  Gobernadores  pareciere  para  plazas,  exidos,  propios, 
«  pastos  y  baldíos  de  los  logares  y  concejos  que  están 
«  poblados,  así  por  lo  que  toca  al  estado  presente  en  que  se 
«  haigan  como  al  porvenir  y  al  aumento  que  puedan  tener.)) 

A  idénticas  consideraciones  y  conclusiones  induce  el  tex- 
to copiado :  a  más  de  que  en  primer  término,  como  premisa 
necesaria  a  la  restitución  de  tierras  que  se  manda  en  él,— funda 
que  se  refiere  ((a  toda  tierra  que  se  posea  sin  justo  título»  ha- 
ciendo enumeración  de  bienes  todos  que  fueron  entonces  del 
dominio  público,  y  que  también  lo  son  hoy,  con  excepción  de 
los  baldíos,  que  como  bien  sabemos  pueden  ser  adquiridos  por 
particulares,  de  acuerdo  con  la  Ley  respectiva;  y  es  claro  así, 
que  al  referirse  a  tales  bienes  el  texto  que  nos  ocupa,  pudo 
decidir  justamente  «  así  por  lo  que  toca  al  estado  presente  en 
que  se  haigan  etc.  etov,  repite,  pues,  la  vieja  máxima  de  que 
los  bienes  del  dominio  público  que  enumera  son  inalienables 
e  imprescriptibles,  mientras  conservan  tal  carácter,  y  de 
seguidas,  para  precisar  y  limitar  su  mandato,  «a  los  que  no 
estuvieron  concedidos  por  los  Señores  Reyes,  «  nuestros  pre- 
decesores o  por  Nos  »,   recuerda  que  aún  la  categoría  de  los 
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bienes  públicos  que  enumera,  podían  ser  concedidos  por 
aquellas  autoridades,  en  favor  exclusivo  y  personal  de  de- 
terminadas personas  a  quienes  se  hacía  favor  o  venta  de 
ellas  por  Reyes  y  Gobernadores — o  lo  que  es  lo  mismo— debe 
repetirse :  que  por  cambio  de  destino  pasaban,  como  pasan 
hoy  de  una  a  otra  categoría  clasificativa  de  los  bienes  del 
Estado :  del  dominio  público  al  privado  de  la  Nación,  o  DE 
los  particulares,  así  como  también  de  estos  últimos  do- 
minios se  transfirieron  a  aquéllos. 

39.— LEY  IX,  TITULO  3,  LIBRO  IV  DE  LA  RECOPILA- 
CION  DE  INDIAS. 

«Habiendo  señalado  competente  cantidad  de  tierras 
«  para  exido  de  la  población  y  su  crecimiento,  en  conformi- 
«  dad  con  lo  proveído,  señalen  los  que  tuvieren  facultad 
«  para  hacer  nuevo  descubrimiento  y  nueva  población,  de 
«  esas  que  confinen  con  los  exidos  en  que  pastar » 

Pauta  el  anterior  texto  de  ley  el  procedimiento  impuesto 
a  los  que  «tuvieren  íacultacl  para  hacer  descubrimiento  y 
nueva  población »  para  hacer  el  reparto  de  tierras  de  las 
poblaciones  que  fundasen. 

La  conjunción  «y»  empleada  entre  los  términos  pobla- 
ción y  crecimiento  indica  a  las  claras  la  orden  de  que  al  fun- 
darse la  población  se  hiciera  el  doble  principal  señalamiento 
de  los  exidos  necesarios,  y  el  de  las  tierras  destinadas  espe- 
cialmente al  crecimiento  de  la  población.  Es  decir,  no  puede 
entenderse,  como  parecen  entenderlo  los  informantes,  que  se 
indique  tan  sólo  el  señalamiento  de  una  sola  clase  de  bienes 
«exidos»  tanto  menos  cuanto  que,  el  propio  texto  citado 
concluye  estableciendo  también  como  regla  que  «esas»  ncon- 
a  finen  con  los  éxidos  en  que  pastan*.  No  se  requiere  argu- 
mentación para  comprobar  que  las  tierras  «  esas  »  que  de- 
bían confinar  «con  los  exidos »  eran  las  requeridas  al  dicho 
crecimiento,  distintas  en  su  esencia,  clasificación  y  objeto  de 
los  «exidos»,  propiamente  considerados  en  derecho. 

4°-LEY  XIII,  TITULO  7,  LIBRO  IV  DE  LAS  LEYES  DE 
INDIAS. 

«Los  exidos  sean  en  tan  competente  distancia  que  si 
«  creciere  la  población,  siempre  quede  bastante  espacio  para 
«  que  la  gente  se  pueda  recrear  y  salir  los  ganados  sin  hacer 
((daño)). 

Bien  significativo,  por  cierto,  resulta  el  texto  copiado 
para  comprobar  nuestro  aserto  acerca  de  lo  anterior.  Es- 
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tableciendo  como  aquél  las  reglas  del  reparto  de  tierras, 
aconseja:  que  los  exidos  sean  señalados  a  suficiente  distancia 
de  la  población,  por  si  ésta  creciera  no  sean  invadidos  aqué- 
llos. Por  lo  demás,  sea  cual  fuere  la  interpretación  que  a 
dicho  texto  se  atribuya,  es  claro  que  si  el  exido  hubiera  sido 
para  siempre  y  por  siempre  inalienable  e  imprescriptible, 
imposibilitado  así  «ad  eternum  »  de  cambio  de  destino  y 
de  apropiación,  el  crecimiento  de  la  población  hubiera  sido, 
si  no  un  imposible  absoluto,  sí  por  lo  menos  de  crecimiento 
limitado  y  circunscrito  a  los  lugares  donde  los  «exidos»  de  la 
población  comenzasen ;  y  de  ser  así,  no  hubiera  sido  re- 
querida la  previsión  del  texto  citado,  en  cuanto  al  creci- 
miento del  poblado  e  invasión  de  los  ejidos,  al  extremo  de 
que  no  quedase  espacio  para  que  la  gente  «se  pudiese  re- 
crear y  salir  los  ganados  sin   hacer  daño». 

Del  texto  arriba  copiado  debe  deducirse  que  la  compo- 
sición de  tierras  que  se  hacía  para  la  fundación  de  toda 
ciudad  o  villa  en  la  época  colonial  se  verificaba,  según  la 
regla  general  de  todas  las  épocas,  de  señalar  excepcional- 
mente  las  que  se  clasificaban  entre  las  tierras  del  dominio 
público  de  la  población,  con  destino  a  plazas,  caminos,  ra- 
das y  todos  los  demás  bienes  del  uso  público  y  común  de 
sus  moradores;  y  las  demás,  en  obediencia  al  principio  de 
derecho  de  que  todos  los  bienes  son  susceptibles  de  do- 
minio particular,  se  mantenían  de  hecho  en  la  clasifica- 
ción natural  de  bienes  patrimoniales  de  la  población,  ciu- 
dad o  villa,  a  la  cual  se  adjudicaban,  de  cuyo  Señorío  pa- 
saban a  su  vez  a  la  propiedad  individual  de  quienes  de  aqué- 
llas las  adquiriesen,  conforme  a  las  reglas  que  rigieran  sus 
formas  y  medios  diversos  de  adquisición. 

Y  es  por  ello  que  se  recomendaba  especialmente  a  los 
fundadores  que  al  hacerse  determinación  del  ejido,  se  se- 
ñalasen éstos  a  distancia  bastante  de  las  tierras  destina- 
das al  crecimiento  de  la  población,  para  que  las  adquisi- 
ciones futuras  de  los  pobladores,  no  invadiesen  el  «exido» 
necesario  y  requerido  al  estado  embrionario  de  aquellas 
agrupaciones  sociales,  cuya  constitución  se  encomendaba 
a  los  conquistadores  y  fundadores  coloniales,  no  siendo  con- 
cebible que  privara  en  la  intención  y  miras  de  éstos  im- 
poner a  sus  agrupaciones  el  perpetuo  estado  de  comunidad 
a  que  hubiera  forzado  el  sólo  señalamiento  de  ejidos,  es- 
tado de  comunidad  éste  contrario  al  progreso  económico 
social  que  condenan  los  más  rudimentarios  principios  de 
la  ciencia,  y  cuya  disolución  tiende  y  han  tendido  siempre  a 
favorecer  las  legislaciones  de  todos  los  tiempos. 
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50-LEY  IX,  TITULO  28,  PARTIDA  TERCERA. 

«  Apartadamente  son  del  común  de  cada  una  cibdad  o 
«  villa,  las  fuentes  de  las  plazas  o  fazen  las  ferias  e  los  mer- 
«cadoselos  arenales  que  son  en  las  riberas  de  los  ríos  e 
«los  otros  exidos  e  las  carreras  o  corren  los  cauallos,  e  los 
«  montes  e  las  dehesas  e  todos  los  otros  logares  semejantes 
«  destos  que  son  establecidos  o  otorgados  para  procomu- 

«  NAL  DE  CADA  CIBDAD  O  VILLA  O  CASTILLO  O  OTRO  LOGAR. 

«Cada  todo  orne  que  fuere  y  morador  puede  usar  destas 
«  cosas  sobredichas :  e  son  comunales  a  todos  tan  bien  a  los 
« pobres  como  a  los  ricos.  Mas  los  que  fuesen  moradores 
« en  otro  logar,  non  pueden  usar  dellas  contra  voluntad  e 
«  defendimiento  de  los  que  morasen  ». 

Idénticamente  a  los  textos  anteriores  hace  «  apartada- 
mente)) la  Ley  copiada  enumeración  enunciativa  de  diver- 
sos bienes  que  tienen  el  carácter  de  bienes  del  dominio 
público,  entre  los  que  se  hallan  la  especie  de  los  ejidos, 
dehesas  « e  todos  los  otros  logares  semejantes  destos  que 
«  so/2  establecidos  o  otorgados  para  procomunal)),  señalan- 
do la  característica  de  esta  última  especie  al  determinar 
su  destino  en  el  uso  exclusivo  de  los  moradores  de  la  cib- 
dad en  favor  de  quien  se  constituye.  Y  no  hace  excepción 
el  texto  de  Ley  arriba  copiado,  por  cuanto  su  enumera- 
ción se  refiere,  como  se  ha  visto,  a  los  bienes  del  dominio 
público  en  general,  y  determinados  bienes  del  común  en 
particular,  género  y  especie  éstos  que  por  su  naturaleza, 
constitución  y  objeto,  son  inalienables  e  imprescriptibles, 
mientras  se  mantengan  destinados  al  objeto  determinante 
de  su  establecimiento. 

69  A  idéntica  conclusión  habrá  de  conducir  la  ley  XV, 
Título  59  de  la  Partida  Quinta,  que  también  copian  los 
informantes,  pues  que  ésta  como  la  anterior  limitase  a 
enumerar  especies  diversas  de  bienes  del  dominio  público, 
a  los  cuales  por  lo  tanto  son  aplicables  idénticos  prin- 
cipios. 

7*— LEY  VII,  TITULO  29,  PARTIDA  TERCERA. 

«  Plaza  nin  calle,  nin  camino,  nin  defensa,  nin  exido,  nin 
«  otro  logar  cualquier  semejante  destos  que  sea  en  uso  co- 
«  munalmente  del  pueblo  de  alguna  cibdad  o  villa  o  cas- 
« tillo  o  de  otro  logar,  non  lo  puede  ningún  ome  ganar  por 

«TIEMPO.     MAS  LAS  OTRAS  COSAS  QUE  SEAN  DE  OTRA    NATURA, 

(nassi  como  sieuos  o  ganados,  o  pegujar,  o  nauios,  o  otras 
« cosas  cualquier  semejantes  destas  maguer  sean  comunal- 
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«  mente  del  concejo  de  alguna  cibdad  o  villa  bien  se  po- 

«  DRTAN  GANAR  POR  TIEMPO  DE  CUARENTA  AÑOS.  ESTO  ES  POR- 
«  QUE  MAGUER  SEAN  DE  TODOS  COMUNALMENTE,    NON  USAN  CO- 

«  munalm ente  dellas  todos,  como  de  las  otras  cosas  SO- 
«  bredíchas)). 

Si  dividimos  en  ordinales  los  tres  párrafos  de  este 
texto,  su  sola  letra  habrá  de  distinguirnos  las  diferentes 
clasificaciones  y  reglas  que  rigen  las  diversas  especies  de 
bienes  concejiles. 

En  el  primero  establece  que  no  son  susceptibles  de 
apropiación  ni  prescripción  los  bienes  del  dominio  público 
que  enumera  ni  cualquier  semejante  destos  que  sea  en  uso 
comunalmente  ». 

En  el  segundo  párrafo  funda  que  son  enajenables  y 
prescriptibles  los  demás  bienes  que  sean  de  otra  natu- 
ra !!!      (•  MAGUER    SEAN    COMUNALMENTE  DEL  CONCEJO  ». 

Y  en  su  tercer  párrafo  dá  la  razón  y  explica  los  fun- 
damentos de  las  anteriores  clasificaciones  y  sus  consecuen- 
cias :   «  esto  es  porque    maguer  sean  de  todos  comunalmente 

NON    USAN   COMUNALMENTE  DELLAS  TODOS». 

El  texto  anterior  no  admite  interpretación:  basta 
traducirlo  al  castellano  de  nuestros  días  para  concluir 
en  derecho  con  él :  que  los  bienes  concejiles  son  de  su 

DOMINIO  PÚBLICO  O  PRIVADO;  QUE  LOS  PRIMEROS  SON  AQUE- 
LLOS QUE  SE  DESTINAN  Y  APLICAN  A  UN  USO  Y  APROVE- 
CHAMIENTO COMÚN  DEL  PUEBLO  A  CUYO  CONCEJO  PERTE- 
NECEN :   bienes  que  son  inalienables  e  imprescriptibles. 

Que  los  segundos :  bienes  patrimoniales  u  otros  seme- 
jantes de  cualquier  naturaleza  que  sean  («que  sean  de 
otra  natura)))  aunque  pertenezcan  al  Concejo,  se  pueden 
adquirir  y  prescribir. 

Y  tercero :  que  ello  es  porque  los  bienes  pertenecien- 
tes a  la  comunidad  concejil,  para  que  sean  inalienables  e 
imprescriptibles,  deben  mantenerse  en  el  uso  común  de  los 
vecinos,  que  es  la  ñnalidad  de  su  constitución  jurídica  y 
social,  y   por  lo  tanto,   desde  el  momento  mismo  y  por 

EL  SOLO  HECHO  DE  QUE  CESEN  DE  HALLARSE  USADOS  EN 
EL  DESTINO  QUE  PARA  ELLOS  SE  CREÓ,  PIERDEN  SU  NATU- 
RALEZA ADQUIRIDA  POR  EL  DESTINO  Y  SE  TRASFORMAN  EN 
SU  CLASIFICACIÓN  DE  DERECHO,  READQUIRIENDO  LA  CONDI- 
CIÓN Y  CARACTERÍSTICA  DE  ALIENABILIDAD  Y  PRESCRIPTIBI- 
LIDAD  COMÚN  Y  PROPIA,  ESENCIAL  Y  NATURAL  DE  LOS  BIE- 
NES   TODOS    EN    GENERAL. 

En  una  palabra :  es  elemento  esencial  a  la  inalienabi- 
lidad  e  imprescriptibilidad  de  los  bienes  del  común  el  man- 
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tenimiento  de  su  destino  al  uso  común  que  basa  su  cons- 
titución excepcional,  y  su  fínalidad  ! 

Pero  no  son  sólo  los  textos  que  insertaron  los  infor- 
mantes Crespo  Vivas  y  Albornoz  los  que  fundan  de  mane- 
ra precisa,  señalada  y  concreta  la  antigua  y  bien  conocida 
clasificación  anterior,  y  para  confirmar  nuestras  conclusio- 
nes anteriores,  citemos  por  último  la  Ley  VII,  Libro  49 
de  las  Leyes  de  Indias  cuando  dice:  «Saqúese  primero  lo  que 
«fuere  menester  para  los  solares  del  pueblo  y  exido 
«  competente  y  dehesa  en  que  pueda  pastar  abundante- 
« mente  el  ganado  que  han  de  tener  los  vecinos,  y  más 
«  otro  tanto  para  los  propios  del  lugar.  El  resto  del  terri- 
«  torio  se  haga  cuatro  partes  :    la  una  de  ellas  que  esco- 

«  GIEREN  SEA  PARA  EL  QUE  ESTÁ  OBLIGADO  A  HACER  EL 
«  PUEBLO  Y  LAS  OTRAS  TRES,  REPÁRTANSE  EN  SUERTE  1GUA- 
«LES  PARA  LOS  POBLADORES». 

Y  la  Ley  IX. — «  Repártanse  los  solares  por  suerte  a  los 
«pobladores  continuando  desde  los  que  corresponden  a  la 
«plaza  mayor  y  los  demás  queden  para  nos  hacer  merced 

«  DE  ELLOS  A  LOS  QUE  DE  NUEVO  FUEREN  A  POBLAR  O  LO  QUE 

«  fuere  nuestra  yoluntad  :  y  ordenamos  que  siempre  se 
« lleve  hecha  la  planta  del  lugar  que  se  ha  de  fundar)). 

Con  estos  dos  últimos  textos  hemos  comprobado  hasta 
la  saciedad  la  regla  que  sostenemos  de  que  en  el  reparto  de 
tierras  los  pobladores  no  se  limitaron  nunca  a  determinar 
sólo  ejidos  a  las  poblaciones  que  fundaron  y  que,  siguiendo 
la  guía  que  les  imponían  las  leyes  respectivas,  clasificaban 
y  distribuían  las  tierras  de  su  composición :  l9  en  las  que 
daban  a  los  vecinos  de  la  nueva  población ;  29  los  ejidos 
propiamente  dichos  y  dehesas  de  pasto  común  ;  39  el  cam- 
po reservado  para  el  incremento  de  la  población  de  natu- 
raleza esencialmente  alienable  y  prescriptible,  y  por  último 
los  que  se  dejaban  para  baldíos,  de  los  que  el  Rey  hacía 
merced,  debiendo  desde  luego  establecerse  que  de  esas  varias 
especies  de  tierras  sólo  los  ejidos,  dehesas  y  pastos  comu- 
nes, eran  tierras  del  común,  pertenecientes  a  la  categoría 
o  género  de  tierras  del  dominio  público,  de  naturaleza  inalie- 
nable e  imprescriptible,    mientras  no  cambiasen  su  destino: 

Y  es  por  lo  tanto  y  en  consecuencia  forzosa  de  tal 
diferenciación  clasifieativa  de  las  tierras  concejiles  por  los 
fundadores  de  la  ciudad  o  villa,  que  al  hablarse  de  tierras 
concejiles,  aún  en  tiempo  de  la  colonia,  debe  fundarse,  para 
no  errar,   el  carácter  alienable  y  prescriptible  de  ellas. 

La  inalienabilidad  e  imprescriptibilidad  absolutas  de 
ellas  en  las  legislaciones  española  y  colonial,  contrarían 
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no  sólo  la  Ley  misma,  sino  también  la  verdad  histórica 
y  la  lógica  del  Derecho. 

Basta  estudiar  los  poderes  y  funciones  conferidos  a 
los  Gobernadores  Coloniales,  ejercidos  todos  por  delega- 
ción de  la  suprema  y  omnipotente  autoridad  Real  que,  por 
lo  tanto,  así  como  era  también  omnipotente  en  casos  de- 
terminados, como  consecuencia  de  aquella  delegación  supre- 
ma, en  la  generalidad  de  los  actos  del  Gobierno  Colonial, 
se  halló  siempre  y  en  todo  sometido  al  Poder  Real,  tanto 
en  cuanto  a  la  administración  fiscal,  como  en  la  política, 
aún  cuando  fuesen  las  más  altas  funciones  de  justicia,  en 
las  que  estaba  limitada  la  colonia — pudiera  decirse — a  un 
mero  derecho  de  exequátur. 

Así  vemos  que  en  los  títulos  Reales  de  composición,  rati- 
ficación, o  merced  de  propiedades,  se  hallaban  conceptos  de 
la  amplitud  siguiente:  « Por  tanto  ordeno  y  mando  a  mi 
«  Gobernador  y  Capitán  General  que  es  o  fué  de  la  enunciada 
«  Provincia  de  Venezuela,  a  los  Subdelegados  del  juez  de 

((  COMPOSICIONES    DE  TIERRAS     DE    ELLA    Y    A     CUALESQUIERA 

«  otros  jueces  Y  justicias,  que  en  el  libre  uso  y  dominio  de 
«  las  referidas  tierras,  y  sitio  de  hato  de  ganado  mayor,  no 
«  pongan  en  adelante  impedimentos  ni  embarazos  al  nomi- 
«  nado  Don  Lorenzo  Antonio  Ponte  para  que  las  posea 
«  como  suyas  propias,  sin  molestarle  ni  pedirle  nuevas  conñr- 
«  maciones  por  los  referidos  subdelegados  de  composiciones 
«  de  tierras  de  la  misma  Provincia  de  Venezuela,  ni  por  otro 
«juez  ni  persona  alguna  ;  por  ser  mi  voluntad;  etc.  etc.» 
(Título  de  julio  de  1741a  favor  de  Don  Lorenzo  Antonio 
Ponte  y  Villegas  en  tierras  situadas  entre  las  quebradas  de 
Anauco  y  Catuche.) 

En  efecto,  la  Colonia  era  un  predio  de  España  y  el  suelo 
provincial  como  una  propiedad  del  Rey,  así  como  en  la  Roma 
conquistadora  y  guerrera;  era  ese  el  carácter  de  la  institu- 
ción territorial,  y  tenidos  en  cuenta  tales  principios  no  pue- 
de admitirse  como  verosímil,  ni  es  tampoco  cierto  el  hecho, 
del  respeto  absoluto,  que  según  los  informantes,  guardaran 
Gobernadores  y  Reyes  a  las  primitivas  composiciones  de 
tierras. 

Y  si  concretamos  tales  principios  a  Jas  tierras  que  se 
constituyeron  por  los  autos  de  Osorio,  habrá  de  notarse  que, 
seguramente  por  el  rápido  incremento  que  adquirió  ía  ciudad 
capital  de  la  provincia,  sus  ejidos  y  pastos  comunes,  se 
desintegraron,  casi  desde  el  momento  mismo  de  su  constitu- 
ción, en  tierras  de  esta  especie  para  pasar  a  la  categoría 
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de  tierras  patrimoniales  de  la  ciudad,  que  fueron  objeto 
de  diversas  y  constantes  concesiones  que  se  hicieran  a  par- 
ticulares, cuya  posesión  basada  en  justo  título,  trasmitida 
sin  solución  de  continuidad  de  causantes  a  causahabientes 
legítimos,  continua,  pacífica  y  públicamente  ejercida,  llega- 
ron a  constituir  las  legítimas  propiedades  bien  conocidas  de 
que  han  sido  objeto  la  totalidad  de  las  tierras  que  fueron  en 
su  origen  los  ejidos  de  la  ciudad  de  Caracas. 

Y  tales  principios  y  conclusión  nuestra  al  referir  espe- 
cialmente los  autos  de  Osorio,  ha  sido  reconocida  expresa- 
mente por  el  Concejo  Municipal  de  Caracas  cuando  en  1839 
daba  cuenta  a  la  Diputación  Provincial  del  estudio  que  se 
le  hubiera  encomendado  para  esclarecer  las  ya  confusas 
«datas  o  concesiones  de  tierras  de  ejidos  y  solares,»  Memo- 
ria en  la  que  al  referirse  a  una  concesión  hallada  en  los  ar- 
chivos respectivos,  archivos  que  declara  también  insuficien- 
tes a  precisar  la  situación,  decía  el  Concejo:  «Esta  noticia 
«  es  tan  ininteligible  como  la  primera  y  no  se  parará  el  Con- 
«  cejo  en  repetir  las  observaciones  ya  hechas,  pero  se  ha  co- 

« piado  PARA  QUE  SE  ADVIERTA*  ADEMÁS  QUE  ESTA  CON- 
« CESIÓN    SIENDO    LA    SEGUNDA    QUE    APARECE  EN  LOS  LIBROS, 

« está  hecha  con  la  precaución  de  «  sin  perjuicio  de 
«tercero»  lo  que  prueba  que  eran  ya  tantas  las  con- 

«CESIONES  ANTERIORES  Y  ESTABA  YA  TAN  EMBROLLADO  EL 
((NEGOCIADO,    QUE    EL    AYUNTAMfENTO    NO    SABÍA    YA    CUALES 

«  había  libres.  Tal  cosa  sucedía  el  año  de  1.590.»  Y  con- 
tinua la  Memoria : 

«  Al  folio  111  del  tomo  29,  año  1.594,  está  el  primer  auto 
«  del  Gobernador  y  Capitán  General,  señalando  los  ejidos  de 
«la  ciudad;  y  está  rayado  por  no  entenderse  mucha 
«de  aquella  parte  donde  se  habla  de  los  linderos;  y 
«luego  se  extiendic  a  hacer  varias  reservas  de  tierras 
«dadas,  sin  señalar  los  limites  de  ninguna  de  ellas.  al 
«folio  117  hay  otro  auto  del  gobernador  ampliando  los 
«ejidos  con  las  mismas  informalidades  y  salvas. 

«Al  folio  129  esta  la  yenta  hecha  a  Juan  de  Rivero  del 
«herido  y  asiento  de  un  molino  con  una  cuadra  de  terre- 
«  no  en  doce  pesos  de  oro  fino,    esto  sk  cita  para  que  se 

«OBSERVE  QUE  HABÍA  VENTAS  DE  TIERRAS  COMO  ARRENDA- 
«  MIENTOS  A  PENSIÓN  Y  DONACIONES  ABSOLUTAS  CON  REVENTAS 

«Y  traspasos  de  los  poseedores  entre  sí;  de  donde  resulta 
«  un  caos  inexplicable :  ¿qué  se  adelantaría  con  averiguar 
« la  situación  y  propietarios  de  los  solares  y  ejidos,  si  la  falta 
«  de  los  títulos  en  los  archivos  imposibilitan  siempre  la  ave- 
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ariguación  de  los  que  son  dados,  arrendados  o  vendidos?  y 
« aún  yendo  más  allá  supóngase,  cosa  imposible,  que  la 
«mencionada  averiguación  lograse  hacerse  y  que  los  posee- 
adores  conservasen  sus  títulos  y  tuviesen  a  bien  manifestar- 

«  lo  :    ESTOS    TÍTULOS    SERÍAN    ININTELIGIBLES  PARA  NOSOTROS 

«en  cuanto  A  linderos,  como  ya  se  ha  palpado  en  varios 
«  casos  con  respecto  a  los  terrazgos,  porque  las  lomas,  caña- 
«das,  arroyosy  demás  puntos  que  servían  para  demarcarlos, 
«  han  variado  generalmente  de  nombres  ;  y  por  lo  que  toca  a 
« los  solares,  como  sus  linderos  se  demarcan  con  los  nombres 
«  de  los  propietarios  colindantes,  «  sería  necesario  sacar  el 

«ÁRBOL  GENEALÓGICO  DE  CADA  UNO  DE  LOS  CONQUISTADORES 
((Y  POBLADORES  DE  LA  CIUDAD  )>. 

Bien  se  vé  también  la  ausencia  absoluta  de  mérito  que 
debe  atribuirse  a  los  autos  de  Osorio,  que  a  más  de  ser  inin- 
teligibles en  su  texto  mismo,  tampoco  atribuyó  carácter 
de  inalienabilidad  a  las  tierras  que  compuso,  pues  que  estas 
mismas  fueron  desde  la  propia  época  de  su  constitución  ob- 
jeto de  constantes  y  diversas  concesiones  a  particulares,  no 
concebibles  por  cierto,  si  su  propio  fundador  las  hubiera 
entendido  inalienables  e  imprescriptibles. 


III 
conclusiones 

l9  No  es  la  doble  acepción  del  mismo  término  «exido»  la 
que  señalan  los  textos  citados  en  el  informe  Crespo  Vivas- 
Albornoz,  sino  que  muy  por  el  contrario  la  letra  y  alcance 
jurídico  de  las  Leyes  de  Partidas  e  Indias,  señalan,  clasi- 
fican y  definen  varias  especies  de  bienes,  jurídica  y  esencial- 
mente distintas,  que  se  diferencian  unas  de  otras  por  cua- 
lidades características  profundamente  opuestas,  de  las  que 
se  deducen  en  el  hecho  y  en  derecho  consecuencias  y  aplica- 
ciones también  distintas,  según  la  finalidad  que  determinara 
la  tendencia  u  objeto  perseguido  con  su  institución. 

29  A  esta  varia  categoría  de  bienes — ya  fuese  su  natu- 
ralidad civil  o  política— se  aplicaba  como  principio  general 
de  derecho,  la  regla  de  su  alienabilidad  y  prescriptibilidad; 
siendo  así,  que  sólo  por  excepción  se  constituían  y  declara- 
ban inalienables  e  imprescriptibles,  determinadas  y  señala- 
das categorías  de  bienes  entre  los  que  figuran  los  bienes 
del  dominio  público,  a  cuyo  género  pertenecían  la  especie 
«exido»  propiamente  dicho. 
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3*  Como  este  género  o  categoría  de  bienes,  de  natura- 
leza y  objeto  excepcionales  y  temporal,  podían  de  una  épo- 
ca a  la  otra  verse  despojados  de  su  utilidad,  desde  tal  mo- 
mento, y  en  forzosa  consecuencia  del  progreso  social  del 
medio,  variaban  de  destino,  aplicábanse  a  fines  u  obje- 
tos DISTINTOS  Y  PASABAN  ASÍ  DE  SU  CATEGORÍA  EXCEPCIONAL 
A  LA  NATURAL  DE  BIENES  SUSCEPTIBLES  DE  DOMINIO  EXCLU- 
SIVO Y  PARTICULAR,  ALIENABLES    Y    PRESCRIPTIBLES— ya    por 

sola  consecuencia  del  hecho  que  señalan  las  Partidas:  «por- 
«que  maguer  que  sean  de  todos  comunalmente  non  usan 
«comunalmente  dellas  todos»;  ya  porque  la  propia  autoridad 
que  en  inalienables  e  imprescriptibles  los  constituyese,  en 
fuerza  de  la  necesidad  del  momento,  cediendo  al  impulso  del 
progreso  que  creara  una  nueva  y  distinta  necesidad,  les  re- 
vocara aquellas  cualidades  excepcionales  para  restituirle 
las  genuinas  y  características  de  los  bienes  en  general,  o  ya 
también,  porque  un  acto  posterior  de  la  omnipotente  y 
Real  autoridad  lo  decretase  así  para  hacer  favor  a  uno  de 
sus  subditos  o  favoritos. 

49  Es  inadmisible  la  distinción  que  hacen  los  informan- 
tes de  que  sólo  pudiese  ser  adquirido  el  ejido  para  construc- 
ciones ;  a  más  de  ser  ello  opuesto  al  texto  de  la  Ley  de 
Partidas  en  la  Ley  XXIII,  Título  32,  Partida  Tercera, 
porque  es  regla  invariable  de  hermenéutica  que  cuando  la 
Ley  no  distingue,  no  debe  ni  puede  hacerlo  el  intérprete,  y 
siendo  como  es  que  ninguno  de  los  textos  anteriormente  es- 
tudiados funda  tal  distinción  o  excepción,  ni  en  su  letra  ni 
en  su  espíritu,  no  es  permitido  hacerlo  respecto  a  ellos, 
como  errónea  y  antijurídicamente  lo  hicieran  los  informan- 
tes para  llegar  a  su  conclusión. 

59  Los  bienes  que  en  su  origen  eran  ejidos  fueron  tam- 
bién susceptibles  de  apropiación  particular,  adquiribles  por 
prescripción  o  por  título,  y  cualquiera  que  fuese  el  uso  a  que 
los  destinasen  sus  adquirentes. 

Y  69  De  igual  distinción  clasificativa  fueron  objeto  los 
autos  de  Osorio  y  puede  asegurarse  que  los  propios  ejidos  y 
dehesas  de  la  ciudad  capital,  si  conservaron  su  carácter  de 
inalienables  e  imprescriptibles,  fué  en  época  de  tan  corta  du- 
ración, que  apenas  si  queda  traza  de  ellos  en  un  reducido 
período  histórico  de  la  época  colonial,  pues  son  varias 
las  repetidas  y  constantes  concesiones  que  se  hicieran  a 
particulares,  en  tierras  que  se  hallan  comprendidas  dentro 
de  los  linderos  generales  de  aquellas  composiciones,  siendo 
de  advertir  además  que  en  los  dichos  autos  de  1459  no  se 
halla  dato  alguno  que  permita  precisar  de  manera    definida 
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cuáles  fueron  especialmente  las  tierras  de  aquellas  composiciones 
destinadas  a  ejidos  y  dehesas,  que  por  lo  demás,  también 
fueron  concedidas  a  particulares  por  el  propio  Osorio,  en 
salvas  de  su  mismo  auto,  así  como  por  concesiones  pos- 
teriores. 

IV 

CONCEPTO  DFX  EJIDO  EN  LA.  LEGISLACIÓN  DE  LA  REPÚBLICA. 

Dicen  los  informantes: 

«  Hemos  visto  cuál  era  el  concepto  del  ejido  en  la  legislación 
«  española,  de  donde  arranca  y  se  conserva  a  través  de  las  varias 
«  evoluciones  del  derecho  como  una  institución  colectivista  de  gran 
«  utilidad )). 

Consoló  leer  el  enunciado  que  sirve  de  premisa  o  enca- 
bezamiento a  la  conclusión  de  los  informantes  en  esta  par- 
te de  su  estudio,  resulta  obvio  apuntar  que  habremos  de 
llegar  a  conclusión  contraria  a  la  de  ellos,  pues  que,  ni  es 
cierto  el  tal  concepto  de  doble  acepción  jurídica  del  térmi- 
no «exido»  y  del  objeto  único  para  el  cual  podía  ser  ad- 
quirido según  ellos,  ni  resulta  menos  erróneo  sostener  que 
la  palabra  ejido  de  nuestros  días  haya  sido  empleada  para 
distinguir  en  nuestro  Derecho  Venezolano  la  misma  y  única 
especie  de  bienes  a  la  que  se  aplicaba  en  derecho  el  término 
«exido»   délas  legislaciones  española  y  colonial. 

Por  lo  demás,  sea  cual  fuere  la  acepción  jurídica  de  la 
palabra  «exido»  en  el  Derecho  Colonial  y  Español  y  convi- 
niendo, hipotéticamente,  con  los  informantes,  que  aquellos 
bienes  eran  por  naturalidad  política  inalienables  e  impres- 
criptibles, bajo  el  imperio  de  las  legislaciones  española  y 
colonial,  carece  de  importancia  tal  concepto  jurídico  en  el 
estudio  concreto  del  ejido  bajo  el  imperio  de  la  Legislación 
venezolana,  pues  que  no  sólo  ha  bastardeado  el  ejido  mo- 
derno su  sentido  de  origen,  sino  que  asimismo,  ha  bastar- 
deado esencialmente  su  concepto  jurídico  nuestra  Legisla- 
ción toda,  al  usarlo  indistintamente  para  señalar  los  bienes 
concejiles  en  general.  Y  tal  última  confusión,  si  se  quisiera 
ser  indulgente  con  nuestros  Legisladores  sobre  la  materia, 
pudiera  justificaren  parte  las  constantes  inconsecuencias 
de  las  diversas  leyes  y  Ordenanzas  que  los  han  regido,  no 
sólo  en  olvido  de  las  más  importantes  bases  federativas  de 
nuestra  Carta  Fundamental,  sino  también  por  sus  cons- 
tantes y  esenciales  oposiciones  con  la  naturalidad  política, 
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económica  y  jurídica,  esencial  y  genérica  del  «exido»,   en   su 
sentido  extrictamente  original  y  jurídico. 

En  efecto,  ya  lo  dicen  destinado  al  uso  común,  y  per- 
miten su  arrendamiento  ;  ya  lo  constituyen  en  inalienable  e 
imprescriptible,  y  a  la  vez  autorizan  para  darlo  en  enfiteu- 
sis;  y,  ya  por  último,  se  le  dice  inalienable  e  imprescriptible 
a  perpetuidad,  apero  se  le  puede  adquirir))  a  perpetuidad  {{para 
edificar  ». 

Ahora  bien,  tampoco  importa  al  objeto  de  nuestro  estu- 
dio aquel  origen  y  sentido  de  la  palabra  en  el  antiguo  De- 
recho Español:  en  nuestros  días  tiene  un  interés  puramen- 
te histórico — y  para  bien  fundar  consecuencias  jurídicas, 
veamos  ante  todo  cuáles  son  los  principios  que  en  la  mate- 
ria rigen  en  nuestro  Derecho  nacional  y  cuál  asimismo  el 
valor  actual  de  las  antiguas  legislaciones  española  y  colo- 
nial. 

Basta  para  fundar  que  ninguno  tienen  éstas,  la  cita  del 
Artículo  1.870  del  Código  de  1867,  que  dice:  ((Quedan  de- 
« rogadas  todas  las  leyes  anteriores  a  la  promulgación 
((  de  este  código,  en  todas  las  materias  que  son  objeto 
«  del  mismo  AUNQUE  NO  SEAN  CONTRARIAS  A  LAS 
«DISPOSICIONES  CONTENIDAS  EN  EL». 

A  menos  que  se  pretenda  discutir  que  el  Código  Civil 
dá  vida,  basa,  caracteriza  y  funda  las  condiciones  genuinas 
del  derecho  de  propiedad,  ya  se  trate  de  la  propiedad  pú- 
blica o  privada  y  ya  la  ejerzan  personas  físicas  o  jurídicas; 
a  menos  que  exista  quien  dude  que  la  desamortización  de 
los  bienes  fué  no  sólo  de  principio  Constitucional  en  nues- 
tro Derecho,  sino  que  es  también  hoy  de  principio  civil ; 
sólo  si  se  halla  quien  ignore  que  también  legisló  el  Código 
Civil  de  1867  acerca  de  prescripción  ;  sólo  si  quiere  olvidar- 
se que  nos  dice  la  Ley  civil  que  todos  los  bienes  que  dejen 
de  estar  destinados  al  uso  público,  pasan  del  dominio  pú- 
blico al  dominio  privado;  y  sólo  si  se  deroga,  por  último,  la 
expresa  y  aplicable  disposición  que  establece  que  «  el  Esta- 
«do  por  sus  bienes  patrimoniales  y  todas  las  personas  jurídi- 
«cas  (los  Concejos,  por  ejemplo)  están  sujetos  a  la  prescrip- 
«ción  como  los  particulares».  Sólo  así,  derogando,  olvidan- 
do, ignorando  y  queriendo  pretermitir  los  más  elementales 
fundamentos  de  nuestros  cánones,  pudiera  concebirse,  con 
esfuerzo,  que  exista  quien  atribuya  importancia  al  sentido 
gramatical  y  jurídico  del  «exido»  de  las  legislaciones  espa- 
ñola y  colonial,  para  estudiar  en  derecho  moderno  la  natu- 
raleza, constitución  económico-social  y  características  jurí- 
dicas del  ejido  de  nuestro  suelo  y  de  nuestros  días. 
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Y  a  tal  consecuencia  de  la  absoluta  derogatoria  de 
las  legislaciones  colonial  y  española  que  rigieron  los  ejidos, 
así  como  de  sus  principios,  habrá  de  llegarse  también  si 
se  razona  con  el  criterio  de  los  informantes,  de  que  nues- 
tras leyes  sólo  han  derogado  aquéllas  en  la  parte  que  le 
sean  opuestas,  pues  si  así  fuere,  que  no  lo  es,  como  bien 
lo  demuestra  el  artículo  citado  del  Código  dé  1867, 
también  tal  derogatoria  parcial  envuelve  forzosamente  la 
de  las  leyes  3-  principios  imperantes  entonces  respecto  al 
«exido»,  pues  que  le  son  esencialmente  opuestos,  en  con- 
secuencia de  la  prohibición  de  mayorazgos  y  vinculaciones 
en  la  Ley  de  la  Gran  Colombia  desde  julio  de  1824,  aún 
no  derogada,  (Tomo  49,  Recop.  de  Leyes  de  1890),  en  que 
se  autorizó  expresamente  a  los  poseedores  de  ellos  para 
disponer  de  los  bienes  que  los  compusieron  acomo  verda- 
deros propietarios)).  (Véase  el  estudio  de  los  Doctores  Valla- 
dares,  Blanco-Uztáriz  y  Machado-Hernández). 

Las  Constituciones  de  1830,  1857  y  1858  elevaron  a 
canon  constitucional  el  principio,  y  desde  el  Código  Civil 
de  1867  hasta  el  vigente  (Art.  1.181),  todas  las  diversas 
legislaciones  civiles  hicieron  suyo  aquel  canon— y  ¿  qué— 
sino  constitución  de  vinculaciones  respecto  a  las  tierras 
concejiles  todas,  e  instituciones  de  manos  muertas  las  mu- 
nicipalidades— serían,  si  como  lo  pretenden  los  informantes, 
no  estuviere  en  la  facultad  de  los  Concejos  enajenar  las 
tierras  que   les  pertenecen   en   propiedad  ? 

Además:  convienen  los  informantes  en  que  los  ejidos 
han  sido  siempre  susceptibles  de  arrendamiento  a  par- 
ticulares: este  contrato  impone  el  goce  de  la  cosa  que 
es  su  objeto,  en  favor  exclusivo  del  arrendatario;  el 
goce  unipersonal  excluye  el  goce  común,  y  por  lo  tanto, 
al  arrendarse  el  ejido,  se  le  desintegra  de  su  fin  y  característica 
esencial,  colocándolo  entre  la  categoría  de  los  bienes  patrimoniales- 
del  Concejo  a  quien  pertenece,  se  le  coloca  en  el  comercio, 
y,  consecuencial  y  forzosamente  se  le  hace  imprescriptible. 
(Art.  2.032  del  Código   Civil    vigente). 

Tampoco  discuten  los  informantes  que  las  tierras  con- 
cejiles en  general  (que  confunden  con  los  ejidos)  pudieran 
darse  en  enfiteusis,  y  este  contrato  impone  por  expresa 
disposición  de  la  Ley  que  lo  rige,  que  el  enfiteuta  pueda 
rescatar  el  fundo  objeto  del  contrato;  siendo  así,  que  la 
facultad  de  dar  en  enfiteusis,  envuelve  necesariamente  la 
facultad  de  enajenar. 

Es  curioso  anotar  además  que  los  informantes  han 
hecho  cita,  en  su  estudio,   del  Código  Civil  de   1867  y  que 
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a  pesar  de  que  no  se  detuvieron  siquiera  para  examinar 
el  definitivo  alcance  derogatorio  que  tiene  el  artículo  1870 
respecto  a  las  leyes  anteriores,  ¿lun  cuando  no  le  fueren 
opuestas,  sí  pretenden  derivar  argumento  contrario  a  la 
alienabilidad  y  prescriptibilidad  de  los  ejidos,  deducida  de 
la  circunstancia  de  que  el  propio  Código  de  1867,  en  su 
ordinal  29  del  artículo  343,  incluyó  en  la  categoría  de 
bienes  de  propiedad  pública  todos  los  bienes  de  los  Muni- 
cipios, confundiéndolos  en  el  artículo  345  con  los  bienes 
patrimoniales,  al  hacer  enumeración  conjunta  de  unos  y 
otros;  y  a  pesar  de  que  expresamente  citan  también  el 
artículo  347  de  la  propia  Ley,  que  declara  todos  los  bienes 
pertenecientes  a  la  República  y  Municipio  «  sujetos  a  pres- 
«  cripción,  según  lo  determinado  en  el  Título  de  la  materia » 
y  que  a  su  vez  en  el  artículo  1.815  dice  que  de  aquellos 
bienes  «  están  sujetos  a  prescripción  los  susceptibles  de  pro- 
((piedad  privada)). 

En  nuestro  sentir,  la  conclusión  a  que  puede  llegarse  no 
es  la  señalada  por  los  informantes.  Bien  se  sabe  que  los 
bienes  del  dominio  público  pueden  cambiar  su  categoría, 
pasando  a  formar  parte  de  los  bienes  patrimoniales  de  la 
personalidad  jurídica  a  quien  pertenecen ;  y  por  lo  tanto, 
al  declarar  aplicable  a  los  bienes  todos  de  la  Nación,  sus 
Estados  y  Secciones  las  disposiciones  relativas  a  prescrip- 
ción, precisando  en  el  artículo  1.815  que  sólo  están  suje- 
jetos  a  ella  «los  susceptibles  de  propiedad  privada»,  el  Có- 
digo  de  1.867  fundó  de  manera  expresa  y  terminante  tam- 
bién el  criterio  general  de  los  principios  que  rigen  la  ma- 
teria de  prescripción  en  cuanto  a  los  bienes  pertenecientes 
a  aquellas  personas  jurídicas,  cual  es:  que  los  bienes  todos 
de  ellas  son  susceptibles  de  prescripción ;  si  son  bienes  pa- 
trimoniales, en  consecuencia  natural  de  su  género  de  origen; 
y  si  fueren  bienes  del  dominio  público,  cuyo  destino  ha 
cambiado,  en  fuerza  de  la  transformación  jurídica  que  le 
impuso  dicho  cambio  de  destino. 

Del  texto  de  las  leyes  citadas,  se  pudiera  a  lo  sumo  impu- 
tar al  Legislador,  un  olvido  de  clasificación  al  referir  los 
bienes  que  pertenecen  al  Municipio  en  el  artículo  343,  y  no 
distinguir  las  diversas  especies  de  éstos ;  pero  nunca  pudiera 
decirse  con  dichos  textos  que  el  Código  de  1867  al  expresar 
«  que  la  administración  y  enajenación  de  los  bienes  que  pertenecen 

aa  la  Nación  y  a  los  Municipios se  rigen  por  leyes 

({especiales))  pudo  querer  fundar  la  inalienabilidad  de  los 
ejidos  a  no  ser  que  antes  se  estableciese  que  la  Ley  que  rigió 
esta  especie  de  bienes  en  la  época,  así  como  los  principios 


generales  que  la  materia  rigen,  fundaban  especialmente  la 
inalienabilidad  de  los  ejidos,  pues  que  a  dichas  leyes  espe- 
ciales se  refiere  el  Código  Civil  para  precisar  la  enajena- 
ción  de  ellos   (Véase  la  Ordenanza  de  la  época). 

Por  lo  que  toca  a  los  principios  ya  hemos  hecho  ex- 
posición general  de  ellos  y  asimismo  hemos  citado  la  Ley 
de  la  Gran  Colombia  de  1824,  así  como  mencionamos  en 
apoyo  de  aquellos  principios  las  Constituciones  de  1830, 
1857  y  1858  que  prohibieran  la  fundación  de  mayorazgos, 
vinculaciones  o  institutos  de  manos  muertas. 

Por  lo  que  toca  a  la  Ley  especial,  sin  excepción,  las 
Ordenanzas  todas  que  han  regido  los  ejidos  han  permitido 
su  arrendamiento  y  la  mayor  parte  de  ellos  han  llegado 
a  más:  a  darlos  en  venta  o  en  enfiteusis;  y  siendo  así: 
«  aquéllas  los  colocan  entibe  los  bienes  que  se  hallan  en  el  comercio, 
{(bienes  patrimoniales  del  Concejo,  por  lo  tanto  prescriptibles;  y 
«  éstas  los  declaran  y  constituyen  expresa  o  tácitamente  aliena- 
«  bles,  pues  que  es  de  esencia  del  contrato  de  enfiteusis  que  pueda 
ael  enfiteida  rescatar  el  fundo  enfitéutico  ». 

Habrá  de  concluirse,  pues,  forzosamente  también,  que 
el  Código  de  1867  en  los  artículos  que  cita  el  informe, 
reconoció  y  mantuvo  asimismo  la  ptescriptibilidad  y  alie- 
nabilidad  de  los  ejidos. 

La  opinión  anterior  que  damos  a  usted  es  la  misma 
que  a  la  voz  le  comunicamos  desde  el  primer  momento 
en  que  fuimos  consultados  y  cuyo  resumen  puede  hallarse 
en  la  representación  que  introdujo  el  Doctor  Olavarría- 
Matos  al  Ilustre  Concejo  Municipal,  cuando  los  Doctores 
Crespo— Vivas,  Albornoz  y  Gómez  Valero  expusieron  por 
primera  vez  su  concepto  de  inalienabilidad  e  imprescripti- 
bilidad  de  nuestro  ejido  Municipal,  en  el  informe  rendido  a 
aquella  Corporación  en  el  asunto  Carabal leda.  —Juan  Díaz 
a  que  hicimos  alusión  anterior  en  este  estudio  y  que  copia- 
mos también  de  seguidas. 

Decía  Olavarría-Matos  en  defensa  del  señor  Dalla- 
Costa  : 

« Error  más  grave  aún  contiene  el  informe ;  en  efecto : 
«  asientan  los  firmantes  que  las  tierras  y  aguas  objeto  del 
«  litigio  son  « por  su  categoría  de  bienes  del  dominio  público, 
«  inalienables  e  imprescriptibles,  así  por  las  Leyes  de  Indias 
«  como  por  las  Leyes  de  la  República  que  rigieron  posterior- 
«  mente ».  Aparte  de  la  consideración  de  los  efectos  que 
«  pudieran  tener  las  Leyes  de  Indias  en  el  caso  concreto, 
<(  cuyo  alcance  en  derecho   es  muy  dudoso,  dada   la   vigencia  de 
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« leyes  de  la  República  derogatorias  de  aquéllas,  y  cuya  conside- 
«  ración  ?io  cabe  en  el  limite  restringido  y  fin  determinado  de  esta 
((refutación,  no  veo  corno  los  informantes  puedan  calificar  de 
« bienes  del  dominio  publico  las  tierras  y  aguas  discutidas,  en 
((presencia  de  los  textos  de  nuestra  Ley  civil  que  de  seguidas  copio : 

«  Art.  456.--Los  bienes  de  la  Nación  y  de  sus  Estados 
«  y  sus    Secciones  son    o  del   dominio  público  o  bienes 

«  PATRIMONIALES  ». 

((  Son  bienes  del  dominio  público  los  caminos,  los  lagos, 
«  los  ríos,  las  murallas,  fosos,  puentes  de  las  plazas  de  gue- 
«  rra  y  demás  bienes  semejantes, 

<(  Art.  458.  Los  terrenos  de  las  fortificaciones  o  de  las 
«  murallas  de  las  plazas  de  guerra  que  no  tienen  ya  ese 
((  destino  y  todos  los  otros  bienes  que  dejen  de  estar  ya  destinados 
((al  uso  público  y  a  la  defensa  nacional  pasan  del  domi)  do  público 
<k  al  dominio  privado  ». 

«  Art.  460.  Los  bienes  del  dominio  público  son  ina- 
«  lienables ;  los  patrimoniales  no  pueden  ser  enajenados 
«  sino  de  conformidad  con  las  leyes  que  les  conciernen  » . 

((  La  sola  lectura  de  los  artículos  copiados  es  bastante 
«  a  precisar  la  distinción  que  hace  la  Ley  de  los  bienes 
«  nacionales,  en  bienes  patrimoniales  o  del  dominio  privado 
«  de  la  Nación,  y  bienes  del  dominio  público  de  ésta,  para 
«  concluir  terminantemente,  que  sólo  son  bienes  del  dominio 
«  público  los  que  enumera  el  único  aparte  del  Art.  458 
«y  otros    semejantes»,    agregando  que  los  que  enumera, 

«  PASAN  DEL  DOMINIO  PUBLICO  AL  PRIVADO  CUANDO  DEJAN 
«  DE     ESTAR     DESTINADOS     AL     USO      PÚBLICO      QUE     INDICAN. 

((  Y  respecto  del  carácter  de  inalienables  que  pretendieron  esta- 
« blecer  los  informantes  a  los  bienes  litigados,  cuya  calificación 
a  determinaré,  nada  más  definitivo  puede  decirse  que  recordar 
«  como  dejo  el  Art.  460. 

«  En  verdad,  en  presencia  de  tales  textos,  ¿cómo  pueden 
«  calificarse  como  bienes  del  dominio  público  de  la  Nación  los 
« terrenos  y  aguas  discutidos,  que  en  su  mayor  parte 
«  son  objeto  de  labranzas  particulares  de  que  se  benefician  indivi- 
«  dualmente  sus  poseedores  ? 

«¿Dónde  hallan  los  informantes  el  terreno,  muralla  o 
«  plaza  de  guerra  u  otro  bien  semejante  destinado  al  uso 
«  público  ? 

«  Y  si  ellos  no  existen,  ¿  de  dónde  pueden  deducir  los  co- 
«  legas  la  conclusión  a  que  llegan  ? 
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«  Los  artículos  citados  contrarían  la  pretendida  califica- 
ce  ción  de  los  informantes  y  prueban  que  los  bienes  litigados 

«  son  bienes  patrimoniales  del  Municipio,  que  son  enajenables ; 
((  consecuencialmente  les  es  aplicable  la  disposición  del  Art.  1.944 
(í  del  Código  Civil,  que  expresamente  también  les  atribuye  el 
«  carácter  de  prescriptibles,  en  su  tenor,  que  es  el  siguiente  : 

Art.  1.944.  «  El  Estado  por  sus  bienes  patrimoniales 
«  y  todas  las  personas  jurídicas,  están  sujetas  a  la  prescrip- 
«  ción  como  los  particulares». 

Es,  pues,  la  Ley  quien  niega  valor  a  la  pretendida  cali- 
ficación de  los  informantes! 

Y  la  anterior  refutación  que  resume  la  misma  argumen- 
tación que  «in  extenso»  contiene  nuestro  estudio  de  hoy, 
debiera  haber  sido  bastante  para  contrarrestar  cualquier 
argumentación  tendiente  a  establecer  la  inalienabilidad  e 
imprescriptibilidad  de  los  ejidos. 

Ahora  bien,  es  cierto  que  ello  no  constituyó  innovación: 
ya  las  Ordenanzas  anteriores  habían  autorizado  el  contrato 
enfitéutico,  y  de  sus  efectos  quejábase  amargamente  el  Con- 
cejo Municipal  del  Cantón  de  Caracas  a  la  Diputación 
Provincial  reunida  en  1838,  en  la  Memoria  del  dicho  año, 
en  la  página  15,  párrafo  que  insertamos  a  continuación : 
«  Ruinosos  son  los  males  que  están  causando  a  los  intereses 
«  del  común   los  efectos  de  la  Ordenanza  de  9  de  diciembre 

«  de  1834.    Ella  dispone  en  su  Art.  59 Nadie  ignora  que 

«  las  pensiones  impuestas  a  los  terrenos  en  siglos  pasados 
«  eran  muy  pequeñas  en  proporción  al  poco  valor  que  aqué- 
<(  líos  tenían  en  dicho  tiempo.  Pero  habiéndose  aumentado 
«  considerablemente  el  valor  de  los  terrenos,  no  guardan 
«  proporción  con  el  que  se  le  quiere  dar  ni  con  una  pensión  es- 
«  tablecida  cuando  no  lo  tenían;  y  se  ha  presentado  ya  el 
«  caso  en  que  una  persona  teniendo  un  solar  del  común  ía- 
«  bricado  ha  mucho  tiempo  y  pagando  solamente  la  pensión 
«  de  dos  reales,  lo  ha  redimido  con  arreglo  a  ésta  y  se  ha 
«  visto  obligado  el  Concejo  a  privar  los  fondos  Muñid- 
«  pales  de  un  terreno  que  vale  cuatrocientos  sesentiocho 
«  pesos  por  la  miserable  cantidad  de  ocho  pesos  treintitres 
«centavos  que  ha  entregado  el  interesado  para  su  reden- 
«  ción.  El  Concejo  ha  visto  con  suma  pena  el  término  de 
«  este  negocio,  en  que  se  ha  encontrado  obligado  a  cumplir 
«  un  mandato  superior  en  perjuicio  de  los  intereses  del  co* 
«  mún,  y  deseando  evitar  casos  iguales  pide  a  la  H.  Diputa- 
«  ción  encarecidamente  se  sirva  derogar  la  mencionada  Or- 
«  denanza.» 
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Y  debe  observarse  respecto  al  párrafo  anterior  cómo 
confundía  también  el  Concejo  de  entonces  la  clasificación 
de  las  tierras  Municipales,  pues  que  las  llama  tierras  del 
común,  siendo  como  eran  tierras  aprovechadas  por  particu- 
lares y  destinadas  a  producir  Rentas  al  Municipio,  o  sean 
bienes  propios  del  Concejo.  Observación  significativa  en 
mucho  por  cierto,  para  comprobar  cómo  se  ha  descono- 
cido siempre  el  verdadero  sentido  jurídico  de  los  vocablos 
todos  que  sirven  para  determinar  las  diversas  especies  de 
bienes  concejiles  en  general,  a  los  que  en  el  hecho  se  apli- 
can sin  cuidar  la  especie  a  que  pertenezcan :  se  les  llama 
ejidos,  propiedad  municipal,  terrazgos  del  común,  propios, 
y  en  general  de  cualesquiera  otros  términos  se  han  valido 
nuestros  Concejos,  entre  los  que  ha  habido  en  toda  época 
juristas  de  nota;  pero  nunca  entendiendo  designar  con  el 
empleo  de  tan  diversas  denominaciones,  especies  de  bienes 
de  esencia  y  naturaleza  distintas,  sino  cuidando  más 
bien  la  forma  literaria  de  sus  escritos  y  discursos  al  evadir 
el  empleo  repetido  de  un  mismo  término  para  señalar  y  refe- 
rirse a  dichos  bienes.  Muchos  y  constantes  ejemplos  pudie- 
ran citarse  para  concluir  como  es:  que  el  término  ejido,  ni 
ninguno  de  los  demás  que  en  derecho  distinguen  las  diversas 
especies  de  la  categoría,  bienes  concejiles  ha  sido  interpreta- 
do ni  aplicado,  entendiendo  hacerlo  en  su  definido  y  extricto 
sentido  jurídico.  (Véase  el  estudio  del  Doctor  Pedro  M. 
Arcaya). 

Por  lo  demás,  tales  definidos  y  constantes  principios 
de  las  le}res  anteriores,  se  mantienen  firmes  e  invulnerados 
en  la  intención  y  mente  de  nuestros  Legisladores,  manifies- 
tamente expresados  y  reproducidos  en  la  Novísima  Ley 
de  Inmigración  y  Colonización  de  junio  de  1918 — publi- 
cada en  la  Gaceta  Oñcial  de  l9  de  agosto— en  su  Art.  82, 
que  dice:  «Los  lotes  destinados  para  ejidos  se  venderán 

«  CUANDO  EL  AUMENTO  DE  LA    POBLACIÓN  LO  EXIGIERE,  mien- 

«  tras  tanto  podrá  la  Municipalidad  establecer  un  impuesto 
«  sobre  los  ganados  que  aprovechen  el  terreno  y  sobre  la  extracción 
((  de  leña  y  madera  o  podrán  arrendarlos  para   el  cultivo  de 

((  LOS  PASTORES». 

¿  Puede  acaso  hallarse  más  exactamente  expresado 
el    concreto    concepto  e  intención  de    nuestra   Legislación 

toda,    respecto    al    ejido    en    Venezuela? La  propia 

Ley  que  en  el  caso  lo  crea,  establece  su  alienabilidad, 
«  en  fuerza  y  obediencia  de  la  prevista  necesidad  futura  que  le 
(( imponga  el  cambio  de  destino ;  y  aún  en  el  momento   mismo  de 
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«  su  constitución  y  fundación;  autoriza  el  legislador  a  que  se  le 
«  dé  en  arrendamiento  en  beneficio  exclusivo  de  particulares 
«  y  autoriza  también  a  que  se  cobre  en  ellos  a  quienes  los  apro- 
«  vechen  en  el  corte  de  leña  y  madera  o  pastaje  de  sus  ganados  ». 

¿  Es  éste  acaso  el  "  exido  ",  lugar  de  esparcimiento  y  re- 
creo, dehesa  o  pasto  común  de  la  época  colonial,  cuyo  con- 
cepto y  origen  jurídico  hallan  intacto  en  nuestras  leyes 
los  autores  del  informe? 

No,  mil  veces  no :  es  el  ejido  genuinamente  venezolano : 
«  aprovechable  en  beneficio  exclusivo  del  particular  que  lo  arrien- 
«  da,  que  produce  rentas  al  Concejo  :  «  el  ejido  patrimonial  »  de 
«  nuestros  Municipios  todos:  alienable  y  prescriptible  !!! 

conclusiones 

l9— La  legislación  venezolana,  en  fuerza  de  los  princi- 
pios que  rigen  en  su  Carta  Fundamental,  reconoce  la  alie- 
nabilidad  y  prescriptibilidad  del  ejido. 

29— El  terminó  «  exido  »  en  su  sentido  clasificativo,  ex- 
trictamente  jurídico  y  originario,  no  se  ha  mantenido  en 
nuestra  Legislación  ni  tampoco  en  su  uso  lingüista  «  vene- 
zolano», que  lo  ha  ampliado,  aplicándolo  indistintamente 
a  todas  las  tierras  concejiles. 

39 — Las  Ordenanzas  que  especialmente  han  regido  los 
de  Caracas,  establecen  unánimemente  la  prescriptibilidad, 
pues  que  autorizan  su  arrendamiento,  con  lo  cual  lo  colo- 
can en  el  comercio ;  y  las  demás  establecen  expresa  o  táci* 
tamente  la  alienabilidad,  al  permitir  unas  su  venta,  y 
otras  darlo  en  enfiteusis;  y 

49— Tal  concepto  del  « ejido  patrimonial))  de  nuestros 
Municipios,  alienable  y  prescriptible,  se  mantiene  firme  e 
invulnerado  en  nuestra  Legislación  y  lo  reproduce  también 
la  Novísima  Ley  de  Inmigración  y  Colonización  de  junio 
de  1918. 

V 

Continúan  los  informantes  con  el  título : 

« DISTINCIÓN  NECESARIA » 

reproduciendo  el  anterior  criterio  de  que  como  «el  ejido  es- 
«taba  destinado  también  muy  particularmente  al  creci- 
miento de  la  población  »  en  construcciones  «  destinadas  al  uso 
{(particular.  ...»  como  este  hecho  envuelve  lo.  ocupación  de  parte 
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«  de  ese  terreno  por  construcciones  de  uso  y  de  dominio  particular, 

NATURALMENTE    PIERDE    SU    CONDICIÓN    DE   SERVICIO     COMÚN 

reconociendo  de  manera  expresa  y  de  seguidas   «que    el 

«EJIDO  PASA  DEL  DOMINIO  PÚBLICO  AL  PRIVADO  PORQUE  ASÍ 
«LO  ESTABLECE  LA   MISMA   LEY  QUE  LO  CREÓ». 

Ya  hemos  señalado  en  el  Curso  anterior  de  nuestro  es- 
tudio, cómo  es  de  inadmisible  y  contrario  al  texto  de  las 
leyes  y  principios  de  hermenéutica  más  elementales,  la  dis- 
tinción que  pretenden  íundar  los  informantes  de  que  sólo 
para  construcciones  es  alienable  el  ejido ;  pero  es  aún  menos 
concebible  la  argumentación  de  esta  parte  de  su  estudio, 
cuando  se  llega  a  concluir  en  la  inalienabilidad  e  impres- 
criptibilidad  de  los  ejidos,  si  como  lo  confiesan  los  Doc- 
tores Crespo  Vivas  y  Albornoz  la  misma  Ley  que  creó  su 
institución  permite  su  desafectación  y  transformación  de  bienes 
del  dominio  público  a  bienes  del  dominio  privado  del  Concejo, 
y  tanto  más  cuanto  que  para  justificar  tal  desafectación 
y  transformación  del  ejido,  concluyen  que  ésto  es  porque 
«  el  ejido  llenó  el  objeto  para  el  cual  estaba  destinado ». 

Y  aquí  se  demarca  la  absoluta  confusión  de  clasifica- 
ciones y  principios  que  distingue  el  informe,  pues  se  llega 
en  él  a  citarnos,  como  ejemplo  definitivo,  el  caso  de  la 
calle  abierta  en  terreno  ejido,  que  deja  de  serlo  para  con- 
vertirse en  cosa  del  dominio  público,  porque  de  no  perte- 
necer a  esta  categoría,  habría  de  convenirse  en  que  per- 
tenece a  la  de  los  bienes  patrimoniales  del  Concejo,  y  por 
lo  tanto,  sería  forzosa  conclusión  la  de  fundar  su  alie- 
nabilidad  y  prescriptibilidad. 

Es  así  que  ambos  ejemplos  del  informe :  el  del  terreno 
ejido  que  se  desafecta  de  su  especie,  para  destinarse  a  cons- 
trucción particular,  como  el  del  ejido  que  se  convierte  en 
calle,  conservando  en  este  caso  su  propia  categoría  de  bien 
del  dominio  público,  de  la  que  es  especie  el  ejido,  como 
tierra  del  común,  fuerzan  ambos  a  la  conclusión  de  que 

EL  EJIDO  NO  ESTÁ  CONDENADO  «  AD  ETERNUM  »  A  SER  INALIENA- 
BLE E  IMPRESCRIPTIBLE  Y  QUE,  COMO  TODOS  LOS  BIENES  DEL 
DOMINIO  PÚBLICO  PUEDE  SER  SUSCEPTIBLE  DE  PROPIEDAD 
PARTICULAR,  CUANDO  SE  DESAFECTA  DE  SU  USO  O  DESTINO 
PARA  INGRESAR  A  LA  CATEGORÍA  DE  BIENES  PATRIMONIALES 
DE  LA  NACIÓN,  SUS  ESTADOS  O  SECCIONES. 

¿De  dónde  entonces  deducir  que  es  imprescriptible  el 

ejido? — .  Lasóla  diferencia  de  hecho  y  de  derecho  que 

pudiera  establecerse  entre  los  bienes  del  común  y  los  bienes 
del  dominio  público,  es  que  aquéllos  se  limitan  en  su  uso 
a  los  vecinos  de  la  ciudad  o  Municipio  a  quien  per  teñe- 
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ceti,  y,  los  bienes  del  dominio  público  (calles,  plazas,  etc.) 
se  destinan  al  goce  público  de  todos  indistintamente,  ya 
sean  o  no  vecinos  o  nacionales  de  la  ciudad  o  Estado  a 
quien  pertenecen— con  excepción  de  los  bienes  del  dominio 
público  que  se  hallan  especialmente  destinados  a  un  uso 
privativo  del  Poder  Público,  como  las  fortalezas,  plazas 
de  guerra,  y  demás  bienes  semejantes;  pero  esta  diferen- 
ciación de  hecho  no  autoriza  la  señalada  confusión  de  los 
informantes. 

El  ejido  que  pasa  a  ser  calle  amplía  su  destino  de  uso 
común,  pero  se  mantiene  en  la  categoría  de  bienes  inalie- 
nables e  imprescriptibles,  si  tal  es  el  ejido ;  pero  cuando  pasa 
de  uno  de  estos  dominios  públicos  o  comunes  al  privado  y 
particular  de  una  persona,  sea  cual  fuere  el  destino  a  que 
los  dedique  su  nuevo  y  exclusivo  propietario,  transfór- 
mase su  categoría  de  origen  y  cambia  por  lo  tanto  esen- 
cialmente las  cualidades  inherentes  a  su  antigua  naturaleza 
en  las  cualidades  y  características  esenciales  de  la  nueva 
categoría  en  que  ingresan 

De  inalienables  e  imprescriptibles  que  fueron,  se  trans- 
forman por  obra  y  gracia  de  su  cambio  de  destino  en  alie- 
nables y  prescriptibles. 

Pero  como  ya  lo  hemos  anotado  y  comprobado,  el  ejido 
de  nuestra  Legislación  ha  perdido  su  sentido  y  natura- 
leza genuinos  de  origen,  sirviendo  hoy  y  entre  nosotros 
para  señalar  indistintamente  los  bienes  concejiles  en  gene- 
ral, sin  cuidar  que  éstos  sean  comunales  o  patrimoniales 
del  Concejo;  por  lo  tanto,  al  hablarse  entre  nosotros 
de  ejidos  y  quererse  determinar  su  jurídica  clasificación, 
es  requerido  onte  todo  precisar  el  uso  a  que  se  halló  y  halla 
destinada  la  tierra  concejil  a  que  el  vocablo  se  aplica. 

VI 

Con  el  encabezamiento  de 

«COLISIÓN  DE  ARTÍCULOS  DE  LA  LEY» 

y  aunque  sin  citarlo  expresamente,  se  dedican  los  infor- 
mantes a  refutar  el  trabajo  publicado  por  el  Doctor  Orángel 
Rodríguez  en  la  Gaceta  Jurídica  de  15  de  setiembre  de 
1913.  que  ya  hemos  mencionado,  que  concluye  la  incons- 
titucionalidad  de  la  Ley  de  Tierras  Baldías  y  Ejidos,  en 
cuanto  se  refiere  a  éstos,  así  como  demarca  la  contradic- 
ción existente  entre  el  caso  29  del  artículo  11  y  los  artículos 


93 

86  y  87  de  la  referida  Ley  que  estudia,  concluyendo  también 
en  afirmar  la  esencia  alienable  y  prescriptible  de  los  ejidos. 

Y  como  quiera  que,  a  pesar  del  informe,  se  mantiene 
victorioso  el  trabajo  «La  Cuestión  de  Ejidos»  del  Doctor 
Rodrígnez,  pues  que  a  más  de  convenir  los  Doctores  Crespo 
Vivas  y  Albornoz  en  la  contradicción  anotada  por  aquél, 
no  discuten  tampoco  los  argumentos  de  fondo  del  Doctor 
Rodríguez,  nos  remitimos  a  dicho  trabajo,  por  pensar  ade- 
más justamente  que  nada  nuevo  pudiéramos  aportar  al 
esclarecimiento  del  asunto,  si  lo  considerásemos  bajo  el 
mismo  aspecto  jurídico  que  reposada,  fuerte  e  inteligente- 
mente estudia  este  ilustrado  colega. 

Pero  sí  debemos  rechazar  el  concepto  que  emiten  los 
informantes  al  apuntar  que  «  de  esta  colisión  no  se  pueden 
«  hacer  deducciones  de  ninguna  naturaleza  para  establecer 
«un  criterio  jurídico»  por  pertenecer  a  la  Corte  Federal 
la  atribución  de  declarar  la  colisión  y  nulidad  de  leyes, 
a  quien  en  todo  caso  competiría  establecer  «el  criterio  que 
«debería  privar  en  presencia  de  la  colisión  apuntada». 

Y  debe  rechazarse  tal  concepto  erróneo,  por  la  ampli- 
tud que  le  atribuyen  los  informantes,  porque  aunque  sea 
cierto  que  sólo  a  la  Corte  corresponde  declarar  las  coli- 
siones y  dictar  el  criterio  que  en  su  sentir  deba  privar  en 
cada  caso,  ello  no  envuelve  por  ningún  modo  que  no  pueda 
deducirse  criterio  jurídico  de  aquellas  colisiones,  ni  que  no 
tenga  valor  la  opinión  personal  que  emita  un  hombre  de 
ciencia  en  los  trabajos  cuya  índole  propia  sea  la  de  pre- 
cisar el  concepto  de  derecho  de  las  leyes  que  estudia,  en  con- 
secuencia de  las  colisiones  advertidas.  No  sólo  puede  hacerlo 
todo  hombre  de  ciencia,  sino  que  es  también  de  su  deber, 
como  que  es  de  las  particulares  y  personales  opiniones  de 
ellos,  que  por  la  repetición  de  pareceres,  argumentos  y 
conclusiones,  se  constituyen  las  doctrinas  científicas  que, 
rectamente  interpretan  y  fundan  el  sentido  de  las  legisla- 
ciones todas,  doctrinas  que  adquiriendo  primero  carácter 
de  generalidad  y  luego,  en  algunas,  de  unanimidad,  son 
la  única  fuente  y  base  segura  de  las  que,  luego  acogidas  por 
la  autoridad  competente  las  constituye  en  oficiales,  hacién- 
dolas suyas  en  fuerza  de  aquellos  pareceres,  en  su  origen 
aislados,  pero  que  por  su  continua  repetición  y  concordan- 
cia adquieren  en  el  poder  y  la  fuerza  irresistible  de  la  una- 
nimidad, el  carácter  de  verdad  científica  indiscutible. 

El  trabajo  del  Doctor  Rodríguez  a  que  nos  referimos 
tuvo  por  causa,  casi  pudiera  decirse  única  y  principal,  el 
fallo  tantas  veces  citado  como  doctrina  de  Casación  por 
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los  informantes,  recaído  en  un  caso  particular  de  los  ejidos 
del  Municipio  El  Palmar,  que  no  sólo  no  funda  el  sentir 
que  le  atribuye  el  informe,  sino  que  tampoco  sería  apli- 
cable al  caso  concreto  de  los  ejidos  de  Caracas.  Y  desde 
entonces,  han  sido  muchos  nuestros  juristas  que  han  es- 
tudiado la  materia,  y  aquella  opinión  primera  del  Doctor 
Orángel  Rodríguez,  ha  venido  a  generalizarse  en  sus  argu- 
mentos y  conclusiones  en  nuestros  días,  en  que  la  materia 
tiene  mayor  interés  en  razón  de  la  nueva  Ordenanza  Mu- 
cipal,  llegando  la  generalidad  de  su  doctrina  a  punto  tal, 
que  a  no  ser  la  hoy  aislada  opinión  de  los  informantes 
al  Concejo,  sobre  ejidos,  nos  atreveríamos  a  decir  que  la 
conclusión  de  alienabilidad  e  imprescriptibilidad  de  los 
ejidos  que  entonces  emitiera  el  Doctor  Rodríguez,  se  ha 
constituido  en  unánime  doctrina  que  se  reconoce  como 
verdad  legal  e  incontrovertible  en  nuestra  ciencia. 

Pero  no  podemos  resistirnos  a  copiar  la  conclusión  del 
Doctor  Rodríguez  en  su  interesante  trabajo ;  dice  así :  «  Des- 
ee pues  de  todos  los  razonamientos  que  anteceden  no  hay 
«  lugar  a  diferencia  en  lo  relativo  a  disponibilidad  por 
«  parte  de  las  Municipalidades,  entre  ejidos  que  ellas  tengan 
«  por  concesiones  anteriores  a  la  Ley  actual  y  ejidos  que 
«  obtengan  por  virtud  de  ésta.  Tanto  para  los  unos  cuanto 
«  para  los  otros  rige  la  clasificación  de  bienes  del  dominio 
«  público  y  bienes  patrimoniales,  única  que  puede  servir 
«  de  norma  para  decir  si  los  ejidos  son  o  nó  enajena- 
«  bles». 

«  Como  hasta  1909  la  Nación  no  prescribía  condiciones 
«  a  las  Municipalidades  en  lo  referente  a  disponibilidad 
«  de  los  ejidos,  sino  que,  por  el  contrario,  la  Ley  (de  Tierras 
«  Baldías  y  Ejidos)  de  ese  año  estableció  que  ellas  podían 
«  concederlas  a  particulares,  la  duda  sobre  dicha  dispo- 
«  nibilidad  no  recaería  sino  sobre  los  ejidos  adjudicados  du- 
«  rante  el  imperio  de  las  leyes  subsiguientes,  o  sea  las  de 
«1910,  1911  y  1912.  Ahora  bien:  la  idea  autonomista 
«  realizada  por  el  régimen  político  en  la  entidad  del  Muni- 
«  tipio,  es  de  carácter  absoluto,  y  no  se  explica  en  Dere- 
«  cho  Público  el  que  el  Municipio  sea  autónomo  y  al  propio 
«  tiempo  no  goce  de  la  libertad  de  gobernarse  por 
«  fueros  propios.  Sin  violarse  ese  régimen,  sin  vulnerarse 
«  esta  noción  política  no  se  puede  prescribir  al  Municipio 
«  la  condición  de  estancar  la  propiedad  de  los  ejidos » . 

Cita  de  seguidas  el  Doctor  Rodríguez  a  Ducrocq  para 
demarcar  la  tendencia  de  la  desamortización  de  los  bienes 
en  el  Derecho  Administrativo  moderno  y  continúa :  "Si  esto 
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«  se  dice  en  términos  generales,  qué  no  habrá  de  decirse 
«  respecto  de  los  ejidos  que  son  la  pertenencia  más  ade- 
«  cuada  a  la  índole  de  la  entidad  municipal ?  Tierras  con- 
«  cejiles  se  les  ha  llamado  siempre  en  la  historia  jurídica  y 
«  se  les  llama,  todavía  en  las  leyes  modernas  y  en  la  vigente  ; 
«  y  la  autonomía  ejercida  por  los  Concejos  no  la  ejercerían 
«  en  las  tierras  concejiles  ». 

Y  concluye  :  «  Sin  ejidos  patrimoniales  sería  una  quimera 
«  no  sólo  la  autonomía  administrativa  del  Municipio,  sino 
*  también  su  existencia  misma,  desde  luego  que  si  los  ejidos 

«  FUESEN  SÓLO  DEL  DOMINIO  PUBLICO  SE  ANONADARÍA  LA 
«  INICIATIVA  DE  LA  OBRA  PARTICULAR  QUE  ES  LA  QUE  DA 
»)  VIDA    Y    SOSTENIMIENTO  A  LA  MUNICIPALIDAD». 

Pero  como  también  hemos  dicho  que  uno  de  los  mo- 
tivos principales  del  estudio  del  Doctor  Orángel  Rodríguez, 
fué  el  de  la  sentencia  de  Casación  a  que  tantas  veces  aluden 
los  informantes,  queremos  terminar  acerca  de  esta  parte, 
insertando  también  la  opinión  que  sobre  dicho  fallo  emite 
el  Doctor  José  Santiago  Rodríguez,  en  la  contestación  de 
la  consulta  que  le  hiciera  también  sobre  los  ejidos  la  Su- 
cesión Guzmán  Blanco.  Y  debe  advertirse  que  el  Doctor 
José  Santiago  Rodríguez  fué  uno  de  los  firmantes  de  dicha 
sentencia,  como  miembro  que  era  entonces  de  la  Corte  Fe- 
deral y  de  Casación,  y  bien  debe  pensarse  que  ninguno 
más  autorizado  que  él  para  fijar  el  alcance  jurídico  y  doc- 
trinario de  dicho  fallo. 

Después  de  hacer  el  Doctor  José  Santiago  Rodríguez 
análisis  y  enumeración  de  las  características  que  constitu- 
yen el  ejido,  considerándolo  como  bien  del  común,  inaliena- 
ble e  imprescriptible,  entre  cuyas  características  halla  siem- 
pre la  de  su  destino,  concluye : 

«  Tal  es  el  espíritu  de  la  sentencia  de  la  Corte  Federal  y 
«  de  Casación  de  fecha  29  de  abril  de  1909  con  respecto 
«  a  los  ejidos  del  Municipio  El  Palmar.  En  este  caso  con- 
«  creto  los  vecinos  todos  del  referido  Municipio  usaban  de  esos 
«  ejidos  para  el  pastaje  de  sus  ganados:  los  vecinos  todos,  ni 
«  siquiera  la  persona  moral  del  Municipio,  había  intentado  acción 
«  de  deslinde  contra  los  colindantes  para  evitar  incursiones  peli- 
((  grosas  en  unas  tierras  y  dehesas  que  por   su  destino  y  aplica- 

((  CIÓN  CONSERVABAN    EL    PRIMITIVO    CARÁCTER    COLONIAL,     QUE     EL 

((  vecindario  conservaba  también  :  en  el  fondo  lo  que  propia- 
«  mente  se  litigaba  en  el  proceso  venía  a  ser  el  punto  de  partida 
«  desde  el  cual  se  debía  hacer  la  medición  de  aquellos  ejidos,  de 
«donde  tenía  que  resultar,   o  bien  que   no  había  habido  usurpa- 
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«  ción,  o  que  si  la  había  habido  excluía  la  prescripción  porque 
«  no  había  sido  «animo  domini  ;    y  de  aquí  que  sin  entrar 

«  LA  CORTE,  DESDE  LUEGO,  EN  NINGUNA  DÉLAS  APRECIACIONES 
«  DEL  FONDO  QUE  LE  ESTABAN  PROHIBIDAS  POR  SU  PROPIO 
«  ESTATUTO,  LE  RECONOCIERA  A  ESOS  EJIDOS  DE  EL 
((  PALMAR,  EL  SELLO  DE  LA  COSA  PÚBLICA  IMPRESCRIPTIBLE 
«  QUE  EVIDENTEMENTE  TENÍAN,  DESDE  EL  MOMENTO  QUE 

«  SU  APROVECHAMIENTO,  NO  SOLO  TEÓRICO  SINO 
«  EN  LA  PRACTICA,  ERA  COMÚN  A  TODOS  LOS 
«VECINOS  DE  AQUEL  MUNICIPIO». 

Ya  vSe  vé  que  la  decantada  doctrina  de  Casación,  no 
contiene,  según  la  propia  opinión  de  uno  de  sus  firmantes, 
sino  la  aplicación  general  de  los  principios  que  rigen  la  ma- 
teria, a  un  caso  particular ;  esencialmente  distinto  del  que  es 
motivo  de  nuestro  estudio,  pues  los  ejidos  de  Caracas  ni  se  man- 
tienen ni  se  han  mantenido  nunca  en  tal  uso,  lo  que  es  esencial 
a  fundar  su  inalienabilidad  e  imprescriptibilidad. 

VII 

Terminan  los  informantes  las  justificaciones  de  su  infor- 
me, argumentando  la  utilidad  del  ejido  inalienable  e  impres- 
criptible, a  cuyas  cualidades  atribuyen  tanta  mayor  im- 
portancia en  nna  ciudad  capital,  que  como  la  de  Caracas, 
está  destinada  a  tomar  gran  incremento. 

Pero  no  existe  un  solo  tratadista  que  al  hablarnos  del 
ejido  y  de  su  utilidad  no  nos  lo  explique  esencialmente  en 
contrario,  atribuyéndole  una  demarcada  }r  bien  definida 
utilidad  temporal,  solo  aprovechable  en  las  sociedades  em- 
brionarias, en  consecuencia  de  su  característica  de  la  co- 
munidad de  bienes  que  impone,  y  que,  como  bien  sabemos, 
es  de  por  sí  contraria  al  progreso  económico-social  y  desa- 
rrollo latente  de  su  más  esencial  factor,  que  lo  es  el  de- 
recho de  propiedad  exclusivo. 

Así,  fué  concebible  el  ejido  inalienable  e  imprescripti- 
ble en  la  fundación  y  para  el  primitivo  desarrollo  de  nues- 
tras agrupaciones  coloniales;  pero  se  concibe  también  sin 
esfuerzo,  que  ios  ejidos  de  entonces  cediendo  al  impulso 
de  la  transformación  social  de  su  medio,  cambiaran  asi- 
mismo su  esencia  jurídica,  amoldándose  a  la  nueva  nece- 
sidad que  impusiera  el  progreso  económico-social.  En 
ocasiones  se  nota  que  esa  natural  transformación  que  cede 
al  progreso  de  la  agrupación  primitiva,  no  se  sujeta  en 
un  todo  a  las  reglas  legales  que  rigen  entonces ;  pero  tal 
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ilegalidad  es  una  nueva  demostración  de  la  necesidad  que  se 
impone  y  que  palpada  por  el  Legislador  le  fuerza  a  la  refor- 
ma de  Ja  Ley. 

Ahora  bien,  es  forzoso  reconocer  que  unas  y  otras  so- 
ciedades no  se  desenvuelven  y  desarrollan  con  igual  vio- 
lencia e  idéntica  magnitud ;  puede  observarse  en  el  hecho 
que  distintas  localidades  de  una  misma  Nación  no  sientan 
de  igual  manera  y  en  la  misma  época  la  fuerza  que  im- 
pone aquella  transformación  legal.  Podría  así  suceder, 
como  lo  observan  los  informantes,  que  determinadas  ciu- 
dades de  Venezuela  sientan  aun  la  necesidad  del  mante- 
nimiento del  ejido  inalienable  e  imprescriptible :  a  sus  Con- 
cejos toca  el  hacer  uso  de  la  facultad  autónoma  de  que  lo 
inviste  nuestra  Carta  Fundamental  y  así,  aplicar  a  su  me- 
dio la  legislación  que  reclama  la  necesidad  local ;  pero  tales 
casos  aislados  no  permiten  deducir  que  a  Caracas,  la  ciudad 
capital  y  más  importante  de  Venezuela  deban  y  puedan  apli- 
cársele idénticos  principios  de  legislación;  y  tanto  es  así 
que  habremos  de  ver  que,  a  pesar  de  que  en  la  nueva  Orde- 
nanza se  pretende  fundar  los  caracteres  de  inalienabilidad  e 
imprescriptibilidad  del  ejido,  la  propia  Ley  que  se  los  crea 
y  otorga  se  vé  forzada  de  seguidas,  a  permitir  que  aquellos 
bienes  que  por  su  naturaleza  debieran  ser  destinados 
al  uso  común,  sean  aprovechados  individualmente  por  particulares 
en  arrendamientos  a  término  jijo  o  en  arrendamientos  a  perpe- 
tuidad. 

Esta  sola  observación  es  bastante  para  demostrar  que 
la  naturaleza  de  inalienabilidad  e  imprescriptibilidad  que 
se  pretende  atribuir  y  fundar  al  ejido  en  el  Distrito  Fe- 
deral, contraría  no  sólo  su  naturaleza  jurídica,  sino  tam- 
bién el  estado  de  progreso  económico-social  de  la  ciudad 
capital. 

Para  que  la  Ley  no  sea  letra  muerta,  debe  confor- 
marse y  adaptarse  a  las  transformaciones  y  estados  so- 
ciales del  medio  en  que  pretende  fundar  su  imperio. 
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CAPITULO  TERCERO 

Ordenanza   del   Concejo  Municipal   de    fecha 
28  de  enero  de  1918 

Deseaba  usted  también  que  le  expresásemos  nuestra 
opinión  concreta  acerca   de  ella. 

Como  anteriormente  lo  hemos  advertido,  ésta  se  basa 
en  la  doctrina  de  los  informes  anteriores  que  hemos  men- 
cionado en  la  primera  parte  de  nuestro  estudio,  así  como 
especialmente  en  el  criterio  de  los  Doctores  Crespo  Vivas 
y  Albornoz,  en  su  informe,  consecuencia  del  nombramiento 
recaído  en  ellos,  en  unión  del  Doctor  F.  Arroyo  Parejo, 
para  emitir  concepto  acerca  de  varios  puntos  relacionados 
con  el  caso,  en  consecuencia  de  la  diversidad  de  criterios  a  que 
dio  lugar  la  discusión  de  dicha  Ordenanza  en  el  propio  seno  de 
la  Corporación. 

Por  lo  tanto,  no  siendo  la  Ordenanza,  pudiera  decirse, 
sino  la  Codificación  de  aquella  doctrina  constituida  en  Ley, 
son  aplicables  a  ésta,  en  conjunto,  los  argumentos  y  con- 
clusiones a  que  anteriormente  hemos  llegado. 

Sinembargo,  por  complacer  a  usted  y  ratificar  lo  que 
le  dejamos    dicho,  observamos : 

Acerca  del  artículo  l9 :  que  éste  para  determinar  los 
ejidos  de  la  ciudad  de  Caracas  acoge  y  hace  suyos  los 
originales  linderos  de  los  autos  de  Osorio  de  1594;  y  por 
lo  tanto,  es  curioso  que  cuando  el  propio  Concejo  decía 
a  la  Diputación  Provincial  de  1839,  que  estas  Cédulas  se 
hacían  ininteligibles  especialmente  en  «  aquella  parte  donde 
se  habla  de  los  linderos)),  hoy  que  han  transcurrido  79  años 
pueda  ser  ésta  inteligible,  en  lo  bastante  para  servir  de 
fundamento  a  la  determinación  actual  de  los  ejidos,  cuan- 
do es  natural  suponer  que  si  entonces  eran  ininteligibles, 
hoy  deben  serlo  aún  más. 

Asimismo  advertía  entonces  el  Concejo  a  la  Diputa- 
ción, que  los  dichos  autos  se  habían  extendido  a  hacer 
«  varías  reservas  de  tierras  dadas)),  cuyos  límites  tampoco 
señalaba,  y  esta  última  circunstancia  pone  también  en 
duda,  por  lo  menos,  que  aquellos  autos  pudieran  servir 
de  base,  por  sí  solos,  para  determinar  topográficamente 
los  ejidos  de  la  ciudad.  Por  lo  que  toca  a  su  valor  de 
derecho,  es  bastante  lo  ya  expuesto. 
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Respecto  al  artículo  29 :  éste  declara  que  los  ejidos 
« no  son  propiamente  una  propiedad  patrimonial  del  Mu- 
nicipio», sino  bienes  del  común;  pero  debe  obervarse  ante 
todo,  que  de  seguidas  autoriza  a  que  se  les  conceda  « en 
uso  exclusivo  de  una  persona)).  Tal  autorización  de  la 
propia  Ley,  contraría  de  manera  evidente  su  calificación 
de  bienes  del  común  y  coloca  a  los  ejidos  en  la  catego- 
ría de  bienes  patrimoniales  que  los  niega ;  sinembargo,  al 
final  del  propio  articulo  los  declara,  sin  excepción,  inalie- 
nables e  imprescriptibles,  cuando  el  artículo  2.032  del  Có- 
digo Civil  funda  lo  contrario. 


El  artículo  3Q,  adoptando  el  criterio  que  hemos  criti- 
cado en  el  informe  Crespo  Vivas-Albornoz,  deducido  de  la 
doble  acepción  del  vocablo  «  exido»,  doble  acepción  de  la  que 
concluyen,  que  a  pesar  de  ser  inalienable  el  ejido,  puede 
enajenarse  para  construcciones,  se  concreta  el  artículo  39, 
decíamos,  a  autorizar  para  «facilitar  así  más  bien  que 
«dificultar  el  aumento  de  la  ciudad»  a  que  se  conceda 
«  en  arrendamiento  el  uso  permanente  del  terreno  mientras  sub- 
« sista  el  edificio,  pagando  por  una  sola  vez,  y  en  lugar  de 
({pensiones  anuales,  una  suma  igual  al  valor  que  le  corres- 
«pondería  A  dicho  terreno»,  calculado  sobre  la  base  del 
«  tres  por  ciento  al  año. 

No  requiere  esfuerzo  comprobar  que  el  referido  artículo 
autoriza,  bajo  la  simulación  de  un  contrato  de  arrenda- 
miento, un  contrato  de  compra-venta  de  los  ejidos,  so- 
metido a  las  condiciones  de  que  se  edifique  y  mantenga 
en  él  un  edificio. 

Bien  es  sabido,  que  en  derecho  los  contratos  no  tienen 
la  denominación  que  las  partes  le  atribuyen,  sino  que  co- 
rresponden a  la  clasificación  que  se  deriva  y  deduce  de 
la  intención  de  las  partes  y  que  fueron  determinantes  de 
la  esencia  de  la  convención.  En  el  simulado  contrato 
de  arrendamiento  que  refiere  el  artículo  citado,  se  hallan 
los  elementos  todos  del  bien  conocido  contrato  de  compra- 
venta: comprador  y  vendedor,  objeto  y  precio;  que  por 
lo  demás  el  hecho  de  que  se  someta  la  propiedad  del 
comprador  a  la  condición  de  que  se  mantenga  en  la  tierra 
objeto  del  contrato  de  compra-venta  el  edificio  para  el 
cual  o  por  el  cual  se  adquirió,  en  nada  varía  la  esencia 
misma  del  contrato  que,  naturalmente,  se  deduce  de  la 
convención  que  autoriza  el  artículo  39,  por  más  que  pre- 


100 

tenda  disfrazársele  bajo  la  forma  de  contrato  de  arrenda- 
miento y  enmascarar  el  precio  con  la  denominación  de 
canon  de  arrendamiento  o  valor  de  rescate  de  la  enfiteusis, 
valor  este  último,  que  en  todo  caso,  no  es  otra  cosa  que 
el  precio  de   la   venta  que  impone  la  propia  enfiteusis. 


El  artículo  49  se  refiere  especialmente  a  los  títulos  de 
propiedades  edificadas  en  ejidos,  anteriormente  adquiridos 
«en  debida  forma  »,   declarando  respecto  de  éstos  que  «se 

« LES  CONCEDE  POR  LA  PRESENTE  ORDENANZA  EL  DERECHO 
«AL  USO  PERMANENTE  DE  ELLOS  MIENTRAS  SUBSISTA  EL 
«EDIFICIO». 

Es  especialmente  notorio  de  la  Ordenanza,  el  efecto  re- 
troactivo que  se  le  atribuye,  como  consecuencia  del  carácter 
de  imprescriptibilidad  e  inalienabilidad  que  se  dice  tener  el 
ejido  «así  por  las  leyes  especiales  que  los  han  regido,  como  por 
las  vigentes»  (x\rt.  I9).  Ya  hemos  demostrado,  que  el  ejido 
ha  sido  por  el  contrario  regido  por  leyes  y  Ordenanzas  espe- 
ciales que  le  reconocen  la  alienabilidad  y  prescriptibilidad, 
cualidades  que  de  poderle  ser  discutidas,  sólo  lo  sería  a  par- 
tir de  1910,  época  en  que  comenzó  a  regir  la  Ley  de  Tierras 
Baldías  y  Ejidos  que  habló  de  disponibilidad  del  ejido— cuya 
validez  por  lo  demás  es  bien  dudosa  (Véase  Orángel  Rodrí- 
guez, trabajo  citado  ).  Pero  en  todo  caso,  reconociendo  y 
afirmando  el  concepto  absoluto  de  la  autonomía  municipal 
para  legislar  sobre  sus  tierras  concejiles  en  general,  y  preci- 
samente en  acatamiento  de  tal  facultad  autónoma,  no  es 
concebible  pretender  que  pueda  el  nuevo  régimen  que  im- 
planta la  Ordenanza  vigente,  desconocer  la  validez  indis- 
cutible que  tienen  las  Ordenanzas  anteriores  que  autoriza- 
ron la  enajenación  del  ejido,  como  asimismo  la  legalidad  y 
valor  absolutos  del  título  de  las  propiedades  que  se  adqui- 
rieron bajo  el  imperio  válido  de  aquellas  Ordenanzas.  Se- 
ría a  todas  luces  ilógico  y  antijurídico  pretender,  que  sólo  se 
reconozca  la  autonomía  legislativa  del  Concejo,  cuando  se 
trate  de  atribuir  inalienabilidad  a  sus  tierras  concejiles,  des- 
conociéndosela a  la  vez  cuando  legislara  para  reglamentar 
la  disponibilidad,  en  ejercicio  de  la  misma  e  idéntica  facul- 
tad que  hoy  le  permite  hacerlo  en  contrario. 

No  está,  pues,  en  la  facultad  del  Concejo  hacer,  como  lo 
hace,  la  declaratoria  de  nulidad  de  los  títulos  anteriormente 
adquiridos  en  «debida  forma»  bajo  el  régimen  de  legisla- 
ciones que  reconocieron,  establecieron  y  reglamentaron  la 
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alien abilidad  del  ejido,  pues  que  ello  equivaldría  a  atribuir 
al  Concejo  una  facultad  legislativa  opuesta  a  la  disposición 
del  Art.  71  de  la  Constitución  Nacional,  que  niega  efecto 
retroactivo  a  las  disposiciones  legislativas  que  no  sean  de 
procedimiento  judicial  o  impongan  menor  pena ;  y  por  lo 
tanto,  emanada  de  autoridad  usurpada,  « es  ineficaz»  la 
disposición  del  Art.  49  y  ((nulos))  todos  los  actos  que  se  eje- 
cuten en  aplicación  de  ella.  En  consecuencia:  son  válidos 
todos  los  títulos  de  que  se  derive  la  propiedad  de  tierras  concejiles 
adquiridas  «en  debida  forma»,  sea  cual  fuere  el  destino  a  que 
las  apliquen  sus  legítimos  propietarios. 

CONCLUSIÓN  RESPECTO  A  LA  ORDENANZA 

Lo  dicho  anteriormente  respecto  al  citado  Art.  49,  es 
idénticamente  aplicable  a  todas  las  demás  disposiciones 
de  la  Ordenanza  que  se  inspiren  en  semejantes  tendencias 
de  retroactividad,  por  lo  que  puede  concluirse:  que  es,  por 
lo  menos  dudosa,  su  validez  toda,  siendo  tal  el  espíritu  y 
tendencias  de  la  Ley  toda. 

Por  lo  demás,  así  lo  es  también  por  lo  que  toca  a  los 
caracteres  de  inalienabilidad  e  imprescriptibilidad  absoluta 
y  permanente  de  los  ejidos  concejiles,  por  contrariar  el  prin- 
cipio de  desamortización  de  los  bienes  en  general,  que  como 
principio  reconoce  nuestro  Código  Civil  en  el  Art.  1.181 
y  opuestos  a  las  disposiciones  especiales  del  Art.  519  del 
propio  Código  Civil,  que  impone  la  transformación  de  los 
bienes  del  dominio  público  en  bienes  del  dominio  privado 
«  cuando  no  tienen  ya  el  destino  que  en  aquella  los  incluyó  ;» 
y  al  Art.  2.032  del  propio  Código  que  rige  la  prescriptibili- 
dad  de  los  bienes  pertenecientes  a  las  diversas  personalida- 
des jurídicas  del  Estado, 'oponiéndose  así  a  la  disposición  del 
caso  16  del  Art.  19  de  nuestra  Carta  Fundamental  que  im- 
pone la  unidad  nacional  de  las  legislaciones  sustantivas  en 
los  regímenes  todos  en  que  legislan  las  materias  civil,  mer- 
cantil y  penal. 

La  ya  exagerada  amplitud  de  nuestro  estudio  nos  fuer- 
za a  abstenernos  de  considerar  esta  última  e  importante 
faz  del  estudio,  con  la  extensión  que  requeriría  su  naturaleza 
complicada,  por  la  íntima  relación  que  guardan  entre  sí 
las  disposiciones  citadas,  con  muchas  otras  de  nuestra  Cons- 
titución y  Ley  Civil  misma. 

Pero  para  concluir,  habremos  de  asegurar  a  usted,  como 
apoderado  de  la  Sucesión  Guzmán  Blanco,  que  los  títulos 
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todos  de  las  propiedades  de  ella,  nombradas  Estancia  El 
Tejar,  Vegas  de  El  Guayre,  Hacienda  El  Conde  o  La  Cuadra 
y  Sabana  del  Blanco,  no  sólo  son  de  por  sí  títulos  bastan- 
tes para  fundar  la  legítima  propiedad  de  ellas,  que  pudie- 
ran oponerse  con  éxito  a  las  pretensiones  contrarias  de 
cualquier  tercero,  sino  que  también  se  halla  cubierta  y  re- 
forzada dicha  propiedad  por  la  prescripción  adquisitiva 
cumplida,  por  haber  poseído  la  Sucesión  Guzmán  Blanco 
las  tierras  objeto  de  su  propiedad,  con  justo  título  y  buena 
fé  en  mucho  más  del  tiempo  requerido  para  cumplirse  la 
prescripción. 

Dejamos  así  contestada  su  consulta,  y  nos  complacemos 
en  repetirnos  de  Ud. 

Attos.  S.  S.  y  amigos, 

(Firmado) 

L.  A.  Olavarría-Matos. 
(Firmado) 

G.  Manrique  Pacanins. 


Sobre  Ejidos  de  Caracas 


A  petición  de  la  Sucesión  Guzmán  Blanco  nos  dimos  a 
estudiar  cuál  sería  su  situación  jurídica  relativamente  a  los 
títulos  de  propiedad  de  varios  de  sus  inmuebles  situados  en 
los  alrrededores  de  Caracas,  con  vista  de  la  nueva  Ordenan- 
za sobre  Ejidos  del  Concejo  Municipal  del  Distrito  Federal. 
Para  llevar  a  cabo  tal  estudio  nos  dimos  a  inquirir  cuál 
era  el  estatuto  de  las  tierras  llamadas  ejidos,  durante  el 
imperio  de  la  Legislación  antigua  española  y  la  Legisla- 
ción de  la  República  hasta  nuestros  días. 

Ese  estudio  quedó  concretado  en  la  exposición  teórica 
que  apareció  en  el  número  6  de  la  Revista  Universitaria. 

Una  segunda  parte  de  aquel  trabajo  fué  la  aplicación  de 
los  principios  deducidos  de  aquellas  Legislaciones  a  los  títu- 
los de  los  referidos  inmuebles  de  la  Sucesión,  la  cual  inser- 
tamos a  continuación : 

Títulos  de  la  Sucesión  Guzmán  Blanco 

LA.  YERBERA 

Esta  propiedad  está  compuesta  por  la  antigua  «Estan- 
cia de  El  Tejar»  y  por  las  «Vegas  de  El  Guaire». 

Estancia  El  Tejar.— Fué  adquirida  por  el  General  Guz- 
mán Blanco  de  la  Universidad  Central  por  permuta,  dan- 
do en  cambio  el  primero,  la  casa  situada  en  la  esquina  de 
«El  Conde»,  según  escritura  de  23  de  setiembre  de  1876, 
Protocolo  1?,  folio  583,  N?  342. 

La  propiedad  de  la  Universidad  sobre  la  Estancia  pro- 
vino de  las  leyes  que,  desde  la  época  de  la  Gran  Colombia, 
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adjudicaron  a  los  institutos  de  enseñanza,  las  propiedades 
de  los  conventos  extinguidos.  La  Estancia  había  pertene- 
cido desde  la  época  de  la  Colonia  al  Convento  de  Domini- 
cos de  San  Jacinto,   que  fué  de  los  extinguidos. 

El  Convento  la  adquirió  en  4  de  abril  de  1671,  por  com- 
pra a  Juan  de  Liendo.  Juan  de  Liendo  la  heredó  de  Santia- 
go de  Liendo,  quien  a  su  vez  la  había  comprado  a  Juan 
Sánchez  de  Berguilla,  por  los  años  de  1650.  Berguilla  la 
hubo  en  el  remate  de  los  bienes  de  Baltazar  de  Escobedo, 
sucesor  de  Diego  Vásquez  Escobedo. 

Diego  Vásquez  de  Escobedo  obtuvo  las  tierras  que  for- 
maron después  la  Estancia,  por  título  despachado  el  12  de 
setiembre  de  1602  por  el  Gobernador  Alonso  Suárez  del 
Castillo. 

Los  datos  anteriores  los  hemos  tomado  de  la  sentencia 
de  la  Real  Audiencia  de  Caracas  a  que  más  abajo  nos  refe- 
rimos. En  la  misma  sentencia  se  dice  que  el  título  de  Lien- 
do  o  sea  la  compra  a  Sárchez  de  Berguilla  y  el  título  de 
Escobedo  constaban  en  el  expediente  respectivo. 

Se  vé,  pues,  que  la  propiedad  privada  de  esas  tierras 
data  del  año  de  1602  y  fué  concedida  por  un  Gobernador 
representante  del  Rey  de  España  al  primitivo  titular  de 
ellas,  no  siendo,  por  lo  tanto,  un  título  municipal,  sino  un 
título  real. 

La  fecha  de  la  concesión,  como  se  vé,  es  efectivamente 
posterior  a  la  de  los  autos  del  Gobernador  Osorio  (ante- 
cesor de  Suárez  del  Castillo)  concediendo  tierras  a  Caracas. 

Sinembargo,  la  aplicación  de  los  principios  que  dejamos 
expuestos  nos  conduce,  a  priori,  a  sostener  que  el  título 
de  composición  emanado  indirectamente  del  Rey,  ha  de 
privar  sobre  el  del  Municipio,  que  tuvo  un  origen  idénti- 
co y  del  cual  vendría  a  constituir  una  revocación  parcial 
perfectamente  válida  como  dejamos  expuesto  antes. 

A  mayor  abundamiento,  la  prescripción,  autorizada  por 
las  leyes  españolas  contra  bienes  del  Municipio  en  la  for- 
ma que  hemos  expuesto,  se  habría  cumplido  durante  la 
vigencia  de  las  mismas  por  el  transcurso  de  muchísimo 
más  de  cuarenta  años  que  duró  la  posesión  del  Convento 
y  de  sus  causantes  sóbrelas  tierras  de  «El  Tejar».  Igual- 
mente se  hallarían  cumplidas  todas  las  prescripciones  de  diez, 
veinte  o  treinta  años  establecidas  por  las  leyes  posteriores, 
ya  que  en  manos  de  los  Guzmán  solamente,  esas  tierras 
tienen  más  de  cuarenta  años  de  posesión  pacífica  y  con 
título.— Ya  sabemos  que  desde  los  primeros  Códigos  vene- 
zolanos se  reconoció  expresamente  laprescriptibilidad  de  los 
bienes  municipales  no  dedicados  en  hecho  a  un  uso  público. 
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Pero  si  todo  esto  no  bastare,  hemos  tenido  la  fortu- 
na de  encontrar  en  los  Archivos  de  la  Universidad  Cen- 
tral, cuando  ya  concluimos  este  estudio,  el  Expediente  de 
un  juicio  seguido  entre  el  Convento  de  San  Jacinto  y  el 
Cabildo  de  Caracas,  que  terminó  por  una  sentencia  de  re- 
visión de  la   Real   Audiencia,   fecha  8  de   octubre  de  1806. 

Del  texto  de  dicha  sentencia  aparece  que  el  Cabildo 
había  demandado  al  Convento  para  que  lo  reconociera 
como  propietario  de  las  tierras  de  «El  Tejar»,  las  cua- 
les reclamaba  como  ejidos  por  virtud  de  las  Cédulas  de 
Osorio. 

El  Convento,  por  su  parte,  invocaba  los  títulos  de  que 
ya  hemos  hecho  referencia  y  la  posesión  que  el  Conven- 
to y  sus  causantes  habían  ejercido   sobre  ellas. 

El  fallo  hace  referencia  a  un  expediente  anterior  de 
un  juicio  seguido  entre  las  mismas  partes  en  que  el  Ca- 
bildo reconociendo  en  principio  la  propiedad  del  Conven- 
to, sólo  discutía  la  extensión  de  las  tierras. — Se  dice  tam- 
bién que  en  el  primitivo  título  de  Vásquez  de  Escobedo 
otorgado  por  el  Gobernador  Suárez  del  Castillo  se  hizo 
constar  que  la  concesión  se  hacía  « no  embargante  que 
las  dichas  tierras  sean  ejidos  de  la  Ciudad ».  Discutió  el 
Cabildo  que  la  palabra  embargante  parecía  alterada  en 
los  títulos  invocados  por  el   Convento. 

El  mismo  fallo  refiere  que  sobre  el  asunto  había  habi- 
do ya  dos  sentencias,  una  de  14  de  diciembre  de  1795 
del  Tribunal  de  Gobierno,  confirmada  por  otra  de  14  de 
diciembre  de  1796  y  que  ambas  fueron  a  favor  del  Convento. 

La  sentencia  de  1806  fué  de  revisión  de  otra  de  6  de 
agosto  de  1805  dictada  por  el  Tribunal  de  Gobierno  a 
favor  también  del   Convento  y  confirmatoria  de  ésta. 

Esta  sentencia  reviste  importantísimo  interés  en  la 
cuestión,  pues  además  de  confirmar  todas  las  conclusio- 
nes a  que  habíamos  llegado  por  el  examen  de  la  Legisla- 
ción antigua,  tiene  el  carácter  de  un  fallo  dictado  entre 
el  Cabildo  o  sea  el  representante  de  la  Comuna  y  un 
causante  de  la  Sucesión  Guzmán,  fallo  que  produce  cosa 
juzgada  en  la  materia  y  que  legalmente  excluye  la  posi- 
bilidad de  toda  nueva  discusión  sobre  la  propiedad  de  las 
tierras  de  «El  Tejar»  entre  el  Concejo  Municipal,  repre- 
sentante hoy  de  la  misma  Comuna  y  la  Sucesión  Guzmán. 

Esa  sentencia  tiene  que  ser  respetada  hoy  por  todos, 
inclusive  los  funcionarios  de  cualquier  orden,  porque  el 
contenido  de  ella  es  la  verdad  legal  y  no  puede  estar 
sujeta  a   ser  revocada  o  desconocida  por  nadie. 
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El  fallo  de  1806  no  es  motivado  a  la  manera  de  los 
de  hoy,  ya  sea  porque  se  trataba  de  una  revisión  de  sen- 
tencia anterior  o  ya  porque  la  motivación  de  los  fallos 
no  fuera  indispensable  en  aquella  época.  Pero  la  parte 
narrativa  de  que  está  precedida,  hecha  por  el  Relator  de 
la  Audiencia  y  la  enunciación  que  contiene  de  los  recau- 
dos (entre  otros  una  copiosísima  prueba  testimonial  de 
la  posesión  del  Convento)  así  como  de  los  alegatos  de 
las  partes,  hace  ver  que  sus  fundamentos  no  pudieron  ser 
atros  que  la  existencia  del  título  otorgado  por  el  Gober- 
nador Suárez  del  Castillo  a  favor  de  un  causante  del  Con- 
vento y  la  posesión  privada  ejercida  sobre  las  tierras. 

En  todo  caso,  la  demostración  de  que  existió  un  pro- 
ceso, terminado  por  esa  sentencia,  entre  causantes  de  las 
partes  actuales  por  los  mismos  motivos  o  fundamentos 
alegados  ahora  y  sobre  la  propiedad  de  las  mismas  tierras, 
establece  a  favor  de  la  Sucesión,  como  ya  hemos  dicho, 
la  cosa  juzgada,  cuyo  efecto  es  que  no  pueden  volver  a 
discutirse  nuevamente  los  derechos  alegados  hoy  por  el 
Municipio  sobre  dichas  tierras,  ni  ser  desconocida  esa  sen- 
tencia por  causahabientes    del   Cabildo. 

Vegas  de  el  Guaire  —  El  título  inmediato  de  la  Suce- 
sión sobre  estas  Vegas,  que  junto  con  la  Estancia  de  «El 
Tejar»  forman  La  Yerbera,  es  un  documento  de  venta  hecha 
por  Luis  Vallenilla  al  General  Guzmán  Blanco,  de  dos 
posesiones  de  tierras  situadas  en  la  margen  Sur  del  Río 
Guaire,  de  fecha  26  de  agosto  de  1876. — Vallenilla  había 
adquirido  a  su  vez  las  posesiones  por  compra  a  Cruz  Ma- 
ría Llamozas  y  a  Luis  González,  en  1872  y  1873. 

Estos  títu1  os  son  perfectos  en  su  forma  y  en  su  fondo 
y,  por  lo  tanto  comprueban  una  trasmisión  de  dominio  a 
la  Sucesión  completamente  válida.  Pero  en  todo  caso, 
del  hecho  de  que  esas  Vegas  están  en  posesión  de  la 
Sucesión  Guzmán  o  sus  causahabientes  desde  hace  más 
de  cuarenta  años,  hecho  establecido  con  aquellos  títulos, 
resulta  que  todas  las  prescripciones  se  hallan  cumplidas 
a  favor  de  la   Sucesión,  poseedora  hoy  de  las  tierras. 

HACIENDA  EL  CONDE  O  LA  CUADRA 

Esta  propiedad  fué  adquirida  por  el  General  Guzmán 
Blanco  por  escritura  de  29  de  julio  de  1876,  de  los  causa- 
habientes  de  Francisco  Javier  Solórzano. 

Según  el  testamento  de  éste  de  3  de  diciembre  de  1869, 
que  hemos  visto  en  la  Oficina  Principal  de  Registro  de  esta 
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ciudad,  La  Cuadra  formaba  parte  de  un  vínculo  o  mayo- 
razgo que  Solórzano  había  heredado  de  su  padre,  el  último 
Conde  de  San  Javier. 

Cabe  decir,  por  lo  tanto,  lo  mismo  que  ya  tenemos 
dicho  en  cuanto  a  las  Vegas  de  El  Guaire,  a  saber :  que 
además  de  tener  esta  propiedad  títulos  legalmente  perfectos, 
todas  las  prescripciones  se  hallan  cumplidas  desde  que  la 
referida  propiedad  ha  estado  en  poder  de  la  Sucesión  Guz- 
mán  Blanco  y  sus  causahabientes  inmediatos. 


Si  el  título  primitivo  de  estas  tierras  y  el  de  las  Vegas 
no  emanara  directa  o  indirectamente  del  Rey,  como  el  de 
la  Estancia  de  El  Tejar,  sino  que  fueran  en  su  origen  una 
concesión  municipal,  bastaría  aplicarles  toda  la  Doctrina  es- 
pañola que  expusimos  en  la  primera  parte  de  este  estudio, 
según  la  cual  los  Concejos  pudieron  enajenar  las  tierras 
que  no  eran  objeto  de  un  uso  público,  que  la  cesación  del 
uso  como  públicas  las  hacía  patrimoniales  y  por  lo  tanto 
prescriptibles ;  y,  en  consecuencia,  que  el  título  provenien- 
te del  Municipio  sería  en  todo  caso  una  prueba  del  momen- 
to en  que  empezó  una  prescripción  perfectamente  válida, 
siendo  la  más  larga  conocida  por  el  derecho  antiguo,  la  de 
cuarenta  años. 

Si  el  título  primitivo  no  emanó  del  Rey  ni  del  Municipio, 
sino  de  un  particular  que  se  dijo  dueño  al  vender,  aun  en 
ese  caso  la  prescripción  se  habría  cumplido  por  el  solo 
transcurso  de  más  de  cuarenta  años. 

SABANAS  DEL  BLANCO 

La  propiedad  de  la  Sucesión  Guzmán  en  estas  tierras 
emana  por  una  parte  del  General  Antonio  Leocadio  Guz- 
mán y  por  otra  del  General  Juan  de  Mata  Guzmán,  quie- 
nes a  su  vez  habían  adquirido  diversos  lotes  de  los  cuales 
los  principales  son  : 

a )— Lote  de  terreno  llamado  también  «La  Cuadra»  pero 
que  no  debe  confundirse  con  la  propiedad  del  mismo  nombre 
llamada  Hacienda  de  «El  Conde»  de  que  ya  nos  ocupamos. 

Este  lote,  situado  al  Sur  de  las  faldas  del  Avila,  fué  ce- 
dido al  General  J.  de  M.  Guzmán  por  el  señor  José  de  J.  Pi- 
nedo, quien  lo  tenía  concedido  en  enfiteusis  por  el  Concejo 
Municipal.  Esa  cesión  fué  hecha  en  28  de  Junio  de  1867. 
Posteriormente  la  propiedad  del  mismo  lote  fué  adquirida, 
por  compra  al  mismo   Concejo,  en  21  de  Febrero  de   1886 
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por  el  Doctor  Pedro  Ramos,  quien  a  su  vez  la  vendió  al  Ge- 
neral Guzmán,  quedando  éste  así,  desde  entonces,  con  el 
carácter  de  dueño  de  la  plena  propiedad  de  dicho  lote. 

b )—  Lote  de  terrenos  comprados  por  el  señor  Antonio 
L.  Guzmán  a  Dolores  Hernández  y  Bartola  Díaz,  según  es- 
critura registrada  en  1881,  cuyos  causantes  llegan,  según 
las  escrituras  que  hemos  tenido  a  la  vista,  hasta  el  año 
de  1877. 

c) — Diversos  lotes  pequeños  o  solares  comprados  a  di- 
ferentes personas  por  el  señor  Antonio  L.  Guzmán  en  los 
años  de  1881  y  1882. 

Los  títulos  de  las  porciones  a  que  se  refieren  las  letras 
b)  y  c)  se  encuentran  en  el  mismo  caso  que  los  de  la  Ha- 
cienda de  «El  Conde»  y  las  «Vegas  de  ElGuaire»,  por  lo  cual, 
nos  remitimos  a  lo  que  acabamos  de  decir  en  cuanto  a. estos 
últimos. 

En  cuanto  a  los  títulos  de  la  porción  a),  son  emanados 
pirectamente  del  Concejo  Municipal,  quien  además  de  la 
validez  de  esos  títulos,  al  expedirlos  hizo,  a  mayor  abunda- 
miento, la  confesión  siempre  oponible  a  él  de  que  se  trataba 
de  tierras  que  no  eran  de  uso  público  y  que,  por  lo  tanto, 
eran  prescriptibles.  En  todo  caso,  la  prescripción  de  las 
mismas  empezó  a  contarse  desde  la  fecha  del  título  expedi- 
do por  el  Concejo  o  sea,  el  21  de  Febrero  de  1886  y  quedó 
consumada  mucho  antes  de  la  expedición  de  las  nuevas 
Ordenanzas  hoy  en  vigor  de  que  ya  nos  hemos  ocupado. 

CONCLUSIÓN 

Todo  lo  expuesto  nos  lleva  a  concluir  que  el  Concejo 
Municipal  del  Distrito  Federal  no  puede,  legalmente,  pre- 
tender ningún  derecho,  y  menos  el  de  propiedad,  sobre  las 
fincas  de  la  Sucesión  Guzmán  a  que  nos  hemos  referido,  cu- 
ya posesión  ha  conservado  ésta,  de  acuerdo  con  títulos  que 
ya  hemos  demostrado  son  perfectamente  válidos,  desde  que 
la  adquirieron  sus  causantes  y,  por  lo  tanto,  que  la  Suce- 
sión tiene  que  ser  considerada,  por  el  Concejo,  como  el  único 
dueño  de  las  mismas. 

Caracas :   25  de  Julio  de  1918. 
Raf.  Max.  Valladares.  J.  Blanco  Uztariz. 

A.  Machado  Hernández. 
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